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INTRODUCCION 

los recursos administrativos han surgido con la firme iñtención de 
sujetar los actos de la autoridad a derecho y dar como consecuencia seguridad a 
los gobernados, haciendo que dichos actos no se lleven a cabo en forma 
arbitraria, sino con apego a la. legalidad y a la justicia. 

Actualmente la Administración Pública se ha estado alejando de este 
principio básico, por lo que se ha sumergido en una falta de credibilidad por lo 
que al manejo de los recursos administrativos se refiere, ya que el desarrollo de 
éstos se ha llevado a cabo de una manera personal, haciendo que el éxito o 
fracaso de los mismos dependa de cuestiones subjetivas por parte de los 
funcionarios encargados de su conocimiento y resolución. 

Todo ésto se da como consecuencia de los intereses tanto políticos 
como económicos y sociales que rodean a los funcionarios públicos, situación 
que aleja a las autoridades para rendir un fallo justo en el cual se trate de 
dilucidar la verdad jurídica, ya que en muchos de los casos aún y cuando el 
contribuyente tenga la razón, ésta no se va a otorgar en la resolución que se 
rinda por el sujeto activo, debido a los lineamientos superiores a que se 
encuentra supeditado, por lo que caemos en una situación de hecho que redunda 
en un perjuicio para el contlibuyente así como para el fisco. 

También la autoridad se aleja de ese principio básico que se 
pretende. al llevar a cabo reformas a la Ley de manera abrupta, sin realizar un 
estucllo jwidico adecuado, ya que lo único que le interesa son los intereses del 
propio Estado y no los de los conUibuyentes, ya que muchas de las veces por 
cuestiones del todo ilógicas o por cubrir la incapacidad que la administración 
refleja en el manejo de la recaudación, rompe con una correcta estructura 
dlsei\ada para los recursos administrativos, haciendo adecuaciones superficiales 
y erróneas, lo que da como resultado que en la Ley surgan aberraciones 
juricllcas. Tal es el caso del tratamiento que se da al recurso de revocación 
contemplado en el artlculo 142 de la Ley Aduanera por lo que respecta al 

agotamiento obligatorio u opcional del mismo. 
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Es por ello que actualmente los recursos administrativos no tienen 
la. Importancia que deberlan de revestir debido a la parcialidad de sus 
resoluciones, lo que trae como consecuencia que los sujetos pasivos no hagan el 
uso debido de ellos y 5·¡;-den procesos muy largos y costosos. Por tal motivo 
consideramos que si los recursos administrativos (incluyendo al recurso de 
revocación en materia aduanera) pudlesen tomarse en cuenta como medios de 
defensa de agotamiento opcional para los interesados, se tendrla un sistema de 
administración de justicia más seguro y justo, con procesos más cortos y sencillos 
que ayudarian il evitar la incertidumbre por parte de los gobernados. 

Opinamos que no estarna~ .muy alejados _de considerar al recurso de 
revocación en materia aduanera como un medio efectivo de defensa, .por lo tanto 
lo que se debe hacer para solventar la problemática planteada es capacitar y 
condentizar a la autoridad para que su actuar se ajuste a derecho y se de cuenta 
que en dicho medio legal de defensa está una posibilidad para resolver el 
.problema de recaudación; o por otro lado, simplificar el tratamiento que se le da 
a dicho recurso, sistematizando con claridad su trámite y haciendo de él un medio 
de defensa opcional y no obligatorio para los contribuyentes. También se deben 
evitar las modificaciones y opiniones absurdas e incongruentes que se han 
hecho al tratar de nonnar el criterio que debe Imperar sobre la obligatoriedad o 
no de dicho recurso, con lo que se pretende demostrar que el recurso de 

revocación en materia aduanera debe hacerse más sencillo en cuanto a su 
tr-drnlte, ya que en los términos en que se encuentra actualmente, constituye una 
mera trampa procesal para los administrados. 

Por lo tanto consideramos que lo ya mencionado se podrá demostrar 
a través de la consecución de los siguientes objetivos: 

1.- Presentar el marco histórico de los recursos administrativos 
para observar la evolución que han tenido y la finalidad que siempre han 
perseguido. 

2.- Dar un marco general acerca de los recursos administrativos. 
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3.· Uevar a cabo Ja explicación y funcionamiento de Jos recursos 
establecidos por el Código Fiscal de Ja Federación, es decir, del recurso de 
revocación y del recurso de oposición al procedimiento administrativo de 
ejecución. 

4.- Explicar el recurso de revocación regulado en el articulo 142 de 
la Ley Aduanera, donde se harán las observaciones personales que se juzguen 
convenientes. 

s.- Emlllr conclusiones y diversos punces de vista por lo que 
respecta al recurso de revocación en materia aduanera. 

Todo este análisis traerá aparejado como consecuencia dar a conocer 
~na opinión fundada de las posibles desviaciones de legalidad que se detecten en 
la Ley Aduanera o en su apllcaclón, para que tanto Ja autoridad como el 
legislador tomen una mayor conciencia de su actuación y por Jo tanto realicen 
las modificaciones pertinentes, para hacer del recurso de revocación en materia 
aduanera el medio Idóneo de autocontrol de la legalidad de los actos de la 
autoridad aduanera y hacer del núsmo un medio efectivo de protección de los 
Intereses de los contribuyentes. 
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l.- DERECHO ROMANO. 

A principios de la República, se puede distinguir una figura que 
puede ser considerada como el antecedente de los recursos en general. Dicha 
figura consistía primordialmente en impugnar la sentencia que en opinión de 
una de las partes perjudicadas era injusta, y pcdÚI la no ejecución de ésta a través 
del voto de los tribunos o por,lntercessio de los Cónsules, la que se puede definir 
como la oposición evidente a las decisiones del Magistrado, por otra de las partes 
de Igual o de inferior jerarquía. 

A finales de la República, la sentencia después de ser pronunciada, 
las partes no podían recurrirla para obtener una nueva decisión de aiguna otra 
jurisdicción, razón por la cual dicha sentencia tenia el carácter de cosa juzgada. 
Unicamente en casos especiales, se podía lograr contra la sentencia dictada, la 
REVOCATION IN DUPLUM o la IN INTEGRUM RESTITUTIO, que eran los 
únicos medios de defensa con que contaban los ciudadanos romanos para 
combatir los fallos del Magistrado. 

la REVOCATION IN DUPLUMI era aquella figura que se podía 
hacer valer en contra de las semenclas que violaban la ley y que por lo talllo 
eran nulas. El dem;mdado que era condenado llcgaimenle, no tenla más que 
esperar la ejecución del Juez para prevalecerse de la nulidad o pedir que fuera 
comprobada la nulidad de la sentencia. Este recurso resultaba muy peligroso 
para la parte que lo hacia valer, ya qu,e en caso de abusar de éste o entablar una 
reclamación Infundada, se podía hacer acreedora a una condena consistente en 

el doble de la sentencia del anterior juicio. 

la IN INTEGRUM RESTITUTIO ern un recurso de carácter 
extraordinario que no ofrecía un rem<~lo general, ya que sólo procedía en casos 
excepcionales, determinados en el edicto anual. Consistía en que la parte que se 
considerara agraviada por haber sido victima de dolo, intimidación, error· 
justificado, o falso testimonio, y que habían dado como consecuencia una 

1 Cabe hacer Ja aclaración que sobre esta Ogura faltan lndl<lo!> precisos. Nota obtenida de ' 
Eugene Pellt. Tratado Elemental de Derecho Romano, Cuarra Edición, Ediciones Selectas, 
Mi!xlco, 1980, p. 64&. 
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sentencia Injusta, podía solicitar la nufidnct de dicha sentencia, así como de los 
actos viciados en el consentimiento 

En fa .época del Imperio, queda abierta una vía de recurso para 
impugnar las sentencias en todos los rnsos. Dicha vía es fa apelación, que 
permHe reformar la decisión de un Juez y obtener una nueva. Desde este 
momento, la sentencia sólo llene fuerza de cosa juzgada, cuando ya no es 
susceptible de apelación o cuando ésta misma ha sido rechazada. 

f.'l APELLAT!O o apeh1ción data de principios del Imperio; 
proba!Jfemencc fue establecida por la "Ley Julia Judiciario", teniendo como 
origen el derecho que cenia codo M~giscrado bajo la República, de oponer su. voto 
a las decisiones de un Magistrado de igual o· Inferior rango como io hemos 

e.~presado con anterioridad, a lo que se le denominó la intercesslo. Así mismo, la 
persona que quisiera quejarse de la decisión de un Magistrado podía desde luego 
reclamar la intercessio del Magistrado Superior "Apellare Maglstratum". De 
aqui procede la apelación, pero el Magistrado delante de quien se llevaba a cabo 
esta figura, no se daba por satisfecho con oponer su \'Oto a la sentencia, sino que 
también la aumentaba y la reemplazaba por una nueva sentencla.2 La parte que 
enrnblaba la apelación de una sentencia, debia dirigirse al Magistrado que habla 
entregado la fórmula, por lo que podía ser llevada, por ejemplo, delante del 
M.iglstrado Superior, del pretor, ante el prefecto del pretor, o ante el Emperador, 
quien era el último juzgador. 

2.· FRANCIA. 

Resulta evidente que mientras el Individuo se encontró en una pura 
posición de súbdito, como mero objeto de la potestad del imperio, frente al 

Soberano absoluto, sin poder hacer valer ningún dere<::ho ante éste, era absurdo 
hablar de una justicia administrativa tal como la entendemos en la actualidad, 
como sistema jurídicamente garantizado por Instituciones Incluso de carácter 
jurisdiccional, con el fin de garantizar el legal ejercicio de la función 

2 ll!!!!:. La apelación es suspensiva, es10 es, que detiene la ejecución de la sentencia, o la 
anula. dando una nueva, la cual aún puede ser apelada hasta haber llegado al últlmo grado de 
jurisdicción. 
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admlnlstraliva, . máxime que no se podía ni .siquiera hablar verdadera y 

propiamente de una legalidad en el ejercicio de Ja referida función, puesto que 
faltaba, en tal Estado absoluto, un sistema de normas jurídicas que vinculara 
efectivamente al Soberano, de forma que tutelara a aquellos que de las funciones 
eran mero objeto. 

El origen de la lmpartición de juslicia administrativa en Franela, 
fue el autocontrol por medio de una relación bilateral entre el gobernado 
Inconforme y la propia autoridad de la cual emanaba el acto objeto del control. 
El particular podía quejarse del actuar de la Administración ante ella misma, Jo 
cual estaba sujeto a muchas Injusticias y arbitrariedades. Frente a la potestad de 
administrar del Soberano, jurídicamente incontrolada, los individuos podían 
como má.~imo, pedir justicia contra los posibles abusos de los representantes del 
Soberano, a la gracia de éste, mediante recursos de carácter interno, jerárquico, 
sin que ni siquiera el Soberano tuviera la obligación jurídica de resolverlos. 
Resultaba inconcebible que la autoridad judicial interviniera para controlar la 
acción administrativa, ya que aquélla estaba destinada a la administración de 
justicia en las relaciones reciprocas de los p¡1r1lculares. pero de ninguna 
manera, podía pretender censurar a la Administración. 

Y tan dificlles fueron siempre los Estados absolutos a someter a Ja 
autoridad judicial las relaciones en las que fuera parte la Administración, que 
únicamente con carácter excepcional, se admitió la competencia de la autoridad 
judicial en los litigios de naturaleza privada entre el Estado como sujeto de 
Derecho privado y los Individuos, litigios para los cuales reclamaba desde hacia 
tiempo la doctrina Olosóflca jus·naturalista, la sumisión a las formas ordinarias 
de juicio. 

Esta mentalidad refractaria a admitir una lnteñerencia del poder 
judicial en el enjuiciamiento del funcionamiento de la Administración estaba tan 
arraigada, que Ja propia Revolución Francesa no siguió Ideas distintas, y si buscó 
el garantizar polltlcamente la soberanía popular subvirtiendo las Instituciones 
constitucionales, no se cuidó en modo alguno de garantizar jurídicamente, frente 
a Ja Administración, las libertades clv!les que ella misma habla afirmado, las 
cuales permanecen reguladas, en cierto modo, como en el régimen absolutista. 
Cabe hacer mención que fue la Revolución Francesa la que Integró un sistema de 
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derecho como reacción al sistema despótico que caracterizó a la época. El triunfo 

se consolidó con el reconocimiento de los derechos Inherentes de la naturaleza 

humana, mismos que fueron el estandarte por el que pueblos como el nuestro 
desataron cruentas luchas para poder vivir una paz profunda y un respeto a la 

dignidad de la persona. Por otro lado, la división de poderes, con la rigidez con 

que se concebía en aquel tiempo y la poca confianza hacia los cuerpos judiciales 

heredada de los ordenamientos preccdeilles, constituían un impedimento p;1rn la 

Idea de una justicia administrativa de carácter jurisdiccional, tal como hoy la 

concebimos. De aquí las rigurosas prohibiciones Impuestas al poder judicial de 

Intervenir en la Administración. 

Por lo tanto, mientras no se admitió ningún recurso contra la 

Administración actuando con carácter público, ni ante la jurisdicción ordinaria 

ni ante las jurisdicciones' especiales, quedando solamente abierta para aquél que 

adujera una lesión de un derecho o un interés, la vía del recurso jerárquico ante 

la autoridad administrativa superior, quedaba reservada a las mismas autoridades 

administrativas, el conocimiento de aquellos litigios en los que la Administración 

fuera parte, aunque lo fuera como sujeto privado, viniendo a ser así la 

jurisdicción administrati\'a una función accesoria de la administración activa. 

En la lucha librada en Francia entre el poder real y los 

parlamentos, un arma frecuentemente utilizada por el soberano para rechazar 

los Intentos de injerencia de éstos, fue la de anular "De Son Propre Mouvement", 

los actos llevados a cabo por tales parlamentos en ocasión de ejercer sus 

funciones jurisdiccionales y que en cualquier forma pareciesen contrarios a su 
voluntad, y especialmente "Annuller" o "Casser" sus sentencias, cuando siendo 

contrarias a las ordenanzas, edictos y declaraciones reglas, debían considerarse. 

Solamente en la Epoca Napoleónica adquiere la justicia 

administrativa una propia individualidad frente a la Admlnlstraclón, ya que aún 

confiándose siempre al menos en las controversias de carácter público a órganos 

constituidos en el interior de lit propia Administración, lo fué también a órganos 

colegiados de nueva creación, distintos de los órganos burocráticos a los que se 

confiaba la Administración activa, reconociendo también a alguno de éstos 

(como ejemplo, a los Consejos de Prefectura) carácter jurisdiccional. 
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Esta situación era Inconveniente para el particular, por lo cual en 
el año de 1799, se crearon los Consejos de Prefectura, los cuales tenlan ciertas 
funciones jurlsdicclonales, siendo éstos todavía órganos de administración. la 

competencia para los Consejos de Prefectura, estaba Integrada principalmente 
por las controversias en materia de impuestos directos, de obras públicas, y de 
dominio público. Posteriormente se creó el Consejo de Estado, también órgano 
administrativo con jurisdicción retenida, es decir, su única función era el 
asesoramiento. El Consejo de, Estado conocfa de las apelaciones contra todos los 
actos administrativos viciados por incompetencia o exceso de poder. A este 
órgano, a diferencia de los Consejos de Prefectura, cuyas decisiones eran 
verdaderas sentencias, no se le reconocfa carácter jurlsdlccional, por lo que 

emltfa simples dictámenes que ¡¡dquirían autoridad solamente cuando se haclan 
propios por el Jefe del Estado; por lo tanto, se trataba de jurisdicción IOdavia 
reservada al Jefe del Estado, como entonces se decía. Garcla de Enterria 
considera esta primera etapa de participación del Consejo de Estado como una 
jurisdicción retenida debido a su escaso poder de decisión e imperio frente al 
actuar de los órganos administrativos. Su Influencia podría ser simplemente 
Indirecta, por medio del asesorrunlemo y consejo. 

En ténnlnos del maestro Enterria, los Consejos de Prefectura tenian 
una jurisdicción delegada, aunque de alguna manera muy limitada, dado que 
tenían facultades jurisdiccionales en senUdo material al momento de su 
creaclón.3 Por virtud de una reforma llevada a cabo en 1953, los Consejos de 
Prefectura se transformaron en Tribunales Administrativos Regionales, como 
jurisdicción de primer grado. 

El Consejo de Estado cumpUa su función estableciendo proyectos de 
resoluciones en asuntos contenciosos (jurisdicción retenlda) que el Jefe del 
Estado dictaba en ejercicio de su competencia de órgano con plena jurisdicción. 
Era tal la función del Consejo, que el Jefe del Estado homologaba las resoluciones 
de dicho órgano, por lo cual el 24 de mayo de 1872, se consagró al régimen de 
jurisdicción delegada en donde el Consejo de Estado tenla una competencia 
propia para resolver problemas de la naturaleza contenciosa administrativa. 
Este fue quizá, el paso más Importante en el que se basa un sistema de justicia 

3 Garcla de Enterria, Eduardo y Tom:.S Ramón Fernandez, Curso de Derecho AdmJnJsrratJvo, 
Tomo J, Tercera Edición, Editorial Clvltas, S.A., Espa!la, 1982, p. 482. 
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fiscal y administrativa, ·siendo el órgano de la administración, juzgador 
independiente a éste y el gobernado, teniendo entre si una relación proyectiva, 
siendo la acción derivada de un derecho publico subjetivo, una verdadera 
instancia proyectiva o heterocompositiva.4 En 1953 se crean tribunales 
adm!nÍstratlvos de primer grado y se transforma el Consejo de Estado en un 
órgano de apelación. 

En lo que respecta al Consejo de Estado, es Importante mencionar 
que su función no sólo era jurisdiccional, sino que tenía parlicípación en 
actividades adm!n!stralivas y legislativas en forma de asesoramiento. Respecto a 
esta partlc!paclón, Sayagués Laso ha hecho !a siguiente consideración: 

"Como órgano de asesoramiento en materia !eg!slatlva, participan 
en la preparación de leyes, expresando su opinión sobre los 
proyectos que e! gobierno decide presentar al parlamento. En 
materia administrativa, opinan neces:1riamentc sobre los 
reglamentos de administración publica y ciertos otros decretos. 
Además tienen que dictaminar en las consultas que formulen los 
ministros y en determinados asuntos administrativos siendo su 
opinión a veces obligatoria" .s 

No obstante que el Consejo de Estado tenía jurisdicción 
administrativa, extendida al campo del funcionamiento y organización de los 
seivlclos públicos, así como la responsabilldad por el ejercicio en la prestación 
de los mismos, no se excluyó a los órganos judiciales del conocimiento sobre los 
asuntos de gestión privada del Estado y otros casos previstos expresamente.6 

La Administración, como parte material de algún litigio, podía ser 
sometida bajo dos jurisdicciones: !a primera era administrativa, la cual estaba 
controlada por el Consejo de Estado y la segunda era la judicial, la cual era 
controlada por la Corte de Casación. 

4 Brlsella Sierra, Humbtrto, Drm:ho Procesal, Tomo 11, Cárdenas Editares, México, pp. ZOO, 
205, 207 a Ja 210. 
S Sayagues Laso, Enrique, Trarado de Derecho Administrativo, Tomo 11, Tercera Edición. 
Anlta Areca de Sa)l"8ui!s La.so e tll¡os. Uruguay, 1974, p. 455 
6 llllll. 
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Se reconocía la competencia de los Tribunales ordinarios cuando se 
trataba de litigios sometidos a las leyes clvlles, aunque fuera parte la 
Administración (por ejemplo, cuestiones de propiedad), reconociéndose en esta 
materia al particular, un verdadero y propio derecho ejercltabfo contra la 
Administración, derecho que, en cambio, no se reconocla cuando el litigio 
versaba sobre actos administrativos de carácter público. En forma amplia 
podemos decir que los Tribunales Judiciales conocen asuntos propiamente de 
"gestión privada del Estado", 

0

es decir, cuando éste realiza actos que no tienen las 
características de autoritarios. 

3.- ITALIA. 

La legislación Napoleónica se reprodujo en Italia en la legislación 
del Reino Itálico. Con la Restauración, se intentó volver al sistema antiguo, tanto 
en el campo administrativo, como en el polltico y constitucional. Es por ello que 
las instituciones del contencioso administrativo de tipo francés, fueron abolidas 
en casi todas partes, (volviendo a dejar a merced de la Administración, la 
resolución de las controversias con los particulares), pero para volver a surgir, 
antes o después, ya que no se consideró posible renunciar al progreso que tales 
instituciones representaban. 

De tal modo, en el reino de Cerdella (único entre los Estados Italianos 
del que nos ocuparemos por haber sido su legislación la que más directamente 
Influyó sobre el Reino de Italia) con la reforma de 1824, se crearon los 
Tribunales del Contencioso Administrativo, constituidos en primer grado por los 
Consejos de Intendencia, con apelación al Tribunal de Cuentas. Se les atribuyó 
principalmente, el conocimiento de las controversias relativas a los Impuestos 
debidos al Estado y a las exacciones de cualquier género del Estado o de otras 
entidades públicas, los contratos de arrendamiento de bienes dominales, los 
contraeos de trabajo o de sumlnlstro de bienes suscritos por el Estado o por 
entidades públicas, la ejecución de las leyes catastrales, las usurpaciones de suelo 
vial, las obras que perjudicaran el libre curso de los rlos, el pago del sueldo de los 
empleados de la comunidad, asl como las que surgieran entre los Ayuntamientos 
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y sus exactores y las relativas a la responsabilidad de los admlnlstradores frente 
a los ·Ayuntamientos y las instituciones de caridad. 

El Tribunal de Cuentas, Integrado por Magistrados Inamovibles, 

además de conocer en apelación de las'declsiones de los Consejos de Intendencia, 

resolvla en primera Instancia sobre la responsabilidad de los contables reales y 
provinciales, dictando resoluciones definitivas con autoridad propia, 

Independiente dEtl Jefe de Estado. 

Se atribulan a la jurisdicción ordinaria, todas las cuestiones 

relativas a la propiedad, sucesión, etc., en las que estuviera interesado el erario 

público. 

Al Rey le estaba reservada la resolución de los conflictos entre los 

jueces ordinarios y los de Jo contencioso administrativo. 

Lo contencioso administrativo se reformó posterlonnente por la Ley 

Ratazzl del 30 de octubre de 1859, ajustándolo más exactamente al principio de 

atribuir a la jurisdicción ordinaria todas las controversias en las que la 

Administración comparecla en calidad de persona jurldlca sometida al Derecho 

Privado (cuestiones en materia de propiedad, sucesiones, validez e 

lnterpreraclón de los contratos que no fueran de suministros, etc.). En cuanto a 

las controversias en las que la Administración comparecla en calidad de persona 

de Derecho Público, la competencia se reservaba a la Administración activa 

cuando se trataba de reclamaciones basadas en Intereses lesionados por ~tos 

admlnlstratlvm discrecionales (y la reclamadón no asumla otra forma que la 'de 

recurso jerárquico: "jurisdicción graciosa" con arreglo a la terminologla 

entonces en uso), mientras que era competencia de la jurisdicción contenciosa 

administrativa (Jurisdicción administrativa ordinaria) cuando el particular 

aducla la violación de un derecho basado en una concreta y obligatoria nonna 

legal: administración reglada (en antltesls a la administración pura según la 

tennlnologla entonces usada). 

Los tribunales ordinarios de lo contencioso administrativo eran~ en 

primera Instancia, Jos Consejos de Gobierno y, en apelación el Consejo de Estado, 

a través de su sección de lo contencioso administrativo. 
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Tales órganos ejercían funciones jurisdiccionales, por lo que sus 
resoluciones tenlan los mismos efectos que las sentencias de los tribunales 
ordinarios. El Consejo de Estado aún siendo, a semejanza del Tribunal ~e Cuentas, 
Independiente de la Adnúnlstraclón y del Jefe del Estado, no estaba sin embargo 
Integrado por Magistrados inamovibles, a diferencia de aquél Tribunal. 

Con la unlficaclén del Reino de Italia, la legislación sarda con el 
sistema descrito, fue extendiéndose gradualmente a las provincias anexionadas, 
permaneciendo sustancialmente invariable hasta la gran reforma de 18&5. 

El sistema de lo contencioso administrativo representaba un 
Innegable progreso respecto al ordenamiento anterior, los órganos 
jurisdiccionales de lo contencioso eran distintos de los órganos de la 
Administración activa e Independientes de la misma, por lo menos en la esfera 
superior, por lo que no podía decirse ya que la Adnúnistraclón era Juez y parte, 
ya que se sometia a un verdadero y propio juicio en el que el particular podla 
esgrinúr sus argumentos ante el Juez correspondiente, resolviéndose tal juicio 
con una verdadera y propia sentencia, a la que también la Administración tenia 
que someterse. 

En ocasión de la gran reforma legislativa que debía llevar a cabo la 
unificación legislativa del Reino, se fue afianzando la corriente que reclamaba 
una reforma radical de la Ley del 59 y, en especial, la abolición del contencioso 
administrativo, que representaba, se decla, un Estado todavla retrasado, frente al 
sistema de jurisdicción única, a la que debían someterse todos los litigios sobre 
derechos, aunque estuviera interesada como parte la Adnúnistración Pública. 

Favorables a una reforma en tal sentido eran tanto el clima polltlco 
de la época, como las triunfantes corrientes liberales, que velan en la 
Jurisdicción única, una garantía mayor de los derechos privados frente a la 
Adnúnlstraclón que la que representaba el entonces vigente sistema, según el 
cual, los Jueces que tenían la núsión de garantizar tales derechos, venian a ser 
unos órganos de la Administración, aunque fueran distintos de la 
Administración activa. 
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Por otro lado; se sostenla que por tratarse de lltlglos por violación de 
derechos subjetivos, el lltlglo Iba ligado a la Interpretación y aplicación de una 
norma legal, de forma que la cuestión era esencialmente jurídica, debiendo por 
lo tanto resolverse en base a consideraciones de equidad o de interés público, por 
lo que se requerían Jueces que, como los de la jurisdicción ordinaria, estuvieran 
acostumbrados a resolver cuestiones de Derecho, en vez de Jueces preparados 
para cuestiones administrativas; era la Ilegalidad de la acción admlnlstratlva la 
que habla de juzgane y no su oportunidad o tonvenlencla. 

Añádase a ello, que se tenía el ejemplo de la legislación Belga de 
1831, inspirada precisamente en el principio de la jurisdicción única, que 
atribuía a la autoridad judicial el entender en todos los litigios en los que se 

. venlllasen cuestiones sobre violación de derechos, aún cuando estuviera 
Interesada la Adnúnlstraclón Pública. 

Y preclsamante inspirándose en la legislación Belga, según se 
desprende de los trabajos preparatorios de la ley, se llegó después de diversos 
proyectos y de una ponderada discusión parlamentaria, a la ley del 20 de marzo 

de 1865, con la que se abolló el contencioso administrativo y se adoptó el 
principio de la jurisdicción única. 

El articulo 1° de la ley de 1865, suprime los tribunales ordinarios de 
lo contencioso administrativo, declarando que los litigios que hasta entonces 
hablan sido competencia de los mismos, se transferían a la autoridad judicial 
ordinaria y a la autoridad administrativa, con arreglo a los criterios que se 
exponían en los al1kulos posteriores de la ley. 

Por lo tanto, se confiaron a la autoridad judicial las controversias en 
las que se ventilaron derechos subjetivos (derechos perfectos en cuanto que 
están basados en una norma legal concreta y vinculante). de forma que al propio 
tiempo que se respetaba la antedicha función de la autoridad judicial, se 
respetaba también por otro lado el principio de la división de poderes, ya que la 
autoridad judicial se limitaba a declarar la violación de un derecho perfecto 
vigente frente a la Administración a favor de un ciudadano y basado en una 
norma concreta y obligatoria, no pudiendo decirse que se Interfiriera en la 
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esfera de la Administración, teniendo en cuenta también los limites fijados a los 
poderes del Juez, como veremos a continuación. 

En efecto, estos poderes estaban fuertemente limitados, al menos en 
materia de Derecho Público, por el articulo 4° de la Ley de 1865, el cuál disponía: 
"SI la discusión versa acerca de un derecho que se considera lesionado por un 
acto de la autoridad administrativa, los tribunales se limitarán a conocer de los 
efectos de dicho acto en relación con el objeto deducido en juicio. El acto 
administrativo no podrá revocarse o modificarse sino por recurso ante las 
competentes autoridades administrativas, las cuales se ajustarán a la resolución 
de los tribunales en lo que se refiere al caso resuelto." Con ésto se salvaguarda el 
principio de la división de poderes y con ello la Independencia del poder 
ejecutivo frente al judicial, pero de ésto se hablará seguidamente. 

Por el contrario. se reservaba a la Administración actlva (articulo 
3° de la Ley) la competencia para actuar en aquellas materias en las que no se 
ventilaran derechos subjetivos, por lo que los actos de dicha autoridad no podian 
lesionar mas que simples intereses Individuales. 

En estas materias la Administración estaba en libertad de actuar 
discrecionalmente y la garantía de los posibles Interesados conslstia 
simplemente en las reclamaciones administrativas y, especialmente, en el 
recurso jerárquico. 

La Ley de 1865 representaba indudablemente un gran avance en 
relación con la legislación anterior, ya que ofrecla a los derechos Individuales 
frente a la Administración, la garanúa representada por la autoridad judicial, 
plenamente Independiente del poder ejecutivo, y el desarrollo de unos juicios 
formales ante los correspondientes tribunales, pero, por otra parte, el avance 
era todavía Insuficiente, ya que faltaba una Jurisdicción que entendiera de la 
lesión de los simples Intereses, materia que anteriormente era de competencia de 
lo contencioso admJnlstrativo y que después se atribuyó a la libre competencia 
de la Administración activa, con la única e Insuficiente garantía del recurso 

Jerárquico. 
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Ai\ádase a ésto el hecho de que la resolución de los conflictos de 

alrlbuclones (conflictos bastante numerosos, puesto que no era fácil detennlnar 

cuando se daba un derecho perfecto en vez de un simple Interés) estaba 

alrlbulda a un órgano administrativo, como el Consejo de Estado, atenuándose así 

la garan!la para el administrado, puesto que en deflnltlva la competencia de la 

autoridad Judicial dependla de la resolución de un órgano de la Admlnistraclón. 

Además, el conoclmlento del Juez ordinario no era pleno, ya que debía llmltarse a 

conocer de los efectos del acto lesivo, pudiendo resolver únicamente en atención 

a tales efectos, sin poder anular o modificar el propio acto, siendo de 

competencia de la autoridad administrativa tal anulación o modiflcaclón, de 

manera que frecuentemente la tutela de los derechos privados resultaba limitada 

e llusoria. 

Por ello, es fácil comprender que en los ai\os Inmediatos siguientes 

a la abolición de lo contencioso administrativo, adquiriera Importancia un 

movimiento doctrinal y parlamentario para complementar el sistema establecido 

por la Ley de 1865 con objeto de conseguir una mayor garantia del admlnlstrado 

frente a los actos de la Admlnistración. 

El primer paso se dló en materia de conflictos con la Ley de 31 de 

marzo de 1877, que representa el lógico coronamiento de la Ley de 1865, en 

cuanto perfeccionaba el sistema de unidad de jurisdicción en materia de 

confiictos de atribuciones, cuya resolución se confiaba a las Secciones Unidas del 

Tribunal de Casación de Roma, sin que la resolución sobre la competencia 

prejuzgara s.obre la cuestión por lo que se referia a la existencia del derecho y a 

la viabllldad de la acción. A la Administración se le concedía el plantear ante el 

Tribunal de Casación la cuestión relativa a la competencia de la autoridad judicial 

sin pasar por los grados ordinarios de la jurisdicción. 

Se atribula también a las Secciones Unidas, la función de juzgar 

sobre los recursos por Incompetencia o exceso de poder (defecto absoluto de 

jurisdicción) contra las sentencias de las jurisdicciones especiales. 

El segundo paso, todavía de mayor Importancia, se encaminó a dotar 

de una jurisdicción a las controversias que no tuvieran por objeto Ja violación de 

un derecho peñei:to, pero en las que se dirimiera la Ilegalidad de un acto 
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administrativo que lesionara simplemente un Interés de un ciudadano, 
cuestiones que, como ya hemos dicho, la Ley de 1865 dejaba a la libre 
competencia de la Administración. Se satisfizo con ello una aspiración de mayor 
justicia en la administración, en defensa de la cual se habían levantado 
autorizadas voces tanto en el Parlamento como fuera de él (la primera de ellas la 
de Sllvlo Spaventa). 

Después de los proyectos de Crlspl, Nlcotera y Depretls, a los que se 
reprochaba el crear una Jurisdicción encanúnada objetivamente a la realización 
de la legalidad administrativa. independientemente de la lesión de Intereses 
subjetivos (Idea concebible por la mentalidad de la época, para la cual una 
jurisdicción no podia tender sino a la tutela de Intereses subjetivos), se llega a la 

Ley del 31 de marzo de 1889. 

Con esta Ley se creaba un control exterior sobre la legalidad de los 
actos administrativos, aún cuando no hubiera lesión de un derecho perfecto, 
control que se atribula a una jurisdicción admlnlstratlva de nueva creación (la 
IV Sección del Consejo de Estado), dado que por la Inexistencia de un derecho 
perfecto que pudiera hacerse valer por el interesado, dicho control no podia 

atribuirse a la au torldad judicial ordinaria. 

El control se establecía con carácter general para los actos 
Uegítlmos. o sea, para aquellos respecto a los cuales se alegara un vicio de 
legitimidad en sentido estricto, ya que la Ley permitía el recurso contra todo acto 
viciado por violación de la Ley, Incompetencia o exceso de poder, 
estableciéndose, en cambio, con carácter excepcional, para los actos viciados por 
Inoportunidad, para los cuales era preciso un planteamiento sobre la 
oportunidad, consintiéndose este recurso sobre la oportunidad, sólo en los casos 

taxativamente establecidos. 

El control se desarrollaba bajo recurso del Interesado, en régimen 
contradictorio entre las distintas partes y con la garantla de un procedimiento 
jurisdiccional que concluia con una resolución que tenia toda la autoridad de la 

cosa juzgada . 
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El afio siguiente al de la creación de la IV Sección del Consejo de 
Estado, la reforma se completó con la creación de la correspondiente jurisdicción 
administrativa a nivel provincial, para los recursos contra los actos de las 
Administraciones Locales. En efecto, con la Ley de 1° de mayo de 1890, se creó 
en cada provincia, la Junta Provincial Administrativa, actuando 
jurlsdlcclonalmente con competencia limitada a los casos previstos por la Ley. 
En tales materias, las atribuciones de la Junta eran sustancialmente análogas a 
las de la IV Sección, tanto para la naturaleza del juicio como para la eficacia de la 
decisión. Se admitía la apelación al Consejo de Estado contra las resoluciones de 
la Junta. 

En los años siguientes, el sistema de Jurisdicción administrativa 
establecido por las leyes de 1889-1890, al lado de las grandes ventajas que ofrecía 
por baber completado el sistema creado por la ley de 1865 constituyendo una 
garantía efectiva para amplias categorías de Intereses no tutelados por esta 
última Ley, ofreció sin embargo no pocos defectos, especialmente de carácter 

práctico y procesal, por lo que después de varios proyectos parlamentarios, pudo 
llegane al fin en 1907, a una reelaboración de la materia con una serie de 
medidas legislativas, que se Inician con la Ley de 7 de marzo de 1907, creadora de 
una V Sección del Consejo de Estado, a la que se atribulan los recursos de 

oponlUl.ldad. 

Un posterior paso fue dado en 1923, con mejoras de detalle de 
naturaleza procesal, sobre todo con dos reformas fundamentales: la primera 
referente a la abolición de la cllstlnclón de competencia entre las dos secciones 
jurisdiccionales del Consejo de Estado, constituyendo ambas conjuntamente "el 
Consejo de Estado en sede jurisdiccional", al que se dirigen genéricamente los 
recursos, procediendo después el presidente a su distribución entre las dos 
secdnnes, ellmlnándose de esta forma todo conflicto entre ambas. La segunda 
reforma se refería a las relaciones entre la jurisdicción administrativa y la 
ordinaria, eliminando en gran parte los motivos de conflicto, ya que en las 
materias en las que era menos fácil la distinción teórica y práctica entre 
deiechos subjetivos y simples Intereses, por estar estrechamente compenetrado 
el Interés público con el derecho Individual, se establecía la competencia 
exclmiva de la jurisdicción administrativa, atribuyendo excepcionalmente a la 
misma, la potestad de juzgar también en materia de derechos perfectos. 
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Los últimos toques al sistema de justicia administrativa se dieron, 
aparte de Ja Ley de 8 de febrero de 1925, que contiene algunas modificaciones de 
detalle, con la norma contenida en el articulo 5° de la Ley Municipal y 
Provincial con la que se dio una más concreta regulación a la institución del 
recurso jerárquico, llenando una gran laguna del ordenamiento positivo, y con 
la creación de una tercera sección jurisdiccional (la VI) del Consejo de Estado. 

De tal manera, podemos concluir que entre 1824 y 1865, exlstla un 
fuerte predominio del peder Ejecutivo ante el Judicial, el cual se va modificando 
con el paso del tiempo ganando terreno el Judicial. Durante los años que corren 
de 1865 a 1877, podemos ver que en esta etapa faltaba una jurisdicción que 
entendiera de la lesión de simples intereses, ya que era necesario un contencioso 
de anulación de los actos Ilegales que no constituyeran violación de derechos 
peñectos. Finalmente, entre 1877 y 1925 se aprecia aparentemente el· 
predominio del poder Judicial ante el Administrativo, por lo que surgio en Italia 
un sistema de control administrativo tripartito, ya que estaba regulado por la 
administración activa (recurso jerárquico). por la administración pasiva 
(contencioso administrativo a través del "Consejo de Estado en sede 
jurisdiccional" con sus tres secciones) y por último la autoridad judicial (a través 
de sus tribunales) con lo cual se obtiene un sistema más equlilb:ado, P?r el cual 
se mantiene la legalidad administrativa, se otorgan garantías al administrado y 
se respeta al mismo tiempo la división de poderes. 

Inevitablemente, en el Estado moderno, un sistema de justicia 
administrativa representa un compromiso entre dos principios contrapuestos: 
por un lado, el principio de legalidad de la Administración y de garantfa de los 
administrados, que exige un control jurisdiccional de la actividad administrativa, 
ya que la autoridad judicial es la que ofrece una mayor seguridad de 
Independencia respecto al poder ejecutivo; por otro lado, el principio de la 
división de poderes el cual, por el contrario, exige que el poder Judicial no 
Interfiera en el ejercicio de la función administrativa por parte del poder 
ejecutivo. 
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los principales sistemas de los ordenamientos extranjeros, a 
semejanza del Italiano, se Inspiran en un compromiso entre estos dos principios 
fundamentales, con un predominio mayor o menor, de uno u otro principio. 

4.- MEXICO 

4.1.- JA COLONIA 

Debido a la Internación y posterior conquista en Ja América 
Continental e Insular por parte de los Españoles, las zonas por éstos dominadas, 
fueron consecuencia de la Implantación de la Institución politlca administrativa 
vigente en España. 

Serán los alcaldes, corregidores, alguaciles y el Ayuntamiento, las 
autoridades por las cuales se ejerce el gobierno de la época en que México ya 
estaba conquistado por el dominio Español. 

Uno de los principales Intereses de la Conquista, fue la gran fuente 
de Ingresos que ésta representarla para los conquistadores y para la Corona, 
razón por la cual Coriés reune a los caciques y seilores de Coyoacán para 
establecer Impuestos en favor de la Corona Española. 

Estos tributos en ocasiones fueron excesivos y ruinosos, razón por la 
cual tanto los Reyes de España como la propia Aucllencla (máximo órgano 
legislativo, polltlco, administrativo y judicial) Intentaron disminuir y relajar 
esas conductas desenfrenadas de ambición por parte de los encomenderos, para 
lo cual se creó un procedimiento de Impugnación del tributo. 

Ya en la Colonia, los recursos administrativos eran Interpuestos 
directamente ante el Virrey y tenían por objeto combatir los abusos fiscales. 
Durante este periodo. los recursos en materia fiscal iban dirigidos en especial a 
atacar aquellas resoluciones que no se ajustaban a Ja dlsposlclón Impositiva. 
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El Virrey, ya que habla recibido el escrito lmpugnatorio, daba 

órdenes a una comisión para que revisara la tasación hecha para que ésta diera 

su punto de vista y resolviera en deflnitlva. 7 

Siempre se le daba traslado de este recurso al encomendero, quien 

era la persona que determinaba y percibía los tributos en la Nueva Espai\a. La 

duración de este recurso era de aproximadamente un ai\o y medio. 

siguiente: 

El procedimiento es descrito por Alonso de Zorita de la manera 

"De pocos ailos a esta parte se ha usado y se usa que los 

encomenderos alegan y dicen que sus indios les pueden pagar más 

tributos que les paga, porque es mucha la gente: dase provisión 

para que los vayan a contar, y va la persona que la audiencia 

nombra, y el encomendero tiene modos y maneras ~ara que se 

nombre quien el quiere, y si no se nombra o no le contesta el 

nombrado, procura con los indios que le recusen y se los aconseja el 

voto por él ... acabada la cuenta del pueblo, traése a la audiencia y 

tásase, y acuden los indios a decir que la cuenta no está buena y a 

pedir que les desagravien, porque el tributo que les han impuesto es 

excesivo; dase traslado el encomendero, dura el pleito un año y 

medio, o más o menos ... "ª 

Con ésto se respetaba el derecho de audiencia a los indios, mismos 

que tenían un término probatorio para demostrar la injusticia de las cargas 

tributarias. 

El Virrey tenía plenas facultades para decidir sobre la procedencia 

de un recurso interpuesto como consecuencia de un abuso o exceso de la 

autoridad, pero en ocasiones era el propio Virrey, ei que acordaba tumario a un 

Magistrado para que éste resolviera el problema en forma definitiva. 

7 Sénchez León, Gregario, Derecho Fiscal Mexicano, Séptima. Edición, Cárdenas Editor y 
Distribuidor, México, 1986, p. 1 S 
8 Zorita, Alonso de, Breve y Sumarla Relación de los Señores de la Nueva España, Segunda 
Edición, UNAM, México, 1963, pp. 151y152. 
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Lo anterior es descrito por José Miranda de la siguiente manera: 

"La mayorla de las veces las au torldades superiores de la Colonia 
ponen en movimiento el aparato protector en respuesta a un 
requerimiento particular, la denuncia de un abuso o un exceso, por 
lnfonnaclón o por queja. SI la Información o la queja llegan al 
Virrey, éste puede tratar de hacer que desaparezca el agravio por la 

vla gubernativa, expidiendo una órden a las autoridades o 
particulares que lo cometan. Cuando el Virrey no estima oportuno 

emitir una orden que pueda poner fin al abuso, hace Intervenir a la 
justicia, mandando a algún magistrado. que se loforrne y resuelva 
según derecho.•9 

La potestad tributaria en América nació de un derecho derivado de 
la Bula "lnter caetera" de Alejandro VI en 1493, que otorgaba a los Reyes de 
Castilla, potestad amplia sobre las tierras conquistadas. 

Los tributos eran de varios tipos, unos de ellos eran de destino 
común para la Real Hacienda (tributos, alcabalas, almojarlfazgo, etc.), otros 
tenían un destino especial (diezmos eclech\stlcos, vacantes mayores, etc), y por 
último los que se consideraban ajenos a la Hacienda Real (fondo piadoso de 
California, Impuesto para el pulque, etc.) 

La función judicial que le correspondla a la Audiencia, era de 
órgano de apelación al conocer de Impugnaciones contra fallos de los 
gobernadores, corregidores y alcaldes, dictados en asuntos contenciosos, en tanto 
que en el ámbito administrativo conocla en su carácter de órgano de alzada de las 
resoluciones que en negocios de gobierno pronunciaba el Virrey. 

Ya en el cedulario de Vasco de Puga se describe la actuación de un 
procurador fiscal en la Audiencia de la Nueva Espalla, misma que defendla las 
causas de la Real Hacienda en los pleitos donde el fisco tenla carácter tanto de 
actor como de demandado. 

9 Miranda, José, El Tributo lndl¡¡ena en la Nueva Espa.lla Durante el siglo XVI, Colegio de 
Málco, Mélico, 1980, p. 2~5 
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La Audiencia se integraba de oidores, en donde el Virrey fungla 
como presidente de la Audiencia, pero sin tener voto en las cosas de justicia por 
no ser letrado. Los oidores funglan también como consejeros en materia de 
gobierno para el Virrey. 

En cuanto a la administración hacendarla, el Virrey era 
superintendente general de la Real Hacienda y por ende debía vigilar su buena 
administración. 

En 1542 se establece como la máxima autoridad política, 
administrativa, legislativa y judicial de la Nueva Espafla, al Consejo Real y 
Supremo de Indias. Tenla facultad para exlgir responsabilidad a funcionarios 
tales corno oidores, alcaldes, fiscales y gobernadores, por medio del juicio de 
residencia, pudiendo resultar pena corporal o simple destitución de cargo, casos 
en los cuales debía solicitar la consulta del Rey, por ser éstos altos funcionarios. 
También tenia facultades para dirimir controversias sobre invasión de 

competencia entre la Justicia secular y ecleclástica. Actuaba como tribunal de 
alzada en pleitos donde la Casa de Contratación de Sevilla (ésta tenia facultades 
jurisdiccionales, legislativas y judiciales en materia de comercio entre Espada y 
las Colonias) hubiese sentenciado y como órgano administrativo de designación 
en materia hacendaria. Aquí, designaban ministros y oficiales que recaudaban 
y estudiaban la riqueza de la Real Hacienda. 

El Consejo contaba con un fiscal que además de valer en el ámbito 
administrativo como representante legal del Estado, tenía la misma función en el 
ámbito jurisdiccional. El fiscal no sólo tenía facultades de vigilar el buen 
despacho de los asuntos tocantes al fisco en diversos litigios fiscales, sino 
también en aquellos en donde resolviera la Casa de Contratación de Sevilla y se 
vieran afectados los intereses de la Real Hacienda. 

Por último, cabe mencionar que en 1786 el Virrey Bucarell expidió 
la real ordenanza para el establecimiento e Instrucciones de intendentes de 
"Ejército y Provincia en el Reino de la Nueva Espafla", por lo que se cambia la 
estructura polltlca administrativa entonces imperante, pues ahora estos 
intendentes conocerán de causas de justicia, policía, hacienda y guerra. En el 
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aspecto hacendario, depehdlan del Presidente de la Junta Superior de la Real 

Hacienda, tribunal de alzada en materia tributarla, pues éste tenla también el 
cargo de superintendente subdelegado de la Real Hacienda. Los 

superintendentes tienen atribuciones· en primera Instancia de jurisdicción 
contenciosa. 

4.2.· EPOCA INDEPENDIENTE HASl'A LA CONSfnUCION DE 1917. 

Ya en la etapa preliminar a la Independencia de México, podía 

notarse claramente que una de las preocupaciones más Importantes para Hidalgo 

fue atacar la opresión económica a que estaban suje.tos .los naturales por parte 

del gobierno Espallol: el cual mediante Impuestos, derechos, alcabalas, diezmos y 

demás contribuciones, dejaban la econonúa del contribuyente en condiciones de 

cuasi subsistencia. Y por su parte, José Maria Morelos y Pavón, propone en su 

obra titulada "Los Sentimientos de la Nación", que la carga crlbutaria sea de un 
cinco porclento sobre la ganancia o utilidad de cada sujeto. 

Es conveniente mencionar que en la Constitución de Cádlz, misma 

que estuvo vigente en México a lo largo del movimiento Independiente, se 

estableció la creación del Consejo de Estado y en la que no se señála proceso 

contencioso administrativo alguno, Invocando dentro de su estructura aquél 

principio francés que Instituye la división de poderes, mediante la prohibición 

expresa de que autoridad a la que no le corresponda el manejo de la hacienda 

pública, no podrá Intervenir en la misma. 

Esto trasciende al campo de lo jurisdiccional, siendo que aún y 

cuando el trasfondo es político, el efecto tiene Incidencia en el campo jurídico 

donde aparentemente el particular no podrá hacer valer derecho público 

subjetivo alguno, con lo cual se pone en duda la existencia de éste al no poder ser 

sometido a contienda jurisdiccional, pareciendo ser que por esta razón el sujeto 
pasivo de la relación crlbutarla tenla exclusivamente "expectativas de derecho". 

Sin embargo, ya a finales de 1812, las Cortes Generales y 

Extraordinarias expiden el reglamento de las Audiencias y Juzgados de la 
Hacienda Pública, con lo cual la aplicación del principio de división de poderes 
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contenido en la Constitución de Cádlz debe entenderse que su alcance se limita a . 
la esfera administrativa. 

En la Constitución de Apatzlngán, se establece un ~lstema de 
Intendencias que admlnlstrarAn la hacienda públlca, encarnadas por sujetos que 
además de la función de administración del erario público, podlan lmpartlr 
justicia sobre los motivos tributarlos que se suscitaban ante ellos, mediante la 
apllcaclón de las normas ·preestablecidas en la Antigua Ordenanza de 
Intendentes. 

Consumada la Independencia en 1823, se estableció durante el 
Imperio de lturblde, la Junta Nacional Instituyente, misma que en su carácter de 
órgano leglslatlvo supremo, aprueba un reglamento político provisional, en el 
cual se dispone la continuidad de los Juzgados de Hacienda, mismos que 
desaparecerán con la promulgación de la Constitución de 1824. 

Ya en el Acta Constitutiva y de Reforma de 1824, se plasma la 
Influencia de Mariano Otero, para Instituir el Amparo como una garantla 
constitucional, y es a través de éste como el gobernado se defenderá en 
!numerables ocasiones del Poder Ejecutivo teniendo asi, función de contencioso 
administrativo, real y como actualmente lo sigue conservando. 

En 1835, con las Bases Constitucionales se prevé la existencia de una 
ley que Instituirá un tribunal de revisión de cuentas que resolverá cuestiones 
Instadas en el ramo contencioso administrativo., 

En 1843, con las Bases de Organización Pública de la República 

Mexicana, se declara la subsistencia de los Juzgados de Hacienda que habian sido 
creados por las Siete Leyes, para conocer del contencioso administrativo. 

Santa Anna en 1853, expide las· Bases para la Administración de la 
Repúbllca, creando dentro del Consejo de Estado, una sección de lo contencioso 
administrativo, Instituyéndose así el primer tribunal contencioso administrativo 
en la historia de México dentro de la órbita del ejecutivo, ésto en mérito del 
connotado jurista Don Teodoclo. Lares, Influido por la corriente francesa que 

predominaba. 
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Hay que hacer breve mención al hecho de la existencia de la Ley 

Orgánica de los Jueces y Tribunales de Hacienda, en donde se preveé que el poder 
judicial conocerá también en ciertas· ramas del contencioso administrativo, 

coexistiendo este sistema judiciallsta con el formalmente administrativo de 
jurisdicción retenida. 

En 1854, al triunfo de la Revolución de Ayutla, se expide el Estatuto 

Orgánico Provisional, en donde se reconoce vigencia a la Ley Juárez, mlsma que 
suprime la existencia de los tribunales especiales. 

En la Constitución federal de 1857, se desprende de su texto que la 
organización judicial podrá conocer de diversas causas sin dlstlngulr 

expresamente sobre si la causa es admlnlstratlva o meramente civil. 

Con el Imperio de Maxlmlllano en 1864, se crea un Consejo de EstadÓ 

que dentro de sus atribuciones está la de formar un tribunal de lo contencioso 
administrativo. 

Por otro lado, dentro de la Ordenanza General de Aduanas Marítimas 

y Fronterizas del 28 de enero de 1885, existió un recurso de revisión contra las 

resoluciones pronunciadas por los administradores de aduanas. Este recurso 

podía ser Interpuesto por el particular ante la Secretaría de Hacienda o en el 

Juzgado de Distrito competente, a elección del Interesado. 

4.3.· ETAPA REVOLUCIONARIA 

No es lógico aceptar que los regímenes absolutistas de las épocas 
precolombina y colonial, hubiesen establecido recursos administrativos para 

obtener la anulación de los actos de las autoridades que los representaban. Los 

recursos admlDJstratlvos en México empiezan a tomar fuerza a partir de la 

Revolución Mexicana. 

Diversas leyes fiscales fueron expedidas con posterioridad a la 

promulgación de la Constitución de 1917. Dichas leyes pueden ser consideradas 
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como los antecedentes lrunedlatos de los actuales recursos administrativos. Entre 

ellas sobresalen las slll'úlentes: 

la Ley para la Callllcaclón de las Infracciones a las Leyes Fiscales y 
la Aplicación de las Penas, expedida en 1929, la cual crea el Jurado de Penas 
Fiscales, cuyas resoluciones eran recurribles ante la Secretaría de Hacienda. 

El Reglamento de. la Ley para la Recaudación de los Impuestos Sobre 
Sueldos, Salarios, Emolumentos, Honorarios y Utilidades de las Sociedades y 
Empresas, del 21 de febrero de 1924, que Instituye un recurso administrativo ante 
la Junta Revisora. 

la Ley del Impuesto sobre la Renta de 1925, preveía un recurso 
contra las resoluciones emitidas por las Juntas Callflcadoras. 

la Ley de Organización del Servicio de Justicia en Materia Fiscal 
para el Departamento del Distrito Federal, que Instauró en 1929 el Jurado de 
Revocación para conocer de las Inconformidades de los particulares contra 
resoluciones dictadas en materia tributarla por las autoridades del Distrito 
Federal.10 

Por otro lado, es hasta la lnlclaclón de la vigencia de la Ley de la 

Tesoreria de la Federación del 10 de febrero de 1926, que en el capitulo 5° 
contemplaba el recurso de oposición, cuando volvemos a encontrar otro 
antecedente Importante de nuestra justicia fiscal. 

Este juicio sumarlo de oposición era un medio de defensa especial 
que se lnterponla ante el Juzgado de Distrito de la jurisdicción del opositor, 
dentro de los 30 d!as siguientes a aquél en que se hubiere otorgado la garanúa 
del Interés fiscal, y versaba sobre la oposición promovida en contra del 
procedimiento económico coactivo que para hacer efectivos los créditos fiscales 

estaba facultada a realizar la Tesorería. 

10 Annlenta Hemández, Gonzalo, Tratado Teórico Práctico de los Recursos Admlnlsrratlvos, 
Segunda Edición, Editorial Porrúa, S.A., México, 1992, pp. 50 y SI 
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El recurso en co~ento, según el articulo 32 de la Ley de la Tesorería 

de la Federación, procedía cuando se demandaba de la autoridad judicial la 

declaración de que la persona afectada no era deudora del crédito, ni tenla 

respoi:isabllldad exigible, el crédito . era Inexistente, se había extinguido 

legalmerue, o bien el monto del mismo era Inferior al exlgldo.11 

Es pues, a través de este recurso, como el gobernado podía 

defenderse en esa época, de los actos de la autoridad hacendarla que causaran un 
perjuicio en su patrimonio. 

Sobre el particular, podemos decir que se dan dos aspectos muy 

Importantes: 

a).· Procedencia limitada del recurso. 

b).· Es el antecedente de nuestro actual recurso de oposición al 

procedimiento económico coactivo. 

Por lo que se refiere al primer aspecto, cabe mencionar que el 

recurso de oposición solo procedía en los casos antes mencionados, y siempre y 

cuando se hubiere garantizado en tiempo el crédito fiscal relativo. 

En cuanto a que constituye el antecedente directo del recurso de 

oposición al procedimiento ejecutivo que se contempla en el Código Fiscal de la 

Federación vigente, es Importante hacer notar que el articulo 32 de la Ley de la 

Tesorería de la Federación de 1926 es muy similar a la fracción 1 del numeral 118 

del Código Fiscal de la Federación en vigor. 

Desde esa época, y en el caso concreto de la Ley de la Tesorería de la 

Federación, encontramos la supletorledad del Código Federal de Procedimientos 

Civiles; esto es, la sustanciación del recurso de oposición establecido en la ley 

antes mencionada se sujetaba a las reglas del juicio sumarlo previsto por el 

Código Federal de Procedimientos Civiles, estableciéndose además ciertas reglas 

especiales para la correcta tramitación del mismo. 

11 Armlenta Hemindez, Oonzalo, EJ Proceso Tributarlo en el Derecho Mexicano, Primera 
Edición, Textos Universitarios, S.A., Mblco, 1977, p. 80 
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En el recurso de oposición contemplado en la Ley de la Tesorería de 
la Federación encontramos una de las características principales de nuestra 
actual justicia fiscal. 

En efecto, para poder Interponer dicho recurso, era requisito 
Indispensable que previamente se asegurara el Interés fiscal, ya que sin ésto, el 
recurso en comento era decl~ado Improcedente. 

El recurso de oposición se encuentra también en la Ley Orgánica de 
la Tesorería de la Federación del 30 de diciembre de 1932, que a su vez había 
abrogado la ley en la cual se estableció por vez primera el recurso de 
oposlclón.12 

Ahora bien, no obstante que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación dio un gran respaldo al recurso de oposición, resolviendo que el Juicio de 
Amparo era Improcedente cuando el particular gozaba de un recurso ordinario 
de defensa, muy pronto se observó que éste no era el camino Indicado para 
resolver las controversias entre la Hacienda Pública Mexicana y el 
contribuyente, porque era un juicio que al contrarío de lo que se pensó en el 

momento de su creación, era rnuy tardado y deficiente, lo anterior aunado a que 
el contribuyente una vez que otorgaba la garantía del Interés fiscal, perdía 
Interés en continuar el juicio, el cual envejecía por falta de promoción. 

Así las cosas, al entrar en vigor la Ley de Justicia Fiscal del 27 de 
agosto de 1936, fueron abrogados todos los preceptos que regulaban este 
procedimiento sui-generls de la Ley Orgánica de la Tesorerla de la Federación de 
1932. 

Durante el período del Presidente Lázaro Cárdenas, y mediante la 
expedición de la Ley de Justicia Fiscal, es cuando aparece en México por primera 
vez la institución del Tribunal Fiscal de la Federación, surgiendo éste como un 
órgano formalmente administrativo que viene a ejercer funciones de naturaleza 

jurisdiccional. 

12 ll!lsL. 
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Cabe mencionar que la Importancia de esta ley como antecedente de 
n1:1estra justicia fiscal, no estriba sobre las cuestiones que sobre procedimientos 
y recursos trata, sino que es en ella donde aparece por vez primera en nuestro 

sistema jurídico, lo que hoy conocemos como el Tribunal Fiscal de la Federación. 

A diferencia de la Ley de Justicia Fiscal de 193 7, el legislador al 
expedir el Código Fiscal de la Federación de 30 de diciembre de 1938, creó un 

ordenamiento que aunque en forma lúbrlda ya contenía normas tributarlas de 
carácter material, además de las de naturaleza procedimental. 

Este primer Código Fiscal de la Fed~raclón, Incluyó un título 

denominado "De la Fase Contenciosa del Procedlmlento Tributarlo"', y ello todas las 

normas necesarias para la detemúnadón de los Impuestos, derechos, productos y 

aprovechamientos, determinación del sujeto deudor de un crédito fiscal, con 

todas las normas para el nacimiento, exlglbllldad, extinción de los créditos 
fiscales; la fase ollciosa del procedimiento tributarlo, las infracciones, los edictos 

y, finalmente, de las Investigaciones fiscales. 

El Código Fiscal de 1938, que entró en vigor en enero del siguiente 

afto, ya establecía la regla de que "cuando las leyes o reglamentos no establezcan 

expresamente algún recurso administrativo, será Improcedente cualquier 

Instancia de reconslderaclón en la vía administrativa ... •, lo que aunado a la 

circunstancia de que no se hubiera regulado ningún recurso para objetar las 
resoluciones que fincaban créditos fiscales, ocasionó que se consideraran 

Improcedentes la mayoría de los casos en que los particulares Intentaban 

defensas contra acros de las autoridades fiscales en la vía administrativa. debido a 

que en la mayoría de los casos los actos impugnados hablan determinado ~réditos 

fiscales. 

Esta situación se subsanó al Incluirse el recurso de revocación en el 

Código Fiscal de la Federación de 1967, que desde entonces constituye uno de los 
más Importantes recursos admlnlstratlvos en materia fiscal. B Código Fiscal de la 

Federación de 1967, fue promulgado por el Seilor Presidente Don Gustavo D!az 

Ordaz. A través de este Códlgo, se busca principalmente mejoi:ar o ampliar los 
conceptos del primer Código e Incluir en él muchas normas que estaban en 
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diversas leyes tributarlas, aspecto que sin duda alguna fue muy positivo para la 
materia fiscal en 11uestro pais. 

Otro aspecto de gran relevancia introducida por el nuevo Código 
Fiscal fue el de que la fracción V del antiguo Código desapareció. al 
transformarse el medio de defensa concedido contra el procedimie1no 
administrativo de ejecución . ante el Tribunal Fiscal, en un recurso 
administrativo regulado por los articulos 158, 160 y 162 del Código de 1967, 

quedando reservado para el Tribunal exclusivamente el Incidente sobre la 
negativa de suspensión del procedimiento de ejcrnción o el rechazo a la garantia 
ofrecida, tal y como es actualmente. 

De esta manera vemos como, en México, la presencia de los recursos 
administrativos realmente no es reciente. Cabe resaltar, por último, que los 
recursos administrativos se Incrementaron en forma importante a partir del 
sexenio del Presidente Luis Echeverría Alvarcz, ya que la ma;·oria de las leyes 
administratl\•as que fueron expedidas en aquél tiempo, contienen, por lo 
general, un capitulo correpondiente a los recursos administratiwi~. 



- 32 -

CAPITULO U 

LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

1.- CONCEPTO DE RECURSO ADMINISTRATIVO 

2.- PRINCIPIOS DEL RECURSO ADMINISTRATIVO 

3.- NATURALEZA DEL RECURSO ADMINISTRATIVO 

3.1.- EL RECURSO ADMINISTRATIVO COMO PRERROGATIVA DE !A AUTORIDAD 

3.2.- EL RECURSO ADMINISTRATIVO COMO ACTO O COMO DERECHO 

3.3.- OBJETO DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

4.- C!ASIF!CACION DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

S.- CARACTERES DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

6.- ELEMENTOS DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 
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As! como los particulares tienen el deber de cumplir con las 
obligaciones que les marca la ley, las autoridades tienen el deber de ejercer las 

facultades que las mismas leyes les otorgan para vermcar y ·exigir el 
cumpllmlento de aquellas obligaciones; pero al ejercer estas facultades deberán 

apegarse a Derecho, es decir, siguiendo las formalidades procesales que 
establecen las leyes para garantizar los derechos fundamentales. 

De este modo, el Derecho no sólo debe establecer de manera clara 

cuales son los derechos y obligaciones de los particulares, sino también las 

facultades de las autorl~ades, as! como los proced!n:itentos y las oportunidades 
procesales a que unos y otras deben cei'llr su actuación. Y· si al pretender esto 

último la autoridad no se apega a sus facultades en la forma en que le fueron 

conferidas, o parte de hechos falsos o Inexactos, o viola el procedimiento 

legalmente establecido para amparar las defensas de los gobernados, u omite 

requisitos formales, o Interpreta Indebidamente las normas, o no aplica las 

debidas, o actúa e.xtemporáneamente, etc., el propio Derecho debe establecer y 

establece los medios de defensa que el particular puede hacer valer para 

preservar sus derechos y para que la autoridad corrija su actuación, 

restableciéndose así el orden jurídico. 

En efecto, los administrados tienen derecho a la legalidad de los 

actos de la Administración que se sujete en su funcionamiento a las normas 

legales establecidas al efecto, y que, en consecuencia, los actos que realice se 

verifiquen por los órganos competentes, de acuerdo con las formalidades legales, 
por los motivos que fijen las leyes, con el contenido que éstas sellalen y 

persiguiendo el fin que las mismas Indiquen. Es decir, el derecho a la legalidad se 

descompone en una serle de derechos, como lo son el derecho a la competencia, 
el derecho a la forma, el derecho al motivo, el derecho al objeto y el derecho al 
fin prescrito por la Ley.13 · 

Tales derechos del administrado necesitan ser protegidos en forma 
de dar a su titular los medios legales para obtener la reparación debida en caso de 

13 Fr;q¡a, Gablno, Derecho Admlnlsrratlvo, Vlgeslmosexta Edición, Editorial Porrúa, S.A., 
México, 1987, p. 435. 
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violación, es decir, para lograr el retiro, la reforma o la anulación del acto 
lesivo. 

El último momento del proceso en el ámbito de la Administración, es 

decir, antes de tener que recurrir a los tribunales establecidos, sean 

administrativos o judiciales, permite hacer efectivas las garantias de audiencia y 

de iegaildad en forma ágil y económica, mediante los recursos 

administrativos. De ésto Y. de la oportunidad que dan a las autoridades de 

conocer y corregir sus faltas oportunamente, deviene la importancia que tienen 

estos medios de administración de justicia. 

l.- CONCEPTO DE RECURSO ADMINISTRATIVO. 

Se empezará por senaiar que recurso significa etimológicamente: 

'"volver al curso de un procedimiento". lo cual como acert.1d.1mcnte lo ha 

senalado el m.1estro Ignacio Burgoa Orihueia en su tratado sobre el Juicio de 

Amparo, nada nos dice para comprender el concepto de recurso. 

Según cita Juan José González Bustamante. el término recurso 

proviene del \'OCabio ltafümo '"Ricorsi" que quiere decir '"\'ol\·er a tomar 

curso'".14 

Resulta necesario comprender el concepto genenco de recurso. 

para posteriormente entrar al estudio del concepto especifico de recurso 

administrativo. 

El maestro Eduardo Pallares al hablar de los recursos manifiesta: 

'"Son los medios que concede la ley a la parte. o al tercero que son agraviados por 

una resolución judicial. para obtener su revocación o modificación por el propio 

funcionario que dictó la resolución o por un tribunal superior" .1 s 

14 González Bustamante, Juan jasé, Principios de Derecho Procesal MexicJno, Tercera 
Edición. Editorial Porrua, S.A .. México, 1959, p. 264. 
15 Pallares, Eduardo, DlcclonarJo de Derecho Procesal Civil, Segunda E:::llclón, Editorial 
Porrua, S.A., México, p. 577. 
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Por su parte, Héctor Jorge Escola señala lo siguiente: "Recurrir es, 
en sentido general, acudir ante un juez u otra autoridad, con alguna demanda o 
petición, para que sea resuelta; es también acogerse al favor de alguien o 

emplear medios no comunes para el logro de una flnalldad. En conclusión, pues, 

puede afirmarse que el recurso es el medio por el cual las panes pueden 

promover el control de legalidad de la sentencia de un juez o de la resolución de 
una autoridad cualquiera, siendo esa acción un elemento integrante del derecho 
de defensa que conslltucionalmente les corresponde",16 

Agustín A. Gordillo refiere que los recursos en sentido amplio son: 

" ... Todos los remedios o medios de protección al alcance del administrado para 
Impugnar los actos y hechos administrativos !legftlrnos, y en general para 

defender sus derechos respecto de la Administración Públlca."17 

Gonzalo Arnúenta Hernández, en su obra Tratado Teórico PrJcdc:o de 

los Recursos Adminísrr;ICíl'Os, señala lo siguiente: "Eslimo que el recurso es el 

medio por excelencia con que cuenta el particular para impugnar los actos tanto 
de la autoridad administrativa como de la jurlsdlcclonal, con el cual debe contar 

todo pals que se considere democrático. Por lo anterior me atrevo a afirmar que 

un Estado que no tenga una adecuada normativldad referente a los recursos. será 

Indudablemente un régimen totalitario, pues uno de los elementos 

fundamentales para la existencia de una verdadera democracia es el adecuado 
control de sus órganos decisorios, lo cual sólo se puede lograr medlante este 

Instrumento Jurídico de lmpugnaclón.'' 18 

Así, y aplicando este concepto de recurso a la justicia 

administrativa, podemos afirmar que el recurso administrativo es el medio más 

conveniente de defensa del panicular para obligar a la Administración a 
modificar o restablecer la situación administrativa legal, esto es, un medio 

jurídico para poner en marcha el control de la Admlnlstración. 

16 Escala, Héctor Jorge, Tratado Teórica Práctico de Jos Recursos Admln/stratJvos, Ediciones 
de Palma, Buenos Aires, 1967, p. 209. 
17 Gordillo, Agustín A., Procedimiento y Recursos Admln/strot/vos, Jorge Atvarez Editor. 
Buenos Aires, 1964, p.87. 
18 Armlenta Hemández, Gonzalo, Tratado Teórico Práctico de los Recursos Admln/scrat/vos, 
Segunda Edición, Editorial Porrúa, S.A., México, 1992, p. 54 . 
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Los recursos administrativos se desenvuelven en el marco propio de 
la Admlnlstrnclón Pública que tiene el deber de esforzarse para que se mantenga 

el orden de legalidad, procurando que no se quebranten los principios jurídicos 
del orden adntlnistratlvo. 

Los estudiosos del Derecho han estimado en forma generalmente 

unánime que los recursos administrativos deben reglamentarse en los 
ordenamientos legales corr,espondlentes, considerando que en no pocas 

ocasiones los funcionarios de la Administración Públlca proceden 
Irregularmente emitiendo actos que pueden y deben ser revisados por ellos 

mismos; asi, el autor mexicano de Derecho Administrativo, Don Andrés Serra 

Rojas, e¡¡presa que "los recursos administrativos se fundan en el derecho que 

tiene la Administración para mantener el contror de la Jerarquía administrativa 

a través del cumpllmlento de la ley. El recurso administrativo es un medio en la 

propia Administración, de carácter eminentemente administrativo y no de 
naturaleza jurisdiccional y sin ninguna intervención de autoridades judiciales o 

de controles legislativos. La Idea de este recurso se basa en la fallbllldad 

humana, pues es propio de los seres humanos cometer errores y éstos obedecen a 

causas muy diversas que provocan perjulclos tanto al particuh1r agraviado como 

al Interés general en los casos que señalaremos."19 

Abunda diciendo el maestro Serra Rojas. definiendo al recurso 

administrativo como: "Una defensa legal que tiene el particular afectado para 

Impugnar un acto administrativo ante la propia autoridad que lo dictó, el 
superior jerárquico u otro órgano administrativo, para que lo revoque, anule o 

lo reforme una vez comprobada la Ilegalidad o Inoportunidad del acto."20 · 

Emilio Margaln Manautou dice que: " ... es todo medio de defensa al 
alcance de los particulares, para Impugnar ante la Administración Pública, los 

actos y resoluciones por ella dictados en perjuicio de los propios particulares, 

por violación al ordenamiento aplicado, o falta de apllcadón de la disposición 

19 Serra Rojas, Andrés, Derecho Admlnlscraclvo, Oeclmasegunda Edición, Segundo Tomo, 
Editorial Porrúa, S.A., México, 1983, p. 552. 
20 ll!1s!., p. 555. 
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deblda ... "21. Con ésto, dicho tratadista conceptúa el recurso como una verdadera 

pugna que la propia autoridad emisora dcl acto debe resolver, procediendo sólo 
en los casos en que el particular considere que el acto viole la ley o se aplique 
Indebidamente. 

El recurso administrativo constituye un medio legal de que dispone 
el particular, afectado en sus derechos o Intereses por un acto administrativo 

determinado, para obtener en los términos legales, de la autoridad administrativa 

una revisión del propio acto, a fin de que dicha autoridad lo revoque, lo anule o 
lo reforme en caso de encontrar comprobada la Ilegalidad o la Inoportunidad del 
mlsmo.22 

Como ~puede apreciar, los dlstintos tratadistas de una u otra forma, 

ubican al recurso administrativo como un medio de defensa en contra de actos 

arbitrarios de autoridad, conceptuándolo como una Instancia del procedimiento 

administrativo. Así mismo coinciden al sei\alar que el recurso administrativo 
constituye un medio legal de impugnación dentro de la esfera administrativa, a 

travcs del cual el gobernado afectado puede oponerse a un acto o a una 

resolución de carácter administrativo, que se tramita ante la misma autoridad 

que emitió el acto o la resolución o ante otra jerárquicamente superior. 

A diferencia de otros medios de autocontrol de la Administración, los 

recursos administrativos presuponen una Instancia de Justicia o excitativa de 

legalidad por existir un litigio entre el sujeto actlvante y la Administración 
Pública (un órgano activo del Estado). esta última Implicada en el conflicto de 

Intereses por exteriorizar su voluntad con credibilidad de apego a la Ley. 

Para González Pérez, el recurso administrativo puede d~flnlrse 
"como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano de ese 
carácter".23 

21 Margaln Manautou, Emlllo, Introducción al Estudio del Derecho Tributar/o Mexlc11110, 
Oi:tavaEdlclón, Universidad Autónoma de San Luis Potosi, México, 1985, p.162. 
22 Fraga,~ 
23 Gonzalez Pérez, jesús, tos Recursos Administrativos, Primera Edición, Editorial E.l.S.A., 
Madrid, 1960, p.471 
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No por sintética deja esta definición de presentar al intérprete todas 
las características diferenciales del recurso administrativo, que pueden 
circunscribirse a las siguientes: 

a) Impugnación, o sea, observación de un acto anterior, con el 
propósito de que, mediante un nuevo procedimiento, la Administración se 
pronuncie sobre su modificación, revocación, o anulación. 

bl Dirigida contra un acto administrativo, e.xciuyéndose así aquellos 
procedimientos que tienen por finalidad otros efectos distintos. 

c) Deducida ante un órgano de la Administración, o sea, pianteadn 
en vía administrativa, Incluso ante el núsmo órgano que dictó el acto impugnado, 
tal y como se verá más adelante. 

En general, todas las definiciones coinciden con las que hemos 
exanúnado, destacando como elementos diferenciales del recurso administrativo 
los siguientes: l) Impugnación; 2) de un acto administrativo; 3) cumplida en vía 
administrativa; 4) con el objeto de que se confirme, anule, modifique o revoque 
el acto impugnado. 

Es pues el recurso administrativo una forma de solucionar un 
conflicto, donde una de las partes es, a su vez, el órgano público encargado de 
dirimirlo. Por ésta razón, y en vista de culminar en múltiples ocasiones en una 
solución parcial de un litigio, esta forma de autocontrol debe ser considerada 
como una forma de autodefensa, ya que la resolución vínculativa depende en 
fonna subjetiva de la volun!ad de una de las partes del litigio. 

2.- PRINCIPIOS DEL RECURSO ADMINISTRATIVO. 

La existencia y tramitación de estos medios de defensa están sujetas 
a una serie de principios que lnfonnan sobre su procedimiento, y que de una u 
otra forma el legislador debe Incluir al establecer los recursos: 
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l. Principio" de legalidad objetiva.- Además "de procurar la 
protección de los intereses de los administrados, se pretende mantener el empleo 
de la legalidad y Justicia en el funcionamiento de la Admlnlstración. 

2. Principio de oficialidad.· Independientemente de que el 
procedimiento sólo se puede lnklar a petición de parte, su impulsión es de oficio, 
ya que no sólo se pretende satisfacer un Interés lndlvldual sino también un 
Interés colectivo, consistente en la actuación legal de Ja Administración. 

3. Principio de la verdad material.· La autoridad debe tomar en 
cuenta todos los elementos posibles, no sólo lo alegado por el particular por lo 
que, para resolver lo que legalmente proceda debe allegarse de todos los 
elementos que considere necesarios con el fin de tomar una decisión Justa. 

4. Principio de informalidad.· Conforme a este principio, se deb<?n 
establecer el mínimo de requisitos para que el recurrente acredite los 
presupuestos de sus agravios y, en caso de alguna omisión, debe dárseie la 
oportunidad para que aclare, corrija o complete el escrito en que interponga su 
recurso. 

S. Principio de debido proceso.· Consagrado en los artículos 14 y 16 
de nuestra Constitución, se ha interpretado como una garantía de los gobernados, 

lo cual se traduce en: 

al Que sea tramitado y resuelto por autoridad competente. 

b) Que se otorgue al particular la oportunldad de formular agra­
vios, los cuales deben ser analizados y valorados por la autor!· 

dad. 

c) Que se le pennlta ofrecer y rendir pruebas. 

d) Que se deje constancia por escrito de todas las actuaciones. 

e) Q¡¡e sea ágil, sin trámites que dificulten su desarrollo. 
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f) Qµc el particular conozca tocias las actuaciones administrativas 

g) Qµe se funde y motive la resoluclón.24 

3.· NATURALEZA DEL RECURSO ADMINISTRATIVO. 

3.1.- EL RECURSO ADMINISTRATIVO COMO PRERROGATIVA DE LA 

AUTORIDAD. 

Mucho se cha· dJscutldo sobre la naturaleza jurídica del recurso 

adll'Jnistratlvo. Asi, hay quienes opinan que es un derecho de Instancia del 

particular, y para otros es sólo una prerrogativa de la autoridad. Entre estos 

últJmos tenemos a Jesús González Pérez, quien al analizar esta cuestión nos dice 

que si ésta puede por si, sin acudir a los tribunales, dirimir los conflictos que 

surgen entre ella y los administrados, precisamente en ejercicio de esa misma 

facultad decide los recursos que se deducen contra los actos admlnistratlvos.25 

Por su parte, el maestro Nlceto Alcalá Zamora, cataloga al recurso 

administrativo como una ele las especies de la autodefensa. por medio de la cual la 

Administración regulariza aquellos actos que se desvían de la legalidad, cuya 
observancia constituye su fin prlmordlaJ.2ú 

Haurlou opina que los recursos administrativos son una forma de 

que Ja Admln1straclón Pública se baga justicia por sJ mlsma.27 

Gonzalo Armlenta Hernández considera que mediante el recurso 

administrativo se le da la oportunidad a Ja Administración Pública para corregir 

sus errores, pero ello no slglfka que su finalidad sea precisamente otorgar una 

prerrogativa a Ja autorlclad, si no más bien es su consecuencia pues 

24 Delgadlllo Gutlérrez, Luis H. y Lucero Espinosa. Manuel, E/emenros de Derecho 
Adm/n/stradvo, Segundo Curso. Primera Edición. Editorial Llmusa. México. 1991, pp. 185 y 
186. 
25 González Perez, ~ pp. 35 y 36 
26 Alcalá Zamora y Castillo, Nlceto. Proceso, Aurocomposlclón y Autodefensa, Imprenta 
Universitaria, México, 1947, p. 48 
27 Haurlou, Maurtce, LA Jurlspruden<e Admlnl><rntive de 1891 a 1919, Paris, 1929. 
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fundrunentalmente sirve de Instrumento al particular para que éste, en la vía 
prejudicial, pueda obtener de la autoridad la modificación o la Invalidación de 
u~a resolución llegaJ.28 

3.2.· El RECURSO ADMINISfRATNO COMO ACTO O COMO DERECHO. 

La mayoría de los auto res consideran al recurso adnúnlstratlvo 
como un derecho del particular para Impugnar las resoluciones administrativas, 
pero hay algunos que señalan que se trata de un acto jurídico, propiamente una 
Instancia del particular. 

Juan Carlos Cassagne señala lo siguiente: "Tratándose de una 
declaración de voluntad del particular que produce efectos jurídicos respecto de 
la Adnúnlstraclón y las demás personas legitimadas en el procedimiento, es 
evidente que el recurso administrativo es un acto jurídico y no un derecho. No 
debe confundirse, pues, el derecho de recurrir que es una emanación conjunta 
del derecho de peticionar a las autoridades y de la garantía de la defensa 
trasladada al plano administrativo, con su manifestación concreta en el acto por 
el cual se recurre."29 

De Igual manera, Agustín A. Gordillo señala que el recurso es un 
acto cuando se refiere al ejercicio efectivo y concreto del derecho a recurrir, o 
sea, a la presentación de un escrito para interponer el remedio procesal 
pertlnente.30 

Briseño Sierra conceptúa al recurso administrativo como un 
derecho de Instancia que debe estar clara y especlflcamente consignado en la 
ley o reglamento apllcables al caso controvertido ... el recurso es una Instancia 
que Impugna la resolución de una autoridad y no una contradicción de derechos 
particulares. Al efecto, elabora la siguiente clasificación: 

28 Annlenta Hermlndez, Gonzalo, Trarado Teórico Prá~tlco de los Recursos Administrativos, 
Segunda Edición, Editorial Porrúa, S.A., México, 1992, pp. 57 y 58. 
29 Cassagne, juan carios, Derecho Administrativo, Tomo 11, Editorial Abeledo-Perrot, 
Buenos Aires, 1985, pp. 475 y 476 
30 Gordillo,~ p. 93 



- 42 -

A) El más elemental es el derecho de petición, porque, se ha visto, 
es de eficacia conocida, pero de eficiencia desconocida. 

B) Después de la simplicidad de la petición, se encuentra una 

Instancia cuya pretensión va un poco más allá de la simple eficacia de la 
respuesta: la denuncia. 

C) Otro paso adelante establece el tercer derecho de Instancia: la 

querella. 

D) la queja administrativa, especialmente la fiscal, se distingue de 

la querella penal, en que no se endereza contra otro particular, sino por razón 

de actos de autoridad. 

E) En cambio, el derecho de instancia llamado recurso, es ya un 
titulo que slgnlfica'la objeción al acto de autoridad.31 

Opino que los tratadistas citados están en lo cierto al clasificar al 

recurso entre los actos jurídicos y a la instancia como un derecho, pues lo que 

constituye un derecho cs. en si, la facultad de lnconformarsc, la cual se 

objetlvlza o manifiesta mediante un acto Inicial del administrado. que configura. 
conjuntamente con otros actos de la autoridad y, eventualmente de terceros, la 

figura procedimental denominada recurso.32 

3.3.· OBJETO DE LOS RECURSOS ADMINISl"RATIVOS 

El objeto del recurso administrativo no es sólo el control que puede 

ejercer el particular, pues, como lo advierte Rafael Blelsa, son cuatro los 

objetivos básicos, a saber: 

31 Brlseño Sierra, Humberto, Derecho Procesal Fiscal, Segunda Edición, Cárdenas Editor y 
Distribuidor, México, 1975, pp. 97 a la 100. 
32 Amtlenta-Hernández, Gonzalo, Tratado Teórico Prácdco d~ los Recursos Administrativos, 
Scgundá Edición, Editorial Porrúa, S.A., México, 1992, p. 59. 
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l. Importa una autolimitaclón de sus atribuciones discrecionales. 

2. Es una forma de contrnlor Jurisdiccional sobre la actividad 
administrativa. 

3. Es expresión de una tendencia hacia la protección de los derechos 
e Interés legitimo de los administrados. 

4. Es una forma de centralización del contralor administrativo sobre 
lqs órganos descentrallzados.33 

La autoridad al emitir una resolución, debe tomar en cuenta que si 
esa facultad no la ejerce conforme a derecho, el gobernado podrá Impugnar el 
acto que se deriva de su ejercicio, a través del correspondiente recurso 
administrativo. Es por ello, que el recurso administrativo constituye una 
autollmitaclón de las atribuciones discrecionales de la autoridad. 

Es una forma de contralor jurisdiccional sobre la actividad 
administrativa, ya que representa un medio de control de la legalidad de las 
resoluciones de la autoridad. Cabe hacer la aclaración, que el carácter 
jurisdiccional del recurso administrativo sólo lo encontramos cuando se le da a 
dicho carácter un sentido lato y se le extiende a aquellos medios de Impugnación 
que se hacen valer ante órganos jurisdiccionales Independientes de la 
Administración activa, ya que en sentido estricto, el recurso administrativo es 
tramitado y resuelto por las propias autoridades administrativas. 

En varios paises existe una tendencia a proteger los derechos e 
Intereses que les son propios a los administrados, ya que todo gobierno que 
realmente quiere tutelar los derechos de los particulares, crea los Instrumentos 
adecuados para controlar a las autoridades. En tal medida, se faculta a los 
particulares para Impugnar los actos administrativos. Es por ello, que cuando los 
Estados cuentan con adecuados medios de control, se protege a los gobernados de 
cualquier abuso de poder o arbitrariedad por parte de la Administración, que 

lesionan las garanúas y derechos de los mismos. 

33 Blelsa, Rafael, El Recurso Jerárquico, Q)llnta Edición, Ediciones De !':lima, Buenos Aires, 
1966, pp. 26 y 27 
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Por último, cuando el recurso administrativo es del conocimiento de 
un órgano de la Administración Pública centralizada, comtituye un medio de 
control para lograr que las resoluciones que emiten dichos organismos, se 
ajusten a derecho, tal y como sucede con el recurso jerárquico. 

Ahora bien, por otro lado, haré un paréntesis respecto a una 
discusión que se ha suscltadb con motivo de la facultad de los órganos de la 
Administración de resolver Jos recursos administrativos, al ser considerada bajo 
el parecer de la postura formalista como el desempeño de una función 
jurisdiccional, subsistiendo por el lado opuesto la posición objetiva que dlmlte a 
Ja postura fonnallsta y considera que es una facultad cuya realización Implica el 
ejercicio de una función administrativa. 

La primera postura sostiene que es jurisdiccional la función, por el 
dirimir en el fondo una controversia y por existir. en la tramitación del recur~o. 
etapas procedimentales al igual que un verdadero proceso. 

Asi también. esta postura considera que los recursos administrntivos 
implican una función jurisdiccional por parte de la autoridad debido a que al 
elegir la vía judicial o contencioso adminlstrati"ª· en su caso. no podrá llevarse a 
cabo, al mismo tiempo, el recurso administrativo. 

La segunda postura sostiene que la facultad de resolver recursos 
planteados ante las autoridades administrativas, implican el ejercicio de una 
actividad administrativa en su sentido objetivo o material. Las razones aducidas 
son las siguientes: 

a) Aún y cuando existe una controversia y una pretensión por parte 
del particular afectado por el actuar del órgano administrativo, no es posible 
hablar de proceso, ya que por un lado la resolución del recurso será el efecto 
juridico que resulte de la secuela de actos en marcha (procecllrniento), y que, aún 
y cuando pueda resolver la controversia. no ~s razón suficiente para 
encuadrarla dentro del proceso, ya que las figuras de autodefensa Y 
autocomposlclón consiguen el mismo fin, y· son excluyentes de la función 

j urlsdlcclonal. 
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b) Cuando la· resolución del recurso siga causando perjuicio al 
particular, ésta podría ser impugnada en una relación heterocomposltlva con 
naturaleza de proceso. 

c) La idea de proceso, va ligada a la de acción, considerada ésta 
últlma como Instancia proyectiva. 

En el recurso administrativo la pretensión está envuelta en el 
reacertamiento o ulterior examen de una operación de la autoridad por virtud de 
la cual consideró ciertos hechos apegados a una hipótesis normativa. Este 
reacertar lo realiza la misma autoridad emisora o su superior jerárquico, este 
último siempre integrante de la Administración Pública. 

En cambio, la idea de proceso, concebido como el conjunto de actos 
por los cuales se desarrolla la función jurisdiccional, se reduce en su inicio, a la 
e.'<lstencia de una acción, a través de la cual se vincularán tres partes distintas 
(acclonante, juez y reacclonante), y el conjunto de actos por éstos realizados 
pondrán fin a la controversia. 

d) Por último, la imposibilidad juridica de actuar ante tribunales 
administrativos o judiciales al mismo tiempo en que se ha optado por acudir a la 
via administrativa, no hace sino corroborar la idea de que la figura del recurso 
e.'<cluye a la del proceso aún y cuando entre éstos existen múltiples nexos en la 

vicia procesal. 

lo que pretende la ley con esta prohibición, es que no surjan 
resoluciones dispares, debido a que la autotutela y el proceso son formas de 
dirimir controversias, por ende, deberá agotarse la primera cuando la ley 
determine su obligatoriedad y en caso de que se establezca su agotamiento 
opcional podrá agotarse la primera y posteriormente acudir a la relación 
procesal, pero nunca viceversa. La razón es lógica, ya que el recurso, como 
forma de autodefensa administrativa, constituye la mayoría de las veces una 
solución parcial de la controversia a diferencia del proceso, donde el órgano 
COllDOscente jamás es acclonante o reaccionante en el proceso de su 
conocimiento. Así, es preciso que sea la noción del proceso la que culmine en 
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última Instancia con la controversia, por ser la solución más justa e Imparcial de 
un litigio. 

Tanto Gablno Fraga como Andrés Serra Rojas, sustentan el criterio 

de que la autoridad al resolver el recurso administrativo, está ejerélendo una 

función admi~lstratlva; el primero de los citados autores nos dice que: "Los 

recursos admlnlstratfvos no implican una función jurisdiccional, por lo que sólo 

significa una revisión que d,e sus actos hace la propia Administración para 
deshacer los errores que hubiere. Estimamos que el punto es dudoso y que 

podrían esgrimirse todavía razones en favor y en contra de ambas opiniones. 

Sin embargo, nos parecen más fundados los argumentos aducidos por la que 

sostiene que el recurso administrativo no constituye un verdadero acto 

jurisdiccional, sobre todo si se considera como se acaba de Indicar que no hay 

una autoridad distinta de las partes que resuelva la controversia" ,34 

Por su parte, Serrn Rojas sostlen~ que "en los recursos 

administrativos el Poder Público no actúa como parte ni participa en un 

procedimiento jurisdiccional. Se concreta a confirmar o modificar su propio 

acto, o el de una dependencia inferior, para determinar si se ha ajustado a la 
ley".35 

4.· CLASIFICACION DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

Han existido variadas clasificaciones en torno a los recursos 

administrativos, desde autores que los dividen en dos grandes grupos hasta 

aquellos que han elaborado una catalogación más amplia. 

Agustín A. Gordillo ha clasificado a los recursos administrativos en 

tres grandes grupos: 

A) Por su origen legal y expreso.· Como es el caso del recurso de 

reclamación administrativa previa. 

34 Fragn, !!l!...rllu p. 438. 
35 Serra Rojas,~ p. 552. 
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B) Por su origen reglamentarlo.- Corresponde a los recursos 
revocatorios, jerárquicos y jerárquicos Impropios. 

C) Por su origen analógico e Interpretativo.- Tal es el caso del 
recurso jerárquico no regliillo, de reconslderaclón y de revisión. 
Dentro de los recursos de revisión Incluye a las reclamaciones de 
queja y de denuncla.36 

Por su parte, Emlllo Margaln Manautou hace la siguiente 
clasificación: 

A) En atención a la autoridad ante quien se Interpone: Los que se 
promueven ante la núsma autoridad que enútló el acto, los que 
proceden ante el superior jerárquico, y aquellos de los que conoce 

una conúslón o dependencia especial. 

B) Por razón de la persona que Interpone el recurso administrativo; 
según que ésta tenga un Interés legitimo directo o bien un Interés 

legitimo Indirecto. 

C) En cuanto al objeto que se persigue: Esta división corresponde a 
los recursos de reconslderaclón y de revisión. 

D) En atención a la materia: Recursos contra resoluciones de 
derecho público o de derecho privado. 

E) De confornúdad con el ordenanúento que los establece: Son 
aquellos que se promueven en base a una ley, o en base a un 

reglamento. 

F) Por razón de su naturaleza: Recursos obligatorios y optatlvos,37 

Por otro lado, hay corrientes doctrinarlas que claslllcan a los 
recursos administrativos de la siguiente manera: 

36 Gordillo, mz...cUu p.95 
37 M111aln,~pp.176a179. 
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A) Según el órgano que conoce: 

a) De reposición o gracioso, (según la doctrina española o 
francesa respectivamente) y por algunos autores también 
denominado como recurso de oposición, o en su defecto, de 
Inconformidad.- Debe ser intentado y resuelto ante la misma 
autoridad gue dictó o realizó el acto Impugnado. 

b) De alzada o jerárquico, también llamado de revisión.- Debe 
ser intentado y resuelto ante y por el superior jerárquico de 
la autoridad que dictó o realizó el acto impugnado. 

Aún y cuando el recurso es conocido por la Administración, es 
posible distinguir, según la competencia de cada órgano de la Administración, a 
que tipo de recurso nos estamos refiriendo. 

Puede suceder que el propio órgano de la Administración que emitió 
el acto por el cual se lesionan los Intereses del particular cuya pretensión se 
\'enlilará a través de un recurso administrativo, sea el competente para conocer 
de éste. Si es el caso, estaremos en presencia de un recurso de reposición, ya que 
es el propio ente emisor quien resolverá. respetando las formalidades en la ley 
establecidas. las cuestiones planteadas con motivo de la vida juridica de un acto 
administrativo. 

Cuando el órgano que conozca de la Instancia sea el superior 
jerárquico del emisor, o en su caso, un órgano administrativo con facultades 
exclusivas para anular o modificar los actos administrativos ilegales o 
Inoportunos, estaremos en presencia de un recurso de alzada. 

Martínez Rosaslanda señala: "la doctrina del recurso administrativo 
acepta, entre otras clasificaciones, la división del recurso en el de Inconformidad 
y en el de revisión. Al primero, también denominado de oposición, lo caracteriza 
el hecho de que la autoridad encargada de resolverlo es superior jerárquico de la 
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emisora del acto recurrido. A ello obedece también la denominación de 
jerárquico para este últlmo".38 

B) Según la defin!tiv!tlad del acto para ser Impugnado 
Jurlsdiccionalmente, los recursos administrativos pueden ser: 

a) De agotamiento obligatorio.- Cuando necesariamente debe 
agotarse esa lnstanci<t antes de acudir a juicio . 

b) De agotamiento opcional.- Cuando se puede elegir entre 

agotarlo primero y después, llegado el caso, acudir a Juicio 
ante los tribunales, o bien acudir directamente al juicio. 

C) Según la amplitud de la causa de procedencia. los recursos 
administrativos pueden clasificarse de la manera siguiente: 

a) Ordinarios.- A través de éstos puede objetarse cualquier 

violación legal sin tipificar las causas o motivos de 
Impugnación. 

b) Extraordinarios.- Aquellos establecidos para combatir 

determinado tipo de actos. Estos recursos también son 

llamados excepcionales. 

No obstante el gran número de clasificaciones que se han elaborado 

al efecto, consideramos que la más adecuada y práctica es la que divide a los 

recursos administrativos en aquellos que se interponen ante la misma autoridad 

y los que se hacen valer ante una autoridad superior. En efecto, el maes~o Nava 
Negrete seftala lo siguiente: "Comparando las clasificaciones de la doctrina y la 

regulación de la ley de los recursos administrativos, podemos hablar de dos 
grandes tipos o grupos de recursos: los que conoce y resuelve la autoridad autora 

de los actos Impugnados y los que conoce y resuelve una autoridad diversa, que 

38 Colegio Nadanal de Profesores e Investigadores de Derecho Fiscal y Finanzas Públicas, 
A.C., Justicia Admlnbrnlt/va, Editorial Trlllas, México, p. 26 
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puede ser la jerárquicamente superior a la que dictó el acto reclamado o un 
órgano administrativo especial" .39 

.::._ La idea generalmente apllcada es que el recurso que se promueve 
ante la misma autoridad emisora del acto es un recurso de reconslderaclón, 
Independientemente del nombre con el que se le haya designado: de oposición, 
de revocación, de Inconformidad, etc., y el que se promue,·e ante una autoridad 
diferente se le Identifica como recurso jerárquico o de alzada, aunque se le 
denomine de revisión, de revocación, etc. Lo Importante, en todo caso, sera 
determinar cual autoridad lo tramitará y resolverá, si la que emitió el acto 
Impugnado o una distinta, ya que en la práctica se ha podido ver en un gran 
número de casos, que cuando se trata de la misma autoridad, la tendencia es hacia 
la confirmación del acto, 

El recurso administrativo ante la misma autoridad, es aquél que se 
Interpone ante el mismo órgano administrativo emisor de la resolución sujetn a 
Impugnación. En este tipo de recursos, es donde más se acentüa la tendencia a 
confirmar la resolución Impugnada, ya que existe Identidad entre la autoridad 
emisora del acto y la revisora. Este tipo de recursos resulta de gran utilidad 
cuando la autoridad ante la que se Interpone, es respetuosa del principio de 
legalidad y emite sus resoluciones de manera Imparcial. 

Existen otros tipos de recursos que se tramitan ante autoridad 
superior o ante órganos especializados. En tratándose de los primeros, puede 
darse el caso, que la autoridad superior tienda a confirmar el acto Impugnado, 
ello en virtud de la relación de trabajo que existe con la autoridad inferior. Por 
su parte, el órgano especializado para el conocimiento y resolución de los 
recursos, puede no tener conocimiento de todos los aspectos que se le presentan, 
ello aunado a que ~e puede convertir en un órgano con demasiado poder, al estar 
ella encargada de todos los asuntos de determinada unidad. Independientemente 
de ello, el trámite y resolución de los recursos, ya sea por una autoridad 
jerárquicamente superior o de competencia exclusiva, es del todo acertado, ya 
que existirán mayores garanúas para el particular de que la decisión que tomen 
será la acertada. 

39 Nava Negrete, Alfonso, Derecho Procesal Administrativo, Editorial Vorrúa, S.A., México, 
1969, p.103 
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El recurso jerárquico es aquél que se promueve ante una autoridad 
superior, con el objeto de modlflcar o revocar la decisión de una autoridad 

Inferior. De acuerdo con Blelsa, "El ·recurso jerárquico es una reclamación 
promovida contra un acto o decisión de un agente admlnlstratlvo, ante el 

superior jerárquico, para que éste modifique o revoque esa decisión, por 

considerar que lesiona un derecho o Interés legitimo del recurrente, e implica a 

la vez una transgresión de normas legales que Imperan en la actividad 
admlnlstrativa."40 

Por último, existe el recurso admlnlstrntlvo que se promueve ante 
una autoridad autarqulca, siendo ésta la entidad de la Administración Pública que 

cuenta con personalidad y patrimonio propio. Por tal razón, se puede pensar que 

ni tener estas entldadades personalidad y patrimonio propio, estarían exentas de 
todo control administrativo, ya que no habría otra autoridad que pudiera revisar 

sus resoluciones. Sin embargo, no seria lógico aceptar que esa autonomía pueda 

slgnlflcar la lmposlbllldad jurídica de ejercer control sobre sus actividades, pues 

entonces se les darla el carácter de entes soberanos. Es por ello. que en el campo 
de las enlldades autárquicas, encontramos dos tipos de controles: uno es el que se 

ejerce por los mismos órganos de control Interno; y otro es el que se realiza por 
una entldad diversa. 41 

S.· CARACTERES DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. 

Los caracteres del recurso administrativo de acuerdo con Armlenta 

Hernández, son aquellas notas esenciales que debe contener. 

"Como nota primaria podemos destacar que su finalidad es controlar 

las decisiones de los órganos administrativos, para que éstas se emltan conforme 

a derecho. 

40 Blelsa, ~ pp. 51 a la 53. 
41 Armlcnta Hernández, Gonzalo, Tratado Teórico Prilctlco de los Recursos Administrativos, 
Segunda Edición, Editorial Porrúa. S.A., México, 1992, pp.73 a la 77 • 
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Otra característica es que siempre habrá de Interponerse ante un 
órgano de la Administración Pública para su trámite y resolución. 

Otra nota especifica es que el objeto del recurso administrativo es el 
reacertamlento de actos de la Administración Pública. 

Por último, los recursos administrativos tienen como finalidad 
preservar la juridicidad de la jlCtlvldad adnúnlstratlva." 42 

6.· ELEMENTOS DE LOS LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. 

En todo recurso administrativo existen dos clases de elementos: Jos 
esenciales y los secundarlos. 

los elementos esenciales son aquéllos que como su nombre lo 

Indica, son consubstanciales a la existencia y a la validez del recurso 
administrativo. 

Como elementos esenciales de validez del recurso administrativo. 

Margaln Manautou señala dos: el primero es que el recurso administrativo esté 
establecido por el ordenamiento legal correspondiente: y el segundo, Ja 

existencia de una resolución admlnlstrativa.43 

En relación con el primer elemento, cabe resaltar que al ser 

nuestro sistema Jurídico de legalidad, toda la actividad de la Administración 

Pública debe de estar regulada por normas jurídicas. 

De Igual manera, es Indispensable la existencia de una resolución 

administrativa, ya que ésta constituye el presupuesto material de este medio de 

Impugnación; por lo que no es posible que una simple observación hecha por 

algún funclonano público sea considerada como una resolución administrativa, 

ya que no afecta el Interés jurídico del particular. En efecto, no todas las 

42 Armlenra Hernández, Gonzalo, Tratado Teórico Práctico de los Recursos AdmlnlstratJvos, 
Segunda Edición, Editorial Porrúa, S.A., México, 1992, pp.79 y 80. 
43 Margaln, ~ p. 181. 
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resoluciones adrnlnlstrativas son recurribles, sólo lo son aquellas que reúnen las 
siguientes características: 

l. Qµe sea definitiva, es decir, que no sea una resolución de trámite 
o sea susceptible de ser revisada de oficio; debe ser la decisión que resuelva y 
ponga fin al expediente en la fase oficiosa del procedimiento. 

2. Qµe sea personal y concreta, es decir, que esté dirigida a una 
persona determinada afectando su esfera jurídica y verse sobre una situación 
específica. La doctrina señala que si una resolución es general y abstracta no 
puede deparar perjuicio a una persona sino hasta que se produce un acto de 
aplicación, que es personal y concreto. En todo caso, la vía adecuada para 
Impugnar resoluciones de carácter general y abstractas que con su sola 
expedición causan perjuicio al gobernado, es el juicio de amparo. 

3. Que cause agravio, es decir, que lesione un Interés legítimo 
directo o Indirecto. Es Interés directo cuando afecta a quien va dirigida la 
resolución y es Interés Indirecto cuando el afectado es persona distinta del 
titular de la resolución, pero que por su relación con éste la ley le Imputa 
responsabllldad en el cumplimiento de una obligación. 

4. Qµe conste por escrito, salvo la resolución negativa ficta. En 
efecto, de acuerdo con el principio de seguridad jurídica consagrado en el 
articulo 16 de la ley Fundamental, todas las resoluciones de la autoridad 
administrativa deben constar por escrito. 

S. Qµe sea nueva, es decir, que su contenido no haya sido del 
conocimiento del particular con anterioridad, a través de otra resolución 
definitiva de la autoridad administrativa, y haya sido consentido expresa o 
tácitamente, o bien sea materia de algún medio de defensa. 

los elementos secundarlos no resultan Indispensables para Ja 
existencia de los recursos, ya que solo son necesarios para su substanciación. 
Pero, estos elementos si resultan necesarios para que el recurso administrativo. 
cumpla con aquellos requisitos que dentro de un régimen de derecho, debe 
satisfacer la autoridad administrativa y, fundamentalmente, cuando se trata de 
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revisar la legalidad de sus propios actos. Margaln Manuutou especifica los 
siguientes: 

a) Término dentro del cual ha de hacerse valer. 

b) Autoridades ante quien debe hacerse valer. 

c) Periodo de admisión de pruebas. 

d) Plazo en el cual ha de resolverse el recurso una vez desahogadas· 

las pruebas. 

e) Momento en que empieza a correr el término. 

O Libertad para impugnar la nueva resolución ante los 
trlbunales,44 

De acuerdo con Sergio Francisco de la Garza, los elementos de los 

recursos administrativos pueden clasificarse en esenciales y de su naturaleza. 

Los elementos esenciales son los siguientes: 

a) Una ley que establezca el recurso; 

b) Un acto administrativo contra el que se promueve el recurso; 

c) La autoridad administrativa quien debe tramitarlo y resolver­

lo: 

d) La afectación de un derecho o un Interés juridico del recurrente, 

y 

e) Obligación de la autoridad de dictar nueva resolución en cuanto al 

fondo. 

44 Margaln,~ p. 186. 
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Los elementos de su naturaleza son: 

a) Plazo de Interposición del recurso; 

b) Formalidades que deben aparecer en el escrito de Interposición 

del recurso; 

c) Fijación de un procedimiento para la tramitación del recurso; 

d) Pruebas, y 

e) Posible suspensión y requisitos de ella.45 

Por su parte, Gablno Fraga, no hace ninguna diferenciación en 

cuanto a los elementos del recurso administrativo, y señala que los 

caracterlstlcos son los siguientes: 

l. La existencia de una resolución administrativa que afecte un 

derecho o un Interés legitimo del particular recurrente. 

2. La. fijación en la ley de las autoridades administrativas ante 

quienes debe presentarse. 

3. La fijación de un plazo dentro del cual deba Interponerse el 

recurso. 

4. Los requisitos de forma y elementos que deban Incluirse en el 

escrito de Interposición del recurso. 

s.· La fijación de un procedimiento para la tramitación del recurso, 

especificación de pruebas, etc. 

45 Garza de la, Sergio Francisco, Derecho Financiero Mexicano, Declmasexta Edición, 
Editorial Porrúa, S.A., México, 1990, pp. 845 a la 855. 
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6. la obligación de la autoridad revisora de dictar nueva resolución 
en cuanto al fondo.46 

Ahora bien, por otro lado, estudiando los distintos tipos de recursos 
administrativos, tal como han sido reconocidos por la doctrina, y teniendo en 
cuenta su distinto valor y significado jurídico, es posible llegar a precisar la 
existencia de los siguientes elementos, que los caracterizan: 

A) Los recursos administrativos constituyen siempre una actividad 
de control. En efecto, cualquiera que sea la forma que ellos adopten, estos 
recursos no son sino un juicio lógico jurídico sobre la acth'idad ndministrntiva 
Impugnada, es decir, una apreciación sobre si esa actividnd está o no conforme a 
Derecho, sobre si es legítima, juicio que se expresa en la resolución que pone fin 
al recurso. 

Decimos que es una acllvidnd de control ya que al ser el órgano de la 
Administración a quien le corresponde resolver la forma o fondo del asunto, es 
este mismo quien va Ir corrigiendo las anomalías que se rnn presentando en su 
actuar, con la gran ventaja que al ir modificando su falta de adecuación a 
Derecho mediante la resolución recaída a las promociones presentadas, no se 
sienta precedente alguno y no se crea jurisprudencia a diferencia de lo que 
acontece con las sentencias judiciales o administrativas: por eso se considera el 
medio de control por excelencia. 

8) Los recursos administrativos constituyen una actividad de 
control administrativo, o sea, que se lleva a cabo por los órganos de la misma 
Administración, ya se trate de órganos especializados o comunes, pero siempre 
Integrantes de la llamada Administración activa. 

Son pues, los órganos administrativos, y muchas veces como ya 
hemos dicho, el órgano que dictó el acto objetado, los que consideran y resuelven 
el recurso, lo que ha dado lugar a que se diferencien, sobre tal base, los recursos 
administrativos de los llamados recursos contenciosos, que están a cargo de 
órganos Independientes, que aunque sean administrativos no integran sin 

46 Fraga, !2l!..S.llu pp. 435 y 436. 
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embargo, la Admlnlstn1clón nclirn, manteniendo una función de tipo 
jurisdiccional exclusivamente. 

C) los recursos <idminlstratlvos constituyen u.na .actividad de 
control de tipo represivo, o como nosotros los hemos denominado, correctivo. 

En efecto, estos recursos se articulan contra actos o decisiones ya 

dictadas por la Administración, a fin de examinarlos y expedirse sobre su 
regularidad. Es asi un control a posterior!, que busca la sustitución, 
modlílcación o corrección del acto ya existente. 

D) Los recursos admlnlstrath·os sólo se originan por 1!1 Instancia de 
una parte Interesada, que es quien 'Jos articula y promueve, determinando, 
asimismo, el objeto y dirección de la lmpugnaélón que a tal fin efectúa. 

La Adminlstradtin no puede, de oficio, tramitar un recurso 
administrativo, y los actos no Impugnados por esta vía quedan, pues, válidos y 
eficaces, sin que su ejecución pueda cuestionarse, salvo los casos en que 
procedan otras formas de control. 

El Los recursos administrativos se plantean y deducen contra actos 
admlnhtratlvos y en procura de otro acto administrativo que sustituya, 
modifique o revoque el que ha sido objeto, totalmente o al menos en la parte 
motivo de la Impugnación. 

FJ Los recursos administrativos tienen por finalidad el 
mantenimiento de la Juridicidad de la actividad administrativa, garantizando, 
subsldlarlamente, los derechos e Intereses de los administrados. 

Es evidente que, en su origen, los recursos administrativos 
respondieron fundamentalmente al objetivo de proteger esos derechos e 
Intereses. Pero esta Idea, puramante Individualista, va siendo reemplazada por 
una concepción de mayor valor social, según la cual si bien siempre subsiste, 
como finalidad, esa defensa subjetiva, el objeto primordial es ahora el de 
asegurar la juridicidad de la acción administrativa en el complejo alcance que ya 
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conocemos, y con ella el Interés de la Admlnistraclón que surge de las mismas 
normas jurídicas que regulen su actuación. 

De tal modo, al instar los recursos admlnlstralivos, los particulares, 

defendiendo sus derechos subjetivos, concurren a mantener la ;egularldad 
administrativa y el predominio del principio de legalidad, sobre cuya 

trascendencia es >'ª innecesario insistir. 

Sobre la base de h1s consideraciones indicadas, podemos definir a los 
recursos administrativos diciendo que éstos son una aclivldad de control 
administrativo correctivo, que se promueve a Instancia de parte interesada 
contra un acto administrativo, con el objeto de mantener la juridicidad de la 
actMdad de la Administración, concurriendo, al mismo tiempo, a garantizar los 
derechos e intereses de los administrados. 

Algunos autores señ.1lan que los recurso' admlnlstrnlivos 
constituyen el presupuesto necesario de la Impugnación de los actos 
administrativos en la vía jurl,dlcclonal. Conforme a ello, parn que pueda 
admitirse el recurso contencioso administrativo es menester que, previamente, 
se baya agotado la instancia administraliva, es decir, que se hayan tramitado 
estos recursos hasta agotar sus posibilidades. 

No obstante lo anterior, estimamos que esta circunstancia no 
constituye una nota diferencial de los recursos administrativos, como se ha 
sostenido, ya que es e.~terna a ellos, siendo simplemente un recaudo que hablilla 

la vía contencioso administrativa, una condición de esta acción, .que debe 
valorarse al estudlar este último tipo de recurso, ya que en algunos de ellos este 
requisito es de carácter optativo. 
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CAPITULO 111 

LOS RECURSOS ESTABLECIDOS POR 

EL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION 

1.- RECURSO DE REVOCACION 

2.- RECURSO DE OPOSIC!ON AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATNO DE EJECUC!ON 

3.· RESOLUCION DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 
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Como hemos venido sosteniendo, se le llama recurso al medio de 

defensa que establece la ley para que el sujeto pasivo agraviado por alguna 
resolución de carácter administrativa sollcl!e su revocación o modlflcÚclón a 

la autoridad que Ja dictó o a otra jerárquicamente superior a aquella. 

El Código Fiscal de la Federación de 1981 reguló originalmente 
tres recursos: el de revocación, el de oposición al procedimiento 

administrativo de ejecución (dentro del cual se hacen valer la oposición de 
tercero o tercería excluyente de dominio y la reclamación de preferencia o 

tercerfat de preferencia) y la nulldad de notlflcaclones. la reforma llevada a 

cabo en diciembre de 1987 suprimió como recurso el de nulidad de 

notificaciones, el que no obstanie lo consideramos como un procedimiento de 

Impugnación absorbido o fusionado por los recursos administrativos o el 

juicio contencioso admlnhrratlvo con el que tengan conexión. 

Estos medios de defensa se encuentran contemplados y regulados 

en el Titulo V Capítulo 1 del Código Fiscal de la Federación, donde se especifica 
que contra los actos administrativos dictados en materia fiscal federal se 

podrán Interponer los siguientes recursos: 

l. El de revocación. 

I!. El de oposición al procedlrnlento adrnlnistratlvo de ejecución. 

El Código Fiscal de la Federación deja fuera todos los medios de 

defensa que el particular ullllce en contra de los actos de la administración 
fiscal que no estén previstos en él como recursos, reconociendo el principio 

doctrinal y jurlsprudencial de que el recurso administrativo no existe en 

ausencia de ley. 

Ahora bien. es pertinente tener presente Jo que en el articulo 6º 

del Código Fiscal de la Federación se menciona en el sentido de que las 

contribuciones se cau$ílll conforme se realizan las situaciones Jurídicas o de 

hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que 

ocurran. 
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Dichas contribuciones se determinarán conforme a las 
disposiciones vigentes en el momento de su causación, pero le serán 
aplicables las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad. 

Por lo que respecta a la aplicación estricta de las normas 
tributarias, el articulo 5° del citado Código menciona que: "Las disposiciones 
fiscales que establezcan cargas a los particulares y las que scilalen 
excepciones a las mismas, asl como las que fijan las Infracciones y sanciones, 
son de aplicación estricta. Se consideran que establecen cargas a los 
partlcuL'lres las normas que se refieren al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa. 

Las otras disposiciones fiscales se ín\erpretarán aplicando 
cualquier método de Interpretación juridlca. A falta de norma fiscal expresa, 
se aplicarán supletoriamente las disposiciones del derecho federal común 
cuando su aplicación no sea contraria a la naturaleza propia del derecho 
fiscal." 

Debe h;1cerse la distinción de que por su naturaleza, el recurso 
de revocación es procedente en contra de resoluciones definitivas que 
consignen agravios, en tanto que el recurso de oposición al procedimiento 
administrativo de ejecución en términos generales es procedente contra 
actos reaflzados por las autoridades fiscales, que causen agravios al 
recurrente. 

Es pertinente mencionar que el recurso de revocación es el que 
reviste la mayor Importancia de estos dos, debido a que por este medio de 
defensa se va a resolver el fondo del asunto, y es por lo que consideramos 
conveniente tratar primero este recurso administrativo para que con 
posterioridad nos avoquemos al estudio del recurso de oposición al 

proc:edlmlento administrativo de ejecución. 

l.· RECURSO DE REVOCACION. 

Es el más Importante de los recursos admlnlstratlvos. 

El recurso de revocación procederá en contra de las resoluciones 

deflnltlvas que: 
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J. Determinen contri buclones o accesorios. 

Dentro de las contribuciones quedan comprendidos los impuestos 
y dentro de los accesorios quedan los recargos, las sanciones, los gastos de 
ejecución y la lndemnlzaclón por impago del cheque. 

IJ. Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme 
a la Ley. 

111. Siendo diversas de las anteriores. dicten las autoridades 
aduaneras. 

Esta limitación tiene por objeto evitar que cualquier resolución 
administrativa pueda ser materia de revocación, a fin de que las autoridades 
no se vean agobiadas innecesariamente con recursos. 

Cabe mencionar que mediante disposición miscelánea del 20 de 
diciembre de 1991, se derogó el último párrafo del articulo 117 del Código 
Fiscal de la Federación, en el cual se señalaba que no procede el recurso en 
comento contra las resoluciones que decidan el procedimiento administrativo 
de Investigación y audiencia. ya que el citado último párr;úo reñia con la Ley 

Aduanera que señala que el recurso de revocación deberá agotarse por el 
Interesado antes de Interponer el juicio ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación. 

Los legitimados para recurrir vla recurso de revocación son 
todas aquellas personas que tengan un Interés jurídico en la revocación del 
acto combatido. 

Se considera como regla general para Ja procedencia del recurso 
de revocación, el que éste solo se puede hacer valer contra actos o 
resoluclones definitivas de la autoridad fiscal que afecten el Interés jurídico 

del contrlbuyente. 

Se entiende que hay afectación jurídica de los Intereses del 

contribuyente, cuando el acto o la resolución limitan sus derechos o le 
Imponen obligaciones, y se conceptúa que un acto o resolución es definitiva 
cuando al enútlrse y notificarse al contrlbuyente afecta el Interés jurídico de 
este mismo, situación ante la cual el sujeto pasivo puede Interponer los 
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recursos administrativos, ·además de algún otro medio de defensa que 
establezcan las leyes Fiscales. 

La interposición del recurso de revocación es optativo para el 
Interesado anees de acu<lir al Tribunal Fiscal de la Federación, a diferencia del 
recurso de oposición al procedimiento adminis!rativo de ejecución el cual 
deberá agolarse previamen!e a la promoción del juicio anee dicho Tribunal. 

Sin embargo, dispone el propio Código, que se debe ln!entar la 
misma vía elegida (recurso de revocación o juicio de nulidad) si se pre!ende 

impugnar un ac10 administrativo que sea an!ecedente o consecuen!e de o!ro, 
a excepción de resoluciones dlc!adas en cumplimiento de las eml!ldas en 
recursos administrativos. 

Por O!ra parte, !arnblén se dispone que si la resolución dictada en 
el recurso de revocación se combate ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 
Ja impugnación del acto conexo debe hacerse valer ante la Sala Regional del 
Tribunal Fiscal de Ja Federación que conozca del juicio respectirn. 

La razón lógica por la cual la interposición del recurso de 
revocación se vuelve optativo, es debido a que como se impugnan cuestiones 
de fondo, estas pueden ser resueltas por la autoridad que las emitió o por el 
Tribunal Fiscal de la Federación, ya que se va a resolver en definitiva el 
asunto, a diferencia de que en el recurso de oposición al procedimiento 
administrativo de ejecución en el cual, como no es una cuestión de fondo, 
serla inoportuno además de absurdo el llamar Ja atención de los Magistrados 
del Tribunal Fiscal de la Federación para resolver un asunto que no versa 
sobre el punto medular o de fondo del asunto, siendo que Ja autoridad emisora 
puede conocer de éste y dictar la resolución que corresponda al asunto. 

Lo optativo del recurso constituye una excepción a la regla 
general y tradiciooal de que el juicio de nulidad no puede Iniciarse si existe 
algún recurso administrativo del que pueda hacer uso el particular. 

Situación muy diferente es el que el contribuyente acuda al 
Tribunal Fiscal de la Federación a demandar la nulidad de Ja resolución 
recaída al medio de defensa inteniado, en el cual se confirmó el acto por el 

cual se realizó el procedimiento administrativo de ejecución. 
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El escrito de Interposición del recurso de revocación deberá 
presentarse ante la autoridad que emitió el acto Impugnado, dentro de los 45 
días siguientes a aquel en que hay;\ surtido efectos su notificación. 

las causas de revocación en este recurso, de acuerdo con Sergio 
Francisco de la Gana, son las siguientes: 

a) La falta de cor¡lPetencia del funcionario o del órgano para 

determinar los créditos fiscales. 

b) La falta de fundamento legal, o un fundamento legal mal 
aplicado. 

c) La falta de motivación o la Indebida motivación del acto 
recurrido. 

d) El desvío de pOder en caso de sanciones. 

e) La caducidad de las facult;ide' de la autoridad para hacer la 
determlnaclón.4 7 

Cuando el recurso se interponga ante autoridad Incompetente, 
ésta lo turnará a la que sea competente, tomando como fecha de presentación 
la que se haya realizado ante autoridad Incompetente. 

El propio Código Fiscal de la Federación da la poslbllldad de que el 
escrito de Interposición del recurso administrativo pueda presentarse ante la 
oficina exactora más cercana al domicilio del contribuyente o que se envíe a 
la autoridad que emitió o ejecutó el acto por correo certificado con acuse de 
recibo, cuando el particular tenga su domicilio fuera de la población en que 
radique la autoridad que emitió o ejecutó el acto impugnado. 

Cuando el envío se realice por correo certificado con acuse de 
recibo, únicamente será procedente cuando se deposite la pieza en el lugar en 
que el contribuyente resida, obligándolo con ello, a que si se encuentra el 
contribuyente en el lugar en que reside la autoridad emisora del acto 
Impugnado, interponga el medio de defensa que haga valer ante ésta, 

47 Garzadela,~p.857. 
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prohibiéndole o excluyéndole la posibilidad de enviarlo por correo 
certificado. 

En ambos casos, se tendrá como focha de presentación del escrito 
la del día en que se entregue a la oficina exactom o se deposite en la oficina 
de correos. 

El plazo de Interposición del recurso administrativo se 
suspenderá hasta un año, si antes no se hubiere aceptado el cargo de 
representante de la sucesión, en caso de fallecimiento del afectado por un 

acto o resolución recurrible, siempre y cuando haya acaecido durante el 
plazo de 45 días ·arriba mencionado. 

Es Importante hacer la aclaración que aunque la Ley establezca 
la suspensión del ténnlno de impugnación· en el caso de fallecimlento del 
particular agraviado, sin embargo, no sedala la necesidad de una nueva 
notificación, ya fuere únicamente para hacer saber al representante de la 
sucesión la situación fiscal del contribuyente fallecido, es decir del recurso 
administrativo Interpuesto por este mismo, para continuar con el U'llllscurso 
del término para la Impugnación, de donde resulta una grave carga y una 
gran responsabilidad para el representante de la sucesión, al poder Ignorar 

!¡¡ situación fiscal del contribuyente fallecido, y consecuentemente, el tiempo 
por transcurrir para la defensa cie los Intereses legales de la sucesión. 

Para este caso y sin menoscabo de los intereses del fisco federal, 
mejor sería, para preservar también los importantes intereses de la sucesión, 
que se volviere a realizar una notificación del acto o resolución impugnables, 
con el objeto de que el representante de la sucesión pudiere abocarse a la 

defensa de Jos Intereses de esta misma. 

Por último y como consecuencia del plazo de 45 días con que 
cuenta el recurrente para presentar su recurso administrativo, este mismo 
puede legalmente corregir, adicionar o modificar el escrito original del 
recurso, mediante la presentación de otro escrito, siempre y cuando este 
mismo se presente ante la autoridad fiscal dentro del plazo de 45 días previsto 
por la Ley, y no se haya pronunciado resolución por parte de la autoridad. 

Cuando se interponga recurso de revocación en cbntra de la 
determinación del crédito fiscal, se tiene la obligación de garantizar el 
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interés fiscal con la intención de suspender el procedimiento administrativo 

de ejecución, ya que al haberse notificado el crédito obtenido y no pagarse 
éste en forma espontánea, la autoridad una vez transcurrido el plazo que se 

concedió para realizar el pago, exigirá el pago de éstos dentro del plazo 

señalado por Ley medirulle el procedimiento administrativo de ejecucló~. 

Por lo tanto no se ejecutarán los actos admlrústrnlivos cuando se 

solicite la suspensión ante la autoridad ejecutora y se acompa11en los 

documentos que acrediten que se ha garantizado el interés fiscal. Cuando el 

contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma el recurso de 

revocación, el plazo para garantizar el interés fiscal sera de cinco meses 

siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación del acto, debiendo el 

interesado acreditar ante la autoridad fiscal, que lo interpuso dentro de los -15 

días siguientes a esa fecha, a fin de suspender el procedimiento 

administrativo de ejecución. 

Cuando en el recurso de revocación se impugnen únicamente 

algunos de los créditos determinados por el acto administrativo cuya 
ejecución fue suspendida, se pagarán los créditos fiscales no impugnados con 

los recargos y actualización correspondientes. 

Si se controvierten solo determinados conceptos de la resolución 
administrativa que determine el crédito fiscal, el particular pagará la parte 

consentida del crédito junto con sus recargos correspondientes, mediante 

declaración complementaria y garantizará la parte controvertida y sus 

recargos. 

En este supuesto, si el particular no presentara declaración 
complementaria, la autoridad exigirá la cantidad que corresponda a la parte 

consentida, sin necesidad de emitir otra resolución. Si se confirma en forma 

definitiva la validez de la resolución impugnada, la autoridad procederá a 

exigir la diferencia no cubierta, con los recargos causados. 

No se exigirá garantía adicional si en el procedimiento 

administrativo de ejecución ya se hubieren embargado bienes suficientes 

para garantizar el interés fiscal, y no se otorgará garantía respecto de gastos 

de ejecución, salvo que el interés fiscal esté constituido lirúcamente por éstos . 
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En caso negativo o violación a la suspensión del procedimiento 

administrativo de ejecución, los Interesados podrán ocurrir al superior 

jerárquico de la autoridad ejecutora si se está tramitando recurso, 

acompa1)a11do los documentos en que conste el medio de defensa hecho valer 

y la garantla del Interés fiscal. El superior jerárquico ordenará a la autoridad 
ejecutora que suspenda provisionalmente el procedimiento administrativo de 

ejecución y rinda un informe en un plazo de tres días, debiendo resolver la 

cuestión dentro de los cinco dias siguientes a su recepción. SI se está 

tramitando juicio de nulidad, el Incidente de suspensión se Interpone y 

resuelve por la Sala del Tribunal Fiscal de la Federación que conozca el Juicio 

respectivo. 

Ya que hemos hablado de garantizar el interés fiscal debemos 

mentlom\I' cuales son las formas de como llevar a cabo este mlsmo: 

l. Depósito de dinero en las Instituciones de crédito autorizadas 

para tal efecto. 

Il. Prenda o hipoteca. 

lll. Fianza otorgada por Institución autorizada, la que no gozará 

de los beneficios de orden y excusión. 

IV. Obligación solidarla asumida por tercero que compruebe su 

Idoneidad y solvencia. 

V, Embargo en la vía administrativa. 

La garantía del Interés fiscal para que pueda ser aceptada por el 

fisco, debe contener: 

a) Comprender las contribuciones adeudadas actualizadas. 

b) Los accesorios causados. 

c) Los accesorios que se causen en los doce meses siguientes a su 

otorgamiento. 
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d) Y si al 1ernúnar ese periodo de doce meses no se ha cubierto 

el crédito, ya sea por cualquier razón (como puede ser la Interposición de un 

recurso), deberá actualizarse Ja garantla cada año y ampliarse la garantía 

para que cubra el crédito actualizado y el Importe de Jos recargos, Incluso los 

correspondientes a los doce meses siguientes. 

El contribuyente o responrnble debe ofrecer la garantía ante Ja 

autoridad recaudadora corre~pondlente para que Ja califique, acepte si 

procede y se le de el trámite correspondiente. 

La autoridad recaudadora debe calificar la garantía ofrecida, 

para lo cual debe verificar que se cumplan los requisitos que estable el Código 

Fiscal de la Federación y su Reglamento en cuanto a h1 clase de garantía 

ofrecida, el motivo por el cual se otorgó y que su Importe cubra Jos conceptos 

ya señalados; cuando no se cumpl¡m, la autoridad requerirá ¡¡J promo\·ente, a 

fin de que en un plazo de 5 dlas contados a partir del di,1 siguiente a aquél en 

que se le notifique dicho requerimiento, cumpla con el requisito omitido: en 

caso contrario, no se aceptará la garantla. 

Aceptada la propuesta de garantía se debe proceder a 

constituirla. 

Para garantizar el Interés fiscal sobre un mi~mo crcdlto podrán 

combinarse las diferentes formas de garantía, as! como sustituirse entre si, 

caso en el cual, antes de cancelarse la garantía original deberá constituirse Ja 

sustituta, cuando no sea exigible Ja que se pretende sustituir. 

Debe cancelarse la garantía en los siguientes casos: 

J. Por sustitución de garantla. 

IL Por el pago del crédito fiscal, 

111. Cuando en definitiva quede sin efecto Ja resolución que dio 

origen al otorganúento de la garantla. 

N. En cualquier otro caso en que deba cancelarse de 

confornúdad con las disposiciones fiscales. 
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El contribuyente o el tercero que tenga interés juridico deberá 
presentar solicitud de cancelación de garantía ante la autoridad recaudadora 
que la haya exigido o recibido, acompañando los documentos que en la misma 
se se1':1lan. 

La cancelación de las garantías en que con motivo de su 
otorgamiento se hubiere efectuado la inscripción en el Registro Público de la 
Propiedad, se hará mediante oficio de la autoridad recaudadora al Registro 
Público que corresponda . 

Para la presentación del escrito en que conste el recurso 
administrativo de revocación que se va hacer valer, debe de contener ciertos 
requisitos que son los elementos Internos y externos los cuales están 
regulados en la Ley. 

Los elementos internos del escrito que se deberán reunir se 
encuentran vertidos en primera instancia, en los requisitos que debe 
contener todo escrito que se presente ante las autoridades fiscales, es decir, 
estar firmados por el interesado o por quien este legalmente autorizado para 

ello y si el promovente no sabe o no puede firmar, deberá imprimir su huella 
digital en el escrito; deberá señalar el nombre, la denonúnaclón o razón 
social y el domicilio manifesrado al Registro Federal de Contribuyentes del 
promoveme y la clave que le correspondió en dicho registro; deberá 
señalarse la autoridad a la que se dirige la promoción y el propósito de la 
misma: en su caso el domicilio para oír y recibir notificaciones y el nombre 

de la persona o personas autorizadas para tal efecto. 

Como segunda Instancia el escrito deberá contener los siguientes 
elementos internos, es decir señalar: 

l. El acto impugnado. 

11. Los agravios que le cause el acto impugnado. 

III. Las pruebas y los hechos controvertidos de que se trate. 

Cuando no se haga alguno de los sefialamlentos de las fracciones 
1 y ll, la autoridad fiscal desechará por Improcedente el recurso ipterpues<o. 
Si se omiten los de la fracción m, se tendrán por no ofrecidas las pruebas. 
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Por último, mencionaremos que los elementos internos del 
escrito en que se Interponga el recurso admlnJstratlvo son elementos 
esenciales de existencia. 

También hay que considerar que por la dificultad técnica que 
requiere la materia fiscal, la Ley menciona que cuando no se gestione en 
nombre propio, la represent~clón de los interesados deberá recaer en 
Licenciados en Derecho. Se especlflca que esta disposición no será aplicable, 
si la gestión se realiza en nombre de una persona moral en los térnúnos de la 
Ley que la regula, y conforme a sus estatutos, sin perjuicio de lo que dlsponga 
la legislación de profesiones. Esto resulta lógico, ya que las personas morales 
únicamente pueden ejercer sus derechos y obilgaciones a través de su 
representante legal, llámese apoderado general, administrador único, etc. 

Como tercera instancia, el promovente estarú obligado a 
acompañar a su escrito los elementos externos los cuales son: 

l. los documentos que acrediten su personalidad cuando anlie 
en nombre de otro o de personas morales, 

Cuando el recurrente lo haga a nombre de una persona moral o 
de otra persona física deberá demostrar la autorización que llene conforld•t y 

que esta misma le fue otorgada a más tardar en la fecha en que se presente la 
promoción, 

11. El documento en que conste el acto Impugnado. En el caso de 
que la notificación del acto impugando se hubiere practicado por edictos, 
deberá acompañarse la hoja del periódico o del "Diario Oficial de la 
Federación" en donde conste la resolución que se notificó por ese medio. 

lll. Constancia de notificación del acto Impugnado, excepto 
cuando el promovente declare bajo protesta de decir verdad que no recibió 
constancia o cuando la notificación se haya practicado por correo certUlcado 
con acuse de recibo o se trate de negativa fleta. SI la notificación fue por 
edictos, deberá señalarse la fecha de la última publicación y del órgano en 

que se hizo . 
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IV. Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial 
en su caso. 

En el caso de que la prueba documental no se encuentre en 
poder de la recurrente y éste no las hubiere podido obtener a tiempo a pesar 
de tratarse de documentos que legalmente se encuentren a su disposición, 
deberá señalar en el escrito del recurso el archivo o Jugar en que se 
encuentra para que la autoridad fiscal requiera su remisión cu.ando ésta sea 
legalmente posible. 

Para este efecto, se deberán identificar con toda precisión los 
documentos y tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con 
que acompañe ·a1 escrito del recurso la copia sellada d~ la solicitud de los 
mismos efectuada oportunamente. Se entiende. que el recurrente tiene a su 
disposición los documentos, cuando legalmente puede obtener copia 
autorizada de Jos originales o las constancias de éstos. 

la autoridad fiscal, a petición del recurrente recabará las 
pruebas que obren en el expediente en que se haya originado el acto 
Impugnado, siempre que el Interesado no hubiere tenido oportunidad de 
obtenerlas. 

La Ley nada establece para el caso de que la resolución· del 
recurso deba dictarse aún antes de que las pruebas documentales ofrecidas 
sean recibidas por la autoridad que deba dictar dicha resolución. Se considera 
conveniente que la Ley aclarase Jo que debe hacerse a este respecto, toda vez 
que está fuera de Ja poslbllldad f!slca y legal del recurrente el conseguir las 
pruebas aludidas, si la autoridad no ha podido conseguirlas a su vez. 

En el caso de que no se acompañe el documento que acredite Ja 
personalidad del promovente cuando actúe en nombre 'de otro o de personas 
morales, el documento en que conste el acto Impugnado, o la constancia de 
nottncaclón del acto Impugnado, la autoridad fiscal tendrá por no Interpuesto 
el recurso. En el caso de no acompañar al escrito las pruebas documentales, 
se tendrán por no ofrecidas las pruebas. 

El Código Fiscal de la Federación considera y da efectos de prueba 
documental a la prueba pericial, ordenando que el dictamen corr(l.spondiente 
de los peritos, debe acompañarse al escrito del recurso, lo que se contempla 
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en un tratamiento especial por lo que a esta prueba se refiere, ya que en 
materia del fuero común la prueba pericial se ofrece en la demanda y en la 
misma se e.xpresan los puntos sobre los cuales versará, sin lo nial no será 
admitida. 

Posteriormente el Juez admite y abre el periodo para el desahogo 
de la prueba pericial ofrecida y da la oportunidad a la contraparte de 
nombrar su perito. 

En el momento de lle\•arse a cabo la diligencia, las partes pueden 
en todo momento formular las cuestiones que sean pertinentes. 

En caso de que los peritos nombrados por las partes no se pongan 
de acuerdo, el Juez nombrará un perito tercero en discordia. Caso muy 
distinto es lo que sucede en materia fiscal y por lo que toca a los recursos 
administrati\'os la prueba del peritaje, al mismo tiempo que se ofrece se 
desahoga, con la consecuencia de que el perito que rinde o desahoga la 
prueba en cuestión, es nombrado y cuestionado por el promovente, por lo 
cual el sujeto pasivo va a darle el matiz que desee al peritaje ya que las 
preguntas se harán en relación a lo que más le convenga a éste. 

Sin embargo, la Ley no señala los elementos que deben 
concurrir en dicho dictamen pericial, pero debe suponerse que son los 
comunes a la prueba pericial en general, esto es, que debe ser un dictamen 
emitido por périto con titulo profesional expedido y registrado en la materia a 
la que se refiere el peritaje, señalándose su número de cédula profesional, el 
sentido claro y preciso de su opinión vertida en su dictamen, su nombre, su 
domicilio y demás datos de Identificación personal e Incluso de ser posible y 

para mayor claridad, el cuestionario que contestó al emitir su dictamen 
pericial. 

Las causales de Improcedencia que se encuentran contempladas 
en Ley son las siguientes: 

Es Improcedente el recurso cuando se haga valer contra actos 

administrativos que: 
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l.· No afocten el Interés jurldlco del recurrente (se entiende 
que se afecta el interés jurldlco del recurrente, cuando el acto o resolución de 
la autoridad llmltan sus derechos o le Imponen obllgaclones). 

2.· Qµe sean resoluciones dictadas en recurso adrnlnlstratlvo o 
en cumpllmlento de éstas o de sentencias. 

3.· Que hayan sido impugnadas ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación. 

4.· Que se hayan consentido, entendiéndose por consentimiento 
el de aquellos contra los que no se promovió el recurso en el plazo señalado al 
efecto. · 

Esta cuestión tiene la enorme importancia de terminar de una 
vez por todas, con la cuestión de que en ocasiones, el contribuyente firmaba 
al calce de las resoluciones administrativas que le eran notificadas por la 

autoridad, allanandose a las pretensiones de la misma, incluso manifestando 
su expresa conformidad respecto del contenido de las resoluciones o actos. 
pretendiendo renunciar así a sus derechos de defensa establecidos por Ley. 
Asl las cosas, ahora únicamente se entienden como consentidos los actos o 
resoluciones administrativas respecto de los cuales el contribuyente no 
Interponga oportunamente los medios de defensa establecidos por la Ley y no 
son actos consentidos ni siquiera los así expresamente manifestados por el 
contribuyente respecto a los actos y resoluciones de la autoridad. 

S.· Que sean conexos a otro que haya sido Impugnado por medio 
de algún recurso o medio de defensa diferente. 

La conexidad de la causa es una institución del derecho procesal 
que trata de evitar que respecto a las mismas o slmllares situaciones se 
pronuncien· resoluciones que puedan ser contrarias o contradictorias. 

En el Código de Procedlmlentos Civiles para el Distrito Federal se 
establece que hay conexidad de causas cuando hay Identidad de personas y 
acciones, aunque las causas sean diferentes y cuando las acciones provengan 
de una mlsma causa. Se supone la existencia de dos Juicios que, por ser 
conexos, deben resolverse en una mlsma sentencia aún cuando se sigan por 
cuerdas separadas. También se supone que ambos juicios están sujetos a una 
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misma jurisdicción, pues de otra manera no serla posible que se resolviera 
con una sola resolución. En el derecho procesal civil, simplemente se trata 

de que dos cuestiones conexas se resuelvan con una única resolución para 

evitar contradicciones en las sentencias, pero no supone la pérdida de los 

derechos en los juicios. 

En el aspecto fiscal, y por lo que toca a los recursos 
administrativos, la conexidad supone la pérdida de los derechos del 

recurrente, se establece, como regla general, que los casos conexos deberán 

ser Impugnados en la misma vfa de los recursos administrativos o en la vfa del 

juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación o en cualquier otra 
vfa, sin que sea legalmente posible que los casos conexos, sean resueltos por 

autoridades diferentes, por ejemplo, si uno de ellos se resuelve por la vfa de 

los recursos administrativos y la otra ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 

la Impugnación en vfas diferentes <le dos casos conexos da lugar a la 

Improcedencia del recurso administrativo intentado y también por lo que 

respecta al juicio de nulidad Intentado. 

De aquí la Importancia de determinar previamente a la 

Interposición del recurso administrativo correspondiente, si existe ya y si se 

encuentra pendiente de resolución un caso conexo Impugnado en otra vfa 
distinta de defensa. 

Esta causal de Improcedencia también se encuentra contenida en 

lo relativo al juicio de nulidad Iniciado ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación, ya que. la misma Ley señala que es Improcedente el Juicio de 

nulidad contra actos conexos y otros que hayan sido Impugnados por medio de 

algún recurso o medio de defensa diferente y que para estos efectos, se 
entenderá que hay conexidad siempre que concurran las causas de 

acumulación. 

Se considera que se presenta la acumulación de dos o más juicios 
pendientes de resolución en los casos que: 

a) Las partes sean las mismas y se Invoquen Idénticos agravios. 

b) Siendo diferentes las partes e Invocándose distintos agravios, 
el acto Impugnado sea uno mismo o se Impugnen varlas partes del mismo acto, 
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c) Independientemente de que las partes y los agravios sean o 

no dlversos, se lmpugnen actos que sean unos antecedentes o consecuencia 
de los otros. 

En el caso de los recursos, no existe disposición legal que aclare o 

determlne cuando se está en presencla de actos admlnlstratlvos cone.xos. 

Esta cuestión debe dilucidarse tomando como base la 
conslderaclón general de que se trata de evitar que los mlsmos actos puedan 

ser objeto de lmpugnaclón por vfas dlferentes y se obtengan o pudleran 

obtenerse resoluciones contrarlas o contradictorias. 

De esta manera, podemos seilalar que estamos en presencia de 

actos cone.xos para efectos de los recursos administrativos cuando: 

l. E.'<ista ldentldad de personas y causas. 

11. E.'<ista ldentidad en el sujeto pasivo y de causas. 

En el primer caso, por ejemplo, cuando se trata de dos 

resoluciones emltldas por la Secretaria de Hacienda y Crédlto Público, por los 

cuales se establecen créditos fiscales en materla del Impuesto Sobre la Renta 

a cargo de una misma persona, por dos ejercicios fiscales diferentes y las 

resoluciones se emiten como consecuencia de una misma y única visita 

domiciliarla realizada. En este caso, existe identidad de personas, éstos son la 

Secretarla de Hacienda y Crédlto Público y el sujeto pasivo de la relación 
tributarla e identidad de causas, esto es, liquidación de la misma acta de visita 

domiciliarla. 

En el segundo caso, por ejemplo, cuando tratándose de la 

liquidación de la misma acta de visita domlcillarla, la resolución es emitida, 
una de ellas, por la Secretarla de Hacienda y Crédito Público y la otra, la 

sancionada por la autoridad de la Tesorería del Distrito Federal 

correspondiente en los términos de los acuerdos delegatorios de facultades. 

En la ptlmera de las situaciones contempladas, fueron conexos 

los actos por identidad de personas y causas, en la segunda, los actos fueron 

conexos por identidad en el sujeto pasivo y en las causas. 
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En el caso de los recursos administrativos, nunca serán conexos 

los actos administrativos que se refieren a sujetos pasivos distintos o al mismo 
sujeto pasivo, pero por causas dlferentes. 

Para que la causal de Improcedencia y de conexidad pueCta ser 

Invocada por la autoridad requiere: 

a) Que existan actps conexos según las notas anteriores. 

b) Que dichos actos administrativos conexos hubieren sido 

Impugnados uno en la vía de los recursos administrativos y el otro por un 

medio de defensa diferente. 

c) Que en ambos casos, se encuentre pendiente de dictarse la 

resolución deflnltlva correspondiente. SI alguno de Jos casos ya fue resuelto 

en forma deflniti\'a, no se podrá in\'ocar esta causal de Improcedencia. 

d) Que la autoridad que deba resolver el recurso administrativo 

Invoque y pruebe la causal de Improcedencia, esto es, que demuestre la 

existencia del caso conexo y del medio de Impugnación diferente. 

El contribuyente deberá tener presente que tratándose de un 

mismo caso, todas las resoluciones y actos que de ella se deriven, deberán ser 

Impugnados en la misma vía, esto es, en la de los recursos administrativos, o 

en cualquier otro procedente, para evitar caer en la causal de improcedencia 

por conexidad señalado por la Ley. 

6.- En caso de que no se amplie el recurso administrativo o si en 

la ampliación no se expresa agravio alguno tratándose de lo previsto por la 

fracción 11 del articulo 129 del Código Fiscal de la Federación. 

Por su parte, el articulo 129 señala lo siguiente: "Cuando se 

alegue que un acto administrativo no fue notificado o que lo fue ilegalmente, 

siempre que se trate de los recurribles conforme a los artículos 117 y 118, se 

estará a las reglas siguientes: 

Fracción ll. SI el particular niega conocer el acto, manifestará 

tal desconocimiento interponiendo el recurso administrativo ante la 

autoridad fiscal competente para notificar dicho acto. La citada autoridad le 
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dará a conocer el acto junto con la notificación que del mismo se hubiere 

. practicado, para lo cual el particular señalará en el escrito del propio recurso 
el domicilio en el que se le debe dar a conocer y el nombre de la persona 

facultada al efecto. SI no hace alguno de los señalanúentos mencionados, la 

autoridad citada dará a conocer el acto y la notificación por estrados. 

El particular tendrá un plazo de 45 dias a partir del siguiente al 
en que la autoridad se los baya dado a conocer, para ampliar el recurso 

administrativo, Impugnando el acto y su notificación o solo la notificación." 

Consideramos que por lo que se refiere a que no amplie el 

recurso admlnlstra~vo dentro del término de 45 días, se debería de dar la 

consecuencia jurldlca contemplada en el articulo 124 fracdón N del Código 

Fiscal de la Federación, en la Inteligencia de que se trata de un acto 
consentido por el recurrente, ya que al no ser ampliado el medlo de defensa 

que se Impugna, se tendrá como aceptada la notlflcaclón y el acto Impugnado, 

es decir, que éstos se llevaron a cabo correctamente siguiendo los 

,., lineamientos de las leyes respectivas por lo que consideramos que debería de 

haber una adecuación con el articulo 124 fracción IV del Código ya citado. 

Por lo que respecta a que si en la ampliación no se expresa 

agravio alguno consideramos que deberá de entenderse como no presentado, 

siendo coherente con el artículo 122 fracción 11 del Código Fiscal de la 

Federación. 

Por lo tanto creemos que este penúltimo púrafo no deberla de 

existir como actualmente está redactado, ya que no explica las consecuencias 

que se dan en el Incumplimiento de las disposiciones que ahí se vierten y por 

lo tanto deberá haber una adecuación de los articulos 124 fracción IV y 122 

fracción n con el articulo 129 fracción 11. 

7.- Si son revocados los actos por la autoridad. Esto resulta 

lógico, ya que al existir una disposición por la cual desaparece el acto de 
autoridad y éste mismo se impugna, se desprende de lo anteriormente 

mencionado que se está Impugnando un acto Inexistente. 

En el caso de tos recursos administrativos se admitirán todos los 

• medios de prueba, con excepción de la prueba testimonial y de ta prueba de 

confesión de las autoridades a través de absolución de posiciones. De lo que 
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podemos concluir, que si para que el contribuyente pueda obtener una 

resolución favorable, depende de la prueba testimonial y se tiene la opción 
entre Interponer un re~urso administrativo o acudir al juicio de nulidad ante 
el Tribunal Fiscal de la'. Federación, siempre será preferible utilizar la vra del 
juicio de nulidad, ya que al no admitir la prueba testimonial en los recursos 

administrativos, debe suponerse la resolución desfavorable en este caso. 

La petición de !~formes que se realice a las autoridades de 
hechos y de documentos que consten en los expedientes administrativos no se 
considerará como confesión de las autoridades y por lo mismo esta petición de 
Informes debe de utilizarse como prueba en el caso de ser necesaria. 

Anteriormente ya se habla mencionado que el recurrente debe 
acompai\ar al escrito del recurso las pruebas documentales que ofrezca, 
también se sei\ala que en los recursos administrativos la Ley dispone que 
pueden utilizarse todos lo~ medios de prueba. excepto la testimonial y la 
confesional a cargo de las autoridades mediante la absolución de posiciones. 
Además. en la Ley vigente se eliminó la taxativa que existía en el Código Fiscal 
para el ai\o de 1980 que consistía en que si dentro del trámite que hubiere 
dado origen a la resolución recurrida el Interesado tuvo oportunidad 
razonable de rendir pruebas, en el trámite del recurso solo se admitirían las 
que se hubieren allegado en la oportunidad anterior, esto es, dentro del 
procedimiento administrativo en el que se hubiere dictado la resolución 
Impugnada. 

Lo anterior lleva a la cuestión fundamental de si conformidad 
con las disposiciones de la Ley actual, deben admitirse todas las pruebas 
documentales y otras de que disponga el recurrente, sin considerar que las 
mismas pudieron y debieron ya ser ofrecidas y exhibidas en otra oportunidad 
dentro del procedimiento administrativo en el que se dictó la resolución que 
se Impugna, o únicamente deben admitirse en el recurso aquellas pruebas 
que el recurrente no hubiere tenido oportunidad de ofrecer y exhibir en el 
procedimiento administrativo de referencia (pruebas supervenientes). 

Actualmente ya se admiten en la Interposición de los recursos 
administrativos las pruebas supervenientes. Estas son aquellas que el 
recurrente no conocía en el momento de la Interposición del recurso o que se 
generaron y cxlstleron con fecha posterior a la de la presentación del escrito 
correspondiente y desde luego, fuera del plazo de 45 d!as previstos por la Ley 
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para la Interposición del recurso siempre y cuando éstas sean rendidas antes 
de que la autoridad fiscal dicte la resolución correspondiente. 

SI el recurrente conoció las .pruebas o se generaron y existieron 
y las tuvo en su poder después de la presentación del escrito original del 
recuno pero antes de que se cumpliera el trámite de 45 dlas previstos por la 
Ley para la Interposición del recurso, deben ser exhibidas con un escrito 
adcloaal y no seran pruebas supervenientes. Unlcamente en el caso de que 
tales pruebas hubieren sido conocidas por el recurrente o se hubieran 
generado o existido y las hubiere tenido en su poder en fecha posterior a la de 
la presentación del recurso y después de transcurrido el plazo legal para la 
Interposición del mismo, tales p

0

ruebas tendrán el carácter de supeivenlente 
de donde se deduce que es muy Importante la presentación de dichas pruebas 
con el escrito del caso. 

Las pruebas se valorarán en la fonna siguiente: 

a) Harán prueba plena la confesión expresa del recurrente, las 
presunciones legales que no admitan prueba en contrario y los hechos 
legalmente aflnnados por las autoridades en documentos públicos. 

b) En el caso de que los documentos públicos contengan 
declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los 
documentos solo prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, 
se bkleron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la verdad 
de lo declarado o manifestado. 

c) Las demás pruebas quedarán a la prudente apreciación de la 
autoridad. Si por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones 
fonnadas, las autoridades adquieren convicción distinta acerca de los hechos 
materia del recuno, podrán valorar las pruebas sin sujetarse a lo dispuesto 
en ¡Mrrafos anteriores, debiendo en este caso fundar razonadamente esta 

parte de su resolución. 

2.- RECURSO DE OPOSICION AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 

EJECUCION. 
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El recurso de oposición al procedimiento administrativo de 

ejecución proceden\ en contra de los actos que: 

1.- Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos 
se han extinguido o que su monto real es Inferior al exigido, siempre que el 
cobro en exceso sea Imputable a la oficina ejecutora o se refiera a recargos, 
gastos de ejecución o a la indemnización a que se refiere el artículo 21 del 
Código Fiscal de la Federación .• 

Esto nos llevn a la conclusión de que este recurso procede en 
·contra del cobro del crédito ya determinado y aceptado por el contribuyente; 
decimos ya aceptado! porque al no haber Interpuesto el medio de defensa que 
correspondía en contra de la determlnaclón del crédito o al haberle recaldo 
resolución o sentencia confirmatoria del acto de autoridad, se entiende 
consentido éste y por lógica el Estado procederá a cobrar ese crédito; y el 
contribuyente impugnará ya sea la rnducidad o premipción del credilo: o se 
defenderá de la autoridad ejecutora cuando quiera cobrar una cantidad 
diferente a la consignada en el crédito aceptado o bien que los recargos o 
indemnizaciones de este mismo crédito esten mal calculados o determinados. 

SI el cobro en exceso es Imputable a la autoridad determlnadora 
del crédito fiscal, procede el recurso de revocación contra el ttcto de 
determinación. y no el de oposición al procedimiento administrativo de 
ejecución. 

En cuanto a los recargos, la redacción del precepto es confusa. 
En efecto, los recargos pueden ser determinados por la autoridad 
administradora y no por la ejecutora, y en virtud de su ilegalidad resultar 
impugnables. Creemos que debe entenderse el precepto en el sentido de que 
el recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución procede 
cuando los recargos han sido determinados por la oficina ejecutora y no por 
la administradora, pues si ésta lo hizo Ilegalmente, contra su resolución 
procede el recurso de revocación. 

2.- Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución 
cuando se alegue que éste no se ha ajustado a la Ley. 

3.- Afecten el Interés jurfdlco de terceros que afirmen ser 
propietarios de los bienes o negociaciones, o titular de los derechos 
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embargados. Aqul se están Incluyendo los recursos que antes se regulaban 

en forma separada que son el de oposición de terceros y el de reclamación de 
preferencia. 

4.· Oetennincn el valor de los bienes embargados, o sea el de 
avalúo pericia! practicado por la autoridad. 

La Interposición del recurso de oposición al procedimiento 
administrativo de ejecución deberá agotarse previamente a la promoción del 

juicio que se presente al Tribunal Fiscal de la Federación. Es oportuno 

mencionar que es obligatoria su Interposición, ya que en éste se van a 

estudiar cuestiones de forma, lo cual puede y debe . ser resuelto por la 

autoridad que emitió ei acto, para nci desviar la atención de ios seilores 

Magistrados en cuestiones que no son tan importantes como las de fondo y 
como ya dijimos pueden ser resueltas por la autoridad emlsrira. 

El escrito de Interposición del recurso administrativo de 

oposición al procedimiento administrativo de ejecución deberá presentarse 

ante la autoridad que emitió o ejecutó el acto Impugnado dentro de los 45 dlas 

siguientes a aquél en que haya surtido efectos su notificación, a excepción 

del término de 10 dfas que estipula para la Impugnación de la base que la 

autoridad determina para la enajenación de los bienes embargados. 

Le serán aplicables al recurso de oposición al procedimiento 

administrativo de ejecución todas las disposiciones y observaciones que 

hicimos con anterioridad respecto al recurso de revocación, por lo que se 

refiere en primer término a las excepciones que se tienen con el término de 
Interposición, segundo los elementos Internos y externos que deben contener 

éstos y tercero a las causales de Improcedencia de los recursos. 

Como consecuencia lógica y siguiendo los principios del recurso 

de oposición al procedimiento administrativo de ejecución, cuando se 

Interponga éste, no se podrá alegar o discutirse en el mismo la validez del acto 

administrativo en que se baya determinado el crédito fiscal; primero porque 

se entiende que el contribuyente ya lo consintió debido a que en el momento 
no lo Impugnó a través de los medios de defensa establecidos en Ley y 

segundo porque este recurso se interpone únicamente en contra del cobro 

Incorrecto del crédito fiscal que pretenda hacer la autoridad ejeclltora sobre 
el crédito consentido. Es Importante mencionar que cuando el recurso de 
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oposición al procedimiento administrativo de ejecución se Interponga porque 

éste no se ajustó a la ley, las violaciones cometidas antes del remate solo 
podrán hacerse valer hasta el momento de la convocatoria en primera 

almoneda, salvo que se trate de actos de ejecución sobre bienes legalmente 

Inembargables, de actos de Imposible reparación material o de lo previsºto por 

el articulo 129, casos en que el plazo para Interponer el recurso se computará 
a partir del dla siguiente al en que surta efectos la notificación del 

requerimiento de pago o del dla siguiente al de la diligencia de embargo. 

SI las violaciones tienen lugar con posterioridad a la 

mencionada convocatoria o se trata de venta de bienes fuera de subasta, el 

recurso se hará valer contra la resolución que finque el remate o la que 

autorice la venta fuera de subasta. 

También este recurso podrá hacerlo valer todo tercero que 

afirme ser propietario d~ los bienes o negociaciones o titular de los derechos 

embargados, en cualquier tiempo antes de que se finque el remate, se 

endjenen fuera de remate o se adjudiquen los bienes a fa\·or del fisco federal. 

El tercero que afirme tener derecho a que los créditos a su favor se cubran 
preferentemente a los fiscales federales, lo hará valer en cualquier tiempo 

antes de que se haya apllcado el Importe del remate a cubrir el crédito fiscal. 

No procede este recurso contra requerimientos para hacer 

efectivas fianzas otorgadas en garantfa de obllgaclones fiscales a cargo de 

terceros. 

3.· RESOLUCION DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

La autoridad deberá dictar resolución y notificarla, en el caso de 

los recursos administrativos fiscales, en un término que no exceda de 4 meses 

contados a partir de la fecha de Interposición del recurso. 

SI en ese plazo la autoridad no dicta resolución, significará que 

se ha confirmado el acto Impugnado, esto es, que la resolución del recurso es 

contraria al contribuyente, ya que al silencio de la autoridad se le dan esos 

efectos jurlcllcos. 
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Esta disposición que contiene el Código Fiscal de la Federación se 
da con una doble Intención, primero de obligar a la autoridad a darle agllldad 
Y rapidez a la resolución de los medios de defensa administrativos Intentados 
Y segundo como conruencla de la obligación que se Impone a la autoridad 
de darle respuesta a los recursos administrativos en el teiu11no de 4 meses o se 
conslderarA confirmado el acto Impugnado, con lo que se rompe la angustia o 
Inseguridad que pudiera tener el promovente con respecto al tiempo que 
tiene que esperar para que le recaiga la resolución respectiva a su escrito o 
el sentido de la misma ya que para poder acudir a la Instancia superior es 
obligación primero, el agotar los medios de defensa administrativos 
establecidos en Ley (a excepción del recurso de revocación, el cual ya fue 
tratado en su oponunidad). 

El mismo Código de)a abierta la poslbllldad al recurrente de 
Impugnar en cualquier tiempo la supuesta confirmación del acto impugnado 
después de haber transcurrido el plazo de 4 meses sin que la autoridad 
hubiere otorgado la resolución respectiva, o si le conviene esperar a que se 
rinda esta misma. 

Comlderamos de gran Importancia lo verlldo en el artículo 37 
del Código Fiscal de la Federación el cual menciona: "Las Instancias o 
peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en 
un plazo de cuatro meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la 
resolución, el Interesado podrá considerar que la autoridad resolvió 
negativamente e Interponer los medios de defensa en cualquier tiempo 
posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a 
que ésta se dicte. 

Cuando se requiera al promovente que cumpla los requisitos 
omitidos o proporcione los elementos necesarios para resolver, el término 
comenzará a correr desde que el requerimiento haya sido cumplido.'' lo 
vertido en este artículo suple la carencia que se observa en el articulo 131 del 
mismo' Código, por lo que con esta fracción se rompe la seguridad del 
contribuyente y la rapidez para contestar por parte de la autoridad que 

anteriormente analizamos. 

La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará 
todos y cada uno de los agravios hechos valer por el recurrente,~teniendo la 
autoridad la facultad de Invocar hechos notorios. Cuando uno de los agravios 
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sea suficiente para des\•lrtuar la validez del acto Impugnado, bastará con el 

examen de dicho punto, 

Desde la reforma que se hizo al Código Flscnl dt• la Federación en 

el allo de 1985, se Incluyó en él una especie de suplencl" de la queja a favor 

del contribuyente, ya que la ley seilala que: "la autoridad podrá corregir los 

errores que advierta en la cita de los preceptos que se consideren violados y 

examinar en su conjunto los agravios, as! como los demás razonamientos del 

recurrente, a fin de resolver la cuestión efectlvnmente planteada, pero sin 

cambiar los hechos expuestos en el recurso. Igualmente podrá revocar los 

actos administrativos cuando advierta una Ilegalidad manifiesta y los 

agravios sean Insuficientes, pero deberá fundar cuidadosamente los motivos 

por los que consideró llegnl el acto y precisar el alcance de su resolución. 

No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en la 

parte no Impugnada por el recurrente. 

la resolución expresará con claridad los actos que se modifiquen 

y si la modificación es parcial, se Indicará el monto del crcdl10 fiscal 

correspondiente," 

las resoluciones que pongan fin a los recursos podrán: 

l.· Desechar por Improcedentes o sobreseerlos en su caso. 

11.· Confirmar el acto Impugnado. 

111.· Ordenar la reposición del procedimiento administrativo, 

IV.· Dejar sin efectos el acto Impugnado. 

V.· Modificar el acto Impugnado o dictar uno nuevo que lo 

sustituya, cuando el recurso Interpuesto sea total o parcialmente resuelto a 

favor del recurrente. 

SI la resolución ordena realizar determinado acto o Iniciar la 

reposición del procedimiento, deber<\ cumplirse en un plazo de cuatro meses, 

aún cuando haya transcurrido el plazo que scilala el articulo 67 de este 

Código. 
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Aqui se puede apreciar que la autoridad sigue protegiendo sus 
Intereses, ya que con esta disposición amplía la Incapacidad que ha 
demostrado para la detenninaclón y cobro de los créditos fiscales, pues aún 
cuando se configure la caducidad de sus facultades, este mismo otorga la 
posibilidad de hacerlas efectivas en un lapso de 4 meses a través de la 
prórroga que contempla este articulo. 
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CAPITULO IV 

EL RECURSO DE Rl:VOCACION 

EN MATERIA ADUANERA 

l.· PROCEDIBILIDAO DEL RECURSO 

2.· RESOLUCION ADMINISTRATIVA ADUANERA 

2.1.· ATENDIENDO A LA AUTORIDAD QJJE LO E~DTE 

2.2.· ATENDIENDO A LAS CONTRIBUCIONES Y ACCESORIOS DffiRMINADOS 

3.· RESOLUCION DEL RECURSO 

4.· INTERPOSICIO!\ DEL RECl'RSO 

S.· COMENTARIOS 
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Las autoridades aduaneras tienen la obligación Ineludible de 

ceñll'se en sus resoludones a las disposiciones legales que les regulan en cuanto 
a su actividad, potestad, competencia y funcionamiento. 

En efecto, toda autoridad aduanera debe fundar y motivar 

debidamente sus resoluciones en las que determinen créditos y multas relativas 
al comercio exterior. 

Cuando en su actuación las autoridades aduaneras violan en 

perjuicio de una persona, ya sea física o moral, el contenido del artículo 38 del 

Código Fiscal de la ·Fedei'aclon, se podrán hacer valer los recursos 

administrativos que legalmente correspondan. 

La Ley Aduanera en ~u Titulo Octavo contempla los recursos 

administrativos que se pueden hacer valer en esta materia, siendo éstos el 

recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución y el recurso 

de revocación, éste con las excepciones que a continuación señalaremos. 

Respecto a estos recursos cabe puntualizar que el Código Fiscal de 

1938, que entró en vigor en enero del siguiente año, ya establecfa la regla de que 

"cuando las leyes o reglamentos no establezcan expresamente algún recurso 

administrativo, será Improcedente cualquier Instancia de reconslderaclón en la 

vfa administrativa .. .'', lo que aunado a la circunstancia de que no se hubiera 

regulado ningún recurso para objetar las resoluciones que fincaban créditos 

fiscales, ocasionó que se consideraran Improcedentes la mayorfa de los casos en 

que los particulares Intentaban defensas contra actos de las autoridades fiscales 

en la vla administrativa, debido a que en la mayorfa de los casos los actos 

Impugnados hablan determinado créditos fiscales. 

Esta situación se subsanó al Incluirse el recurso de revocación en el 

Código Fiscal de la Federación de 1967, que desde entonces constituye el más 

Importante de los recursos administrativos en materia fiscal. Este recurso, como 

ya se dijo, procede en contra de las resoluciones definitivas que determinen 

contribuciones o accesorios, nieguen la devolución de dinero que proceda 
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conforme a la ley, y contra las que, aún siendo dlversas de las nntcrlores, hayan 
sido dictadas por las autoridades aduaneras. Este recurso originalmente no tenla 

un alcance tan amplio, ya que durante toda la vigencia del Cólllgo de 1%7, sólo 
procedió contra las resoluciones que estuvieran en el primero de los supuestos 

citados, es decir, las que determinaban créditos fiscales: por ello puede decirse 

que el actual Código Fiscal amplió su ámbito de operación, especialmente en 

materia aduanera, ya que anteriormente la propia Ley Aduanera contemplaba y 

regulaba sus propios recurso~. 

En efecto, el artículo 142 de la citada Ley dispone: "En contra de las 

resoluciones definitivas que dicten las autoridades aduaneras procederán los 

recursos establecidos en el Código Fiscal de la Federación, salvo lo previsto en 

este articulo." 

Ahora bien, antes de entrar al estudio y análisis del recurso de 

revocación contemplado por la Ley Aduanera. resulta necesario explicar el 

contexto jurldlco en el cual se desarrolla, por lo cual empezaremos ron precisar 

ciertos aspectos del Derecho Aduanero: 

a) Primero: El Derecho Aduanero es un conjunto de reglas 

jurldlcas. 

b) Segundo: Dichas reglas se fundamentan en el comercio exterior 

de mercanclas. 

c) Tercero: La aplicación de las reglas se genera por el movimiento 

de entrada o salida de bienes, efectos o mercanclas al o del territorio de un pals. 

d) Cuarco: Estas disposiciones Jur!dlcas se aplican también a las 

personas que Intervienen en esta actividad. 

e) Quimo: Las facultades del Estado en relación con el cometido del 

comercio exterior de mcrcanclas, se ejecutan por medio de un ente 

administrativo creado para tal efecto. 
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1) Sexro: Los propósitos de la legislación aduanera son, en su 
esencia, procurar recursos al Estado par¡¡ el financiamiento del presupuesto y 
proteger los Intereses genemles del pals y el aparato productivo Interno, de los 
efectos derivados de la competencia. comercial exterior en perjuicio de su 
economía. 

En base al am\lisis de los aspectos que contiene el Derecho Aduanero 
podemos tipificar los elementos que lo constituyen: un conjunto de reglas 
jurldlcas, un ente administrativo, unas actividades o misiones del Estado, y una 
regulación de los medios y tráficos. 

a) Conjunto de reglas jurídicas: En otros términos, la exlstencla de 
una legislación aduanera, que comprende desde mandatos constitucionales de 
orden general, leyes reglamentarlas, ley Aduanera, reglamentos y diversas 
otras dlsposlciones de carácter concreto o singular tales como acuerdos, decretos, 
etc. 

b) Ente administrativo: Está encargado de Ja apllcaclón de dichas 
reglas Jurídicas, normalmente en todos los países llamados "Aduanas". Se les 
define como las oficinas encargadas de percibir los tributos sobre las 
mercanc!as, a su entrada o salida del territorio nacional, y exigir que se realice 
la Importación y exportación en la forma prevenida por la ley. 

c) Actividades o misiones del Estado: Son las relacionadas con el 
comercio exterior de mercancías que entren o salgan, en sus diferentes 

reglmenes, al o del territorio de un país. 

Estas misiones del Estado, se dividen en principales y secundarias. 

las misiones principales son: la fiscal, la económica, y Ja social. las 
mlslones secundarlas son: Higiene, vigilancia, financiera, e Internacional. 

d) Regulación de los medios y trM!cos: Es la relativa a la conducción 
de las mercancías y las personas que Intervienen en cualquier fase de esa 

actividad o que violen las disposiciones Juridlcas . 
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Se regula el tráfico mar!tlmo, terrestre, aéreo, postal, fluvial y otros 

medios de conducción, con reglas particulares pnra cada uno de ellos. Regula 

también a las personas que Intervienen en el comercio Internacional, tales como 

son los Importadores y exportadores, llamados también destinatarios y 
remitentes, consignatarios, agentes aduanales, responsables solidarlos y 

conductores de los diversos medios de transporte. 

Igualmente regul,a a las personas que violen las disposiciones en 
materia de comercio exterior. 

P;ira efectos del presente trabajo, sólo nos dedicaremos al estudio del 

recurso de revocación en materia aduanera. 

l.· PROCEDIBILIDAD DEL RECURSO 

Como ya vimos en el capitulo anterior, el recurso de revocación 

procede en contra de las resoluciones definitivas que: 

l. Determinen contribuciones o accesorios. 

11. Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la 

Ley. 

111. Siendo diversas de las anteriores, dicten las autoridades 

aduaneras. 

De acuerdo con In Ley Aduanera, dicho recurso procede en contra 

de resoluciones definitivas, entendléndose que una resolución tiene el carácter 
de definitiva, cuando afecta los Intereses Jurídicos de una persona física o moral, 

cuando el acto de autoridad le limita sus derechos o le Impone una serle de 

obligaciones. 

De acuerdo con la Ley Aduanera, el recurso de revocación debe de 

agotarse previamente a la Interposición del juicio de nulidad que se haga valer 
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ante el Tribunal Fiscal de la Federación, cuestión ésta que ha suscitado una serle 
de Inconvenientes, los cuales analizaremos con posterioridad. 

En cuanto a los requisitos 'IUC debe contener el escrito mediante el 
cual se haga valer el recurso de revocación en materia aduanera, le son 
aplicables todas las disposiciones y observaciones que ya hicimos con 
anterioridad cuando tratamos lo referente al recurso de revocación contemplado 
por el Código Fiscal de la Federación, tales como el plazo para su Interposición, 
las excepciones que se tienen con el término de Interposición, los elementos 
Internos y externos del recurso, las pruebas que son admitidas, las causales de 
Improcedencia, etc. 

El articulo 142 de la Ley Aduanera en su tercer párrafo prevé la 

posibilidad de que al Interponerse el recurso de revocación en contra de las 

resoluciones provisionales dictadas en los términos de los artículos 31 y 122 de la 
citada Ley, la autoridad pueda reponer el procedimiento administrativo antes de 
dictar la resolución que ponga fin al recurso, así como al resolver dicho recurso 
de revocación, emita un nuevo acto sustituyendo al primero. 

Consideramos que la disposición contenida en el articulo 142 de la 
Ley Aduanera, en el sentido de darle la posibilidad a la autoridad de reponer el 
procedimiento admlnlstratlvo, es del todo Inconstitucional, ya que deja en 

notorio estado de indefensión a los gobernados, al darle la oportunidad a la 
autoridad de corregir todos los vicios que cometió en el acto impugnado, violando 
con ello abiertamente el contenido de la Jurisprudencia 248 del Tribunal Fiscal 

de la Federación, que a continuación me permito transcribir: 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS, AL RESOLVERLOS, LA AUTORIDAD NO PUEDE DAR O 

MEJORAR LA MOTIVACION Y FUNDAMENTACION DE LA RESOLUCION RECURRIDA.­

Tomando en consideración que los recursos adrnlnlstrativos son medios de 
defensa legalmente previstos en favor de los gobernados con el objeto de que se 
revise la legalldad de un acto de molestia de la autoridad administrativa, al 
pronunciar la resolución correspondiente la autoridad debe Urnltarse a analizar 
el referido acto tal como fue emitido, estudiando y resolviendo los argumentos 
expresados por el recurrente, sin que le esté jurídicamente permitido 
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proporcionar o mejorar su motivación y fundamentación, ya que con ello se 

desvirtuarla su naturaleza jurídica y finalidad." 

Revisión No. 519/84.· Resuelta en sesión de 9 de agosto de 1985, por unanimidad 

de6votos. 

Revisión No. 5.¡0/85.- Resuella en sesión de 11 de febrero de 1986, por 

unanimidad de i votos. 

Revisión No. 855184.- Resu~lta en sesión de 13 de febrero de 1986, por 

unanimidad de 8 votos. 

Texto apobado en sesión de 20 de marzo de 1986. 

Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, Ailo VII, No. 76, Abril 1986, p. 823. 

En efecto, se viola con grave perjuicio de los gobernados la litis 

materia del recurso de revocación, ya que la autoridad que conozca de dicho 

recurso, Ilegalmente se erige en un tribunal de refundamentaclón y 

remotlvaclón de los actos de la autoridad aduanera que emitió el acto recurrido, 

ya que se le pennlte purgar los vicios de los actos que de ella em<U1en, situación 

del todo contraria a derecho. 

Resulta claro que si la autoridad no puede dar o mejorar la 

fundamentación y motivación del acto recurrido, con mayor razón legalmente 

no puede emitir un nuevo acto o reponer el procedimiento, sin violar en 

perjuicio del contribuyente sus garantlas de audiencia, legalidad, debido proceso 

y autoridad competente consagradas en los artículos 14 y 16 de la ley 

Fundamental. 

2.- RESOLUCION ADMINISTRATIVA ADUANERA 

Tal como dijimos, el articulo H2 de la ley Aduanera señala que en 

contra de las resoluciones definitivas que dicten las autoridades aduaneras 

procederán los recursos establecidos en el Código Fiscal de la Federación, salvo lo 

previsto por este articulo. 
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Ahora bien, ·se le da el carácter de definitiva a una resolución 
admlnlstratlva, cuando no existe en contra de ésta algún recurso previo y de 

lnterposlclón obligatoria para el i~teresado, por lo que ésta y no otra es la 

deflnitividad en materia fiscal. Al respecto resulta apllcable, por analogía, el 
siguiente criterio : 

"DEFINITIVJDAD DE UN ACTO.- Se presenta cuando el mismo no es susceptible de 

ser Impugnado por un medlo ordinario de defensa, Independientemente de que la 
resolución dictada por la autoridad constituya un acto de mero trámite o que 

haya decidido sobre la cuestión sustancial." 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo en Revisión 2163/88.- Reconstructora y Arrendadora de Maquinaria y 

Equipo, S.A.- 3 de noviembre de 1988.- Unanimidad de votos.- Ponente: Femando 
Cárdenas.- Secretarlo: Juan Carlos Cruz Razo. 

Semanario Judlclal de la Federación, Octava Epoca, Tribunales Colegiados de 

Cln:ulto, Julio - Diciembre de 1988, Za. parte l. 

Cabe sellalar que el articulo 142 aludido. no conceptúa ni clasifica 

que tlpo de actos pueden ser recurribles, solamente seilala que dlchos actos 

deben ser deflnltlvos, más no define nl conceptúa que actos o resoluciones se 
consideran definitivos, ni mucho menos en que consiste dicha deflnltivldad. 

En tal tesitura, resulta pertinente destacar que el artículo 202 

fracción VI Interpretado a contrario sensu del Código Fiscal de la Federación, nos 

da la pauta para determinar la deflnltlvldad de un acto, por lo que resulta 

procedente transcribir dicho articulo: 

"ARTICULO 202.- Es Improcedente el juicio ante el Tribunal Fiscal de 

la Federación en los casos, por las causales y contra los actos slgulentes: 

VI. Qpe puedan Impugnarse por medio de algún recurso o medlo de 

defensa, con excepción de aquéllos cuya interposición sea optativa." 
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En tal medida, las resoluciones administrativas adquieren el 
carácter de definitivas al momento de no existir en contra del acto de molestia, 
recurso previo de interposición obllgatoria. 

2.1.· ATENDIENDO A !A AUTORIDAD ®E LO EMITE 

Ya que el multicltado articulo 142 d<! la Le)' Aduanera señala que 
procede el recurso en comento, en contra de las resoluciones dictadas por las 
~utoridades aduaneras, resulta pertinente hacer u.n.anállsis de las autoridades 
aduaneras. 

Para tal efecto, a continuación se transcribe textualmente el 
contenldo del arúculo 3° de la Le)' Aduanera: 

"Articulo 3.- Las funciones adrnlnistrativas relativas a la entrada de 
mercancías al territorio nacional o a la sailda del mismo se realizaran por ll\s 
autoridades aduaneras. 

Los funcionarios y empleados públicos federales y locales, en la 
esfera de sus respectivas competencias )' cunndo las citadas autoridades 
aduaneras lo soliciten, deberán auxiliarlas en el desempeño de sus funciones. 
Asirnlsmo. están obligados a denunciarle los hechos de que tengan conocimiento 
sobre presuntas infracciones a esta Ley y a poner a su disposición las 
mercancías objeto de las mismas, si obran en su poder. Las autoridades 
migratorias, sanitarias, de comunicaciones, de marina, aduaneras y otras, 
ejercerán sus atribuciones en forma coordinada y colaborarán reciprocarnente 
en el desempeño de las rnlsmas. 

Las autoridades de la Secretaría de Hacienda y Crédito Ptibllco, 
colaborarán con las extranjeras en los casos y términos que señalen las leyes y 

los tratados internacionales en materia aduanera. 

Las empresas de participación estatal y las de caracter privado que 
operen puertos de altura o aeropuertos Internacionales, asl como quienes 
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participen en la administración de los mismos, deberán poner a disposición de 
las autoridades aduaneras las Instalaciones adecuadas para las funciones propias 
del despacho aduanero y las demás que deriven de esta Ley, y serán responsables 
de los gastos y costos que Implique el· mantenimiento de dichas Instalaciones. 
Cuando se trate de puertos sujetos a administración portuaria Integral, las 
Instalaciones para la función del despacho aduanero deberán estar señaladas en 
el respecllvo programa maestro de desarrollo portuario, mismo que deberá ser 
aprobado por la autoridad aduanera. 

Para Jos efectos de esta Ley se entiende por autoridades aduaneras 
las que de acuerdo con el Reglamento Interior de la Secretarla de Hacienda y 

Crédito Público, tengan competencia para ejercer las facultades que esta Ley 
establece." 

El primero de los cinco párrafos del citado artículo, se refiere al 

ámbito de competencld de las autoridades aduaneras atento a las funciones 
administrativas que conciernen a la entrada de mercancías al territorio 

nacional o a la salldd del mismo. Para efecto de conocer con precisión quiénes 
en México de acuerdo con la Ley se consideran autoridades aduaneras, debemos 
recurrir en primer término, a las disposiciones Constitucionales para, 
posteriormente, pasar a las de carácter ordinario y reglamentarlo. Las normas 
en esta materia con tenidas en las disposiciones de la primera jerarq uia se 
localizan en los artículos 89 fracciones 1 y XII, y 131 de la Constitución Polillca de 
los Estados Unidos ~lexicanos. 

El articulo 89 de nuestra Ley Suprema faculta al titular del Poder 
Ejecutivo para habilitar toda clase de puertos, establecer aduanas maritlmas y 
fronterizas y designar su ubicación. 

Por su parte, el articulo 131 de la Constitución prevé como facultad 
privativa de la Federación gravar las mercancías que se importen o exporten, así 
como aquellas que se encuentren en tránsito por el territorio nacional. 

De Igual manera, dicho articulo 131 permite al Congreso de la Unión 
facultar al Presidente de la República para que disminuya o suprima las cuotas 
de las tarifas de Importación y exportación, asl como para restringir y prohibir 
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las Importaciones, las exportaciones y el tránsito de prod11ctos, artfculos y 

efectos, cuando lo estime urgente. 

En relación con lo anterior, resulta pertinente transcribir el 

siguiente criterio emitido por el Primer Tribunal Colegiado e'n Materia 

Administrativa del Primer Circuito. 

"EXPORTACJON E IMPORTACIO,N. FACULTADES lEGIStATJVAS DEL PRESIDENTE.· El 

articulo 131 de la Constitución Federal establece que el Ejecutivo podrá ser 

facultado por el Congreso de la Unión para aumentar. disminuir o suprimir las 

cuotas de las tarifas de exportación e Importación, expedidas por el propio 

Congreso, y para crear otras, a fin de regular el comercio exterior, la economía 

del país, la estabilidad de la producción nacional o para realizar cualquier otro 

propósito en beneficio del país. Pero es claro que esto Incluye facultades para 

dictar normas relativas a la Interpretación y aplkaclón de dichas cuotas, ya que 

tales facultades no pueden considerarse marores o separadas de las consistentes 

en modificar o suprimir cuotas anteriores. o crear otras nuevas. Pues cuando la 

Constitución otorga ciertas facultades a una autoridad, para alcanzar una 

finalidad determinada, esas facultades Incluyen el uso de los medios adecuados 

para alcanzar ese fin, siempre que no se trate de medios legalmente prohibidos. 

sino de medios que se adapten al esplrltu de la Constitución y de las leyes. Y 

cuando el Presidente de la Republlca hace uso de tales facultades que le otorga el 

articulo 131 Constitucional, por medio de una autorización del Congreso, no 

puede decirse que las normas que dicte sean simplemente reglamentalias y de 

jerarquía Inferior a la de la ley en sentido formal." 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Amparo Directo Si7170.· E.R. Squlbb & Sons de México, S.A. de C.V.· 18 de febrero 

de 1974.· Unanlmldad de votos. 

Volumen 62, Sexta Parte, p. 36 
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También deben considerarse la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, el Reglamento Interior ll" la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, y la Ley Aduanera vigentes. 

De acuerdo con el segundo párrafo del citado articulo 3º de la ley 
Aduanera, se regula a los sujetos auxiliares de las autoridades aduaneras, por 
tratarse de asuntos de orden público. Asi, cualquier servidor público federal o 
local deberá auxlllarlos, si éstas lo solicitaren. Además, estarán obligados a 
denunciar hechos que se presuman violmorios de la Ley, y poner a disposición 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, las mismas mercancias si obrasen 
en su poder. la segunda parte de este párrafo alude a Ja coordinación y 

colaboración que debe haber entre las autoridades cuyos funcionarios se 
relacionan estrechamente. 

En el tercer párrafo, se reproduce la declaración de que la 
Secretaría del ramo y sus órganos de autoridad, colaborarán con las e.xtranjeras 
en materia aduanera de acuerdo con las leyes y tratados Internacionales 
vigentes. 

Por otro lado, la regulación legal del sistema aduanero mexicano 
establece una estructura Institucional que parte de la Secretarla de Hacienda y 
Crédito Público, siendo esta dependencia y particularmente su Titular la má.xima 

autoridad aduanera. 

En efecto, el articulo 31 de la Ley Orgánica de la Adnúnlstraclón 
Pública Federal, señala entre las atribuciones de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, la de dirigir los servicios aduanales y de inspección y la pollcia 

ftSCal de la Federación. 

la Ley Aduanera, en sus artículos 115 y 116, señala taxativamente 
las facultades del Ejecutivo Federal y de las autoridades fiscales, en materia 
aduanera, sin perjuicio de las señaladas por otras leyes y el Código Fiscal de la 

Federación. 
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a) Facultades del Ejecutivo Federal.- Además de las que le confieren 

otras leyes, las principales atribuciones del Poder Ejecutivo Federal en materia 

aduanera son las siguientes: 

1.- Establecer o suprimir aduanas fronterizas, interiores y 

maritlmas, designar su ubicación y funciones. 

2.- Suspender lo.s servicios de las oficinas aduaneras por el tiempo 
que juzgue conveniente, cuando as[ lo exija el interés de la nación. 

3.· Autorizar que el despacho de mercancías por las aduanas 

fronterizas nacionales, pueda hacerse conjuntamente con las oficinas aduaneras 

de paises vecinos. 

4.- Establecer o suprimir zonas libres y desarrollos portuarios y 

señalar sus límites. 

b) Facultades de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.- La 

Secretarla de Hacienda y Crédito Público tendra, •ulemas de las conferidas por el 

Código Fiscal de la Federación y por otras leyes, las siguientes facultades: 

1.- Señalar la circunscripción territorial de las aduanas, así como 

establecer y suprimir secciones aduaneras. 

2.- Comprobar que la importación y exportación de mercancías se 

realicen conforme a lo establecido en la Ley Aduanera. 

3.- Practicar el reconocimiento aduanero de las mercancías de 

importación o exportación en los recintos fiscales y fiscalizados. 

4.- Establecer la naturaleza, características, clasificación 

arancelaria, origen y valor de las mercancras de importación y exportación. 

5.- Determinar en cantidad líquida los !mpu~stos al comercio 

exterior, las cuotas compensatorias y los derechos omitidos por los 

contribuyentes o responsables solidarios. 
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6.- Exigir el pago de las ruotas compensatorias y aplicar el 

procedimiento administrativo de ejecuriún para hacer efectivas dichas cuotas, 
los Impuestos al comercio exterior y los derechos causados. 

Consideramos que la última fracción del articulo 116 de la Ley 
Aduanera, otorga facultades demasiado amplias a la autorid•ld, trayendo consigo 

la creación de nuevas facultades. situación del todo contraria a Derecho. En 

efecto, dicha fracción da la posibilidad a la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público, de aplicar las demás facultades que sean necesarias p.ira hacer efectivas 

las facultades que el propio precepto consigna. En tal medida, el apoyo en esta 

fracción, es violatorio de garantías, porque permite que la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público se convierta en legislador, postura del todo 

inconstltudonal. Corrobora lo anterior, por analogía, el siguiente criterio: 

"AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, FACULTADES DE LAS. LNITE.- El artículo 57 

del Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, no puede 

conceder facultades Implícitas a las autoridades que menciona en su último 

párrafo, en virtud de que las autoridades administrativas sólo tienen las 

facultades de que enumeradamentc están dotadas y cualquier ejercicio de 

facultades no conferidas, es un exceso en la comisión e Implica un acto nulo; por 

lo tanto, el limite de las facultades está donde termina su expresa enumeración. 

Además, las facultades de las autoridades no pueden extenderse por analogía, por 

igualdad ni por mayoria de razón a otros casos distintos de los expresamente 

previstos; la ampliación de facultades así ejercida significarla la creación de una 

nueva facultad por lo que el intérprete sustituirla indebidamente al legislador 

constituyente que es el único que puede investir de facultades a los poderes 

federales." 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

cmcurro. 

Amparo Directo 844/87.- Refacciones y Maquinaria Pesada, S.A.- 9 de junio de 

1988.- Unanlmldad de votos.- Ponente: José Méndez Calderón.- Secretario: Héctor 

Fernando Piftera Sánchez. 
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Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Tribunales Colegiados de 

Circuito, Enero ·Julio de 1988, 2a. parte l. 

Ahora bien, de acuerdo con el articulo 3°, último párrafo de la Ley 

Aduanera, se entiende por autoridades aduaneras las que de acuerdo con el 

Reglamento Interior de la Secretarla de Hacienda y Crédito Público, tengan 

competencia para ejercer las facultades que la citada Ley establece. En tal 

medida, conforme a la Ley A,duanera y particularmente el Reglamento Interior 

de la Secretarla de Hacienda y Crédito Público, las principales autoridades 

aduaneras encargadas de la aplicación de la legislación aduanera son las 

siguientes: 

l. UNIDADES ADMINISTRATIVAS CENTRALES 

a) La Secretarla de Hacienda y Crédito Público 

b) Ln Subsecretaria de Ingresos 

c) La Dirección General de lnterventorla 

d) La Dirección General de Política de Ingresos y Asuntos Fisca·· 

les Internacionales 

el La Administración General de Auditoria Fiscal Federal 

e.1) La Adntlnlstraclón Especial de Auditoria Fiscal 

O La Administración General Jurldlca de Ingresos 

f,1) La Adntlnlstraclón Especial Jurídica de Ingresos 

g) La Admlnlstraclón General de Aduanas. 

11. UNIDADES ADMINISTRATIVAS REGIONALES 

a) Las Administraciones Regionales 

b) Las Administraciones Locales 

c) Las Aduanas 

Como ya dijimos, de acuerdo con el articulo 3° de la Ley Aduanera, se 

entiende por autoridades aduaneras las que de acuerdo con el Reglamento 

Interior de la Secretarla de Hacienda y Crédito Púbico, tengan competencia para 

ejercitar las facultades que consigna dicha Ley. 
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Ahora bien, resulta pertinente destacar, que toda autoridad fiscal 

que sea competente para determinar crédito• federales, se considera para efectos 
legales como autoridad aduanera, y no sólo aquella autoridad que finque crédltos 

reialivos al comercio exterior. Corrobora lo anterior el siguiente precedente que 
a continuación transcribo: 

"AUTORIDADES ADUANERAS.- El artículo 3º último párrafo de la Ley Aduanera 

establece que para efectos de dicha Ley se entiende por autoridades aduaneras a 
aquellas que de acuerdo con el Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda 

y Crédito Público tengan competencia para ejercer las facultades que la Ley de la 

materia establece; por tanto, si en los térnúnos del articulo 116 fracciones 11 y XV 

de la citada Ley, en relación con el articulo 129 apartado A, fracciones XXVII y 

XXX del Reglamento Interior citado; publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 17 de enero de 1989, reformado y a<.Ucionado por los decretos publicados en el 

mismo Organo Oficial los días 4 de enero y 30 de octubre de 1990, se fija como 

competencia de las Administraciones Fiscales Federales las de determinar 
impuestos y sus accesorios de carácter federal a cargo de los contribuyentes, 

responsables solidarios y demás obligados e imponer las multas por infracción a 

disposiciones fiscales, deben considerarse autoridades aduaneras si en las 

resoluciones Impugnadas en juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la 

Federación se determinan diferencias de impuestos al comercio exterior.(4}" 

Juicio Atrayente No. 36/92/iSl/91-VJI.- Resuelto en sesión de 3 de septiembre de 

1993, por mayoria de 6 votos y 2 en contra.- Magistrado Ponente: Carlos Franco 

Santibáñez.- Secretario: Lic. Miguel Toledo Jimeno. 

Texto aprobado en sesión de 2 de noviembre de 1993. 

A fojas 11, Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. 3a. Epoca, Año VI, 

Noviembre de 1993, Número 71. 

De la transcripción anterior, se desprende con gran claridad que las 

autoridades aduaneras no sólo son aquellas que tengan competencia para 
determinar Impuestos al comercio exterior, sino se hace extensivo a todas 

aquellas autoridades que tengan facultades para determinar Impuestos y 

accesorios de carácter federal, al ser la materia aduanera de lndole federal. 
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2.2.· ATENDIENDO A LAS CONTRIBUCIONES -Y ACCESORIOS 
DETERMJNADOS 

De acuerdo con el articulo 3 5 de la Ley Aduanera, las mercanc(as 
que se Internen al país y las que se expidan al exterior, causan los siguientes 
Impuestos: 

1) Impuestos a h\ lmportaclon.· Estos responden a las características 
siguientes: 

a.· General, conforme a la tarifa de la Ley respectiva: 

11) Impuestos a la exportación.· Sus niveles y principales 

peculiaridades los detallamos seguidamente: 

a.· General, conforme a la tarifa de la l.ey respectiva. 

Los Impuestos al comercio exterior en México son de Cilrácter 
federal y se encuentran previstos en los siguientes ordenamientos: 

l.· Ley de Ingresos de la Federación. 

2,· Leyes de Impuestos Generales de Importación y Exportación. 

3.· Ley Aduanera. 

Es Importante destacar la trascendencia práctica de la previsión de 

los Impuestos a que alude la Ley Aduanera en diversas disposiciones, pues tanto 
el Impuesto al Valor Agregado (IVA) como el Impuesto Especial sobre Producción 

y Servicios (IEPS), son contribuciones que gravan actividades en materia de 

Importación y exportación. Esto tiene Interesantes repercusiones ya que se 

plantea la Interrogante sobre si la autoridad aduanera al facultársele para 
determinar los Impuestos al comercio exterior, puede determlnar también el !VA 

y el IEPS. SI nos cei\lmos a un criterio estrictamente formal dlrlamos que el rYA 
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y el IEPS son Impuestos que aún cuando gravan actividades relativas a la 
importación (que son parte del comercio exterior), tanto la ley de Ingresos de la 
Federación, como Ja ley Aduaneríl y su respectivo Reglamento, literalmente no 
los consideran como pane de los tributo,~ que gravan esa actividad econónúca. 

En lo que se refiere a la ley de Ingresos de Ja Federación, se 
enumeran los Impuestos federales que estarán en vigor en el ejercicio fiscal 
correspondiente; de acuerdo con el Reglamento de Ja ley Aduanera, se establece 
que en los casos en que la ley Aduanera o el propio Reglamento se refieran a 
impuestos, se entenderá que se trata e'.,, los impuestos al comercio exterior, como 
se deprende de Ja lectura del artículo 1° de dicho Reglamento que dice: 

'Artículo l. En los casos en que la Ley Aduanera o este Reglamento 
se refiera a impuestos. se entenderá que se trata de los impuestos al comercio 
exterior; cuando en los citados ordenamientos se aluda a contribuciones, se 
considerarán comprendidos dichos Impuestos y Jos derechos por servicios 
aduaneros previstos en la ley Federal de Derechos; y si en los mismos se hace 
referencia a determinar en cantidad lfqulda los créditos fiscales, se entenderá 
que se trata de la determinación del monto de las contribuciones mencionadas y, 
en su caso, de sus accesorios. 

Cuando este Reglamento se refiera a la ley, se entenderá que se trata 
de la Ley Aduanera y si se alude a Ja Secretaría, que es la de Hacienda y Crédito 

Público." 

De las anteriores consideraciones concluimos que los Impuestos a 
que Ja Ley Aduanera se refiere, deben de comprender de acuerdo a una 
Interpretación sistemática, todas aquellas cargas tributarlas que ~fecten 

operaciones de comercio exterior, entre las que se encuentran el IVA y el JEPS, 
cuya liquidación puede ser efectuada por la autoridad aduanera sin que exista 

Impedimento para ello. 

3.- RESOLUCJON DEL RECURSO 
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·Antes de la modificación Incorporada al Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 4 de enero de 1990, los recursos de revocación en materia 
aduanera eran presentados ante Ja autoridad emisora del acto mismo, que los 
remitla a la Dirección de Procedimientos Legales de Ja Dirección General de 

Aduanas, unidad admlnlstratlva a la que se confería por el ordenamiento citado 
su conocimiento, trámite y resolución. 

Posteriormente, los recursos de revocación a que alude la Ley 
fueron tramitados y resueltos por la Dirección General Técnic.t de Ingresos de la 
Subsecretaría de Ingresos de la Secretaria de Hacienda y Crédito Públlco. 

Actualmente, para conocer la autoridad encargada del trámite y 
resolución del recurso de revocación en materia aduanera. resulta necesario 
considerar el articulo 125 del actual Reglamento Interior de la Secretarla de 
Hacienda y Crédito Público, articulo contenido en el capitulo XI denominado 
"Competencia en Materia de Recursos Administrativos >. otras Disposiciones 
Generales"'. De dicho articulo, se desprende que las autoridades encargadas de 
dicho trámite y resolución son las siguientes: 

l.· Tratándose del Recurso de Revocación previsto en el Código 
Fiscal de la Federación: 

a).· La Administración General Jurídica de Ingresos, cuando se 
controviertan resoluciones dictadas por ella misma o por cualquier unidad 
administrativa adscrita a la Subsecretaria de Ingresos, o por las autoridades 
fiscales de las entidades federativas en materia de Ingresos coordinados. 

b).· La Administración de Recursos Administrativos, cuando se 
Impugnen resoluciones dictadas por las unldades adrnlnlstratlvas que dependan 
de las Direcciones Generales o de las Administraciones Generales adscritas a Ja 
Subsecretaria de Ingresos, por las Administraciones Locales. por las unidades 
adrnlnistratlvas que dependan de éstas, las aduanas o por las autoridades fiscales 
de las entidades federativas en materia de Ingresos coordinados. 
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c).- La Administración Especial Jurídica de Ingresos, ·cu.ando se 

impugnen resoluciones dictadas por dicha Administración o por las 
Administraciones Especiales de Recaudación y de Auditoría Fiscal o por sus 
unidades administrativas. 

d).- También serán competentes las Administraciones Locales 
Jurídicas de Ingresos, cuando se Impugnen resoluciones de una autoridad 
aduanera cuya sede se encuentre comprendida dentro de su circunscripción 
territorial. 

11.· Tratándose del recurso administrativo de revocación contra las 
resoluciones en materia de certificación de origen y de los actos que apliquen 
cuotas compensatorias definitivas, las Administraciones General, Especial y 

locales Jurídicas de Ingresos. 

En cuanto a la resolución del recurso de revocación en materia 
aduanera, le son aplicables todas las disposiciones y observaciones que hicimos 
en la parte final del capitulo anterior, cuando tratamos lo referente a la 
resolución de los recursos administrativos. 

4.· INTERPOSICION DEL RECURSO 

Resulta de cardinal Importancia dilucidar si el recurso de 
revocación contemplado por la legislación aduanera es de agotamiento 
obligatorio, o si por el contrario, de agotamiento opcional. Es decir, es 
importante detennlnar si en contra de las resoluciones definitivas que dicten las 
autoridades aduaneras se debe agotar el recurso de revocación antes de 
Interponer juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación, o bien, si dicho medio 
de defensa es optativo para el Interesado, ya que de acorde con el principio de 
deflnltlvldad que rige a los recursos e Instancias administrativas, los 
contribuyentes se ven obligados a promoverlos, p_revio al Juicio de nulidad o al 
amparo, salvo ,en casos muy excepcionales en que se les ha dado el carácter de 

agotamiento optativo. 
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Esto tiene su razón de ser dado que comunmente en la práctica se 
ha visto que los recursos administrativos no son del todo eficaces, y ello obedece 

a cuestiones negativas que se reflejan dentro del sector gubernamental que se 

encarga de tramitarlos y resolverlos, cuestiones tales como la Ignorancia o el 
desvío de poder. todo ello en grave detrimento de la administración de justicia y 

de las garantías de audiencia, legalidad y debido proceso consagradas en los 

artlculos 14 y 16 Constitucionales. 

En tal medida, resulta obvio que en los casos en que el recurso 

administrativo sea optatlvo, los p.irtlculares preferirán acudir dlrect;unente ante 

la Sala Regional competente del Tribunal Fiscal de la Federación, a menos que se 

pretenda con el agotamiento de dicho recurso ganar tiempo y en su oportunidad. 

hacer valer la prescripción o caducidad. Al respecto, resulta pertinente hacer la 

debida aclaración sobre cuando un recurso administrativo se torna optativo y 

cuando obligatorio, y para tal efecto transcribo el siguiente precedente: 

"RECURSOS ADMINISTRATl\'OS, CUANDO SON OPTATl\'OS y CUANDO so~ 

OBLIGATORIOS.- SI el particular resulta afectado por una resolución 

administrativa y la ley del acto le otorga la posibilidad de recurrirla empleando 
el vocablo "podrán'', éste no debe ser Interpretado como la posibilidad optativa o 

alternativa a cargo del particular de elegir especlflcamente entre recurrir la 

resolución que le afecta, o bien, la no Interposición del recurso, pues la 

Intención del legislador al utilizar el vocablo "podrán" sólo da cumplimiento al 

Imperativo constitucional. de legitima defensa y garantía de audiencia al 

establecer para el afectado por una resolución un camino o posibilidad de 

solicitar ante la autoridad Inmediata superior de la responsable la revisión de 

dicha resolución, es decir, se da la oportunidad al particular de que en caso de 
que no esté de acuerdo con la resolución apoyada en la ley del acto puede elegir 

entre recurrir la resolución o no recurrirla, lo que traerla consigo en este 

último supuesto el consentimiento tácito de la citada resolución, pero nunca la 

oportunidad para acudir directamente al juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal 
de la Federación y obviar la tramitación del recurso administrativo procedente. 

Asimismo, el vocablo "podrán" (Inflexión del verbo poder) slgnlflca según el 

Diccionario de la Real Academia de la lengua Espailola, en su vigésima edición, 

"tener expedita la facultad de potencia de hacer una cosa. Ser contingente o 
posible que suceda una cosa. Tener facilidad, tiempo o lugar de hacer una cosa", 
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significados que difieren absolutamente con el término "optar" y "optativo", que 

slgnlflca según el diccionario de rcícrencla, "escoger una cosa entre. varias, 

acción de.". De tal manera que, Sl!mánticamente, ambos términos no tienen 
equivalente entre si, menos aún posibilidad de sinonimia, por lo que de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la ley Federal de Protección al 

Consumidor no es dable Interpretar la voz "podrán" como facultad para optar o 

elegir entre la interposición del recurso de revisión (ante la Inmediata 
autoridad, superior de la responsable) o la posibilidad de promover un juicio de 

nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación, circunstancia que nos permite 

concluir que el recurso administrativo que las personas afectadas por las 

resoluciones dictadas con fundamento en la Ley de la materia que actualiza el 
núsmo, "podrán" Interponerlo con apoyo en el propio ordenamiento legal, no 

siendo optativo o alternativo agotarlo, sino obligatorio y previo al juicio fiscal." 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Amparo en revisión 1541/87.- Margarita Borrego Parcayo Vda. de Salgado y 

otro.- 20 de abril de 1988.- Unanimidad de votos.- Ponente: Samuel Hemández 

Vlazcán.- Secretarlo: Francisco Javier Cárdenas Ramirez. 

Sostiene la misma tesis: 

Revisión fiscal 451/90.- Saúl Régules.- 28 de junio de 1990.- Unanimidad de 

votos.- Ponente: Samuel Hernández \'lazcán.- Secretario: Salvador Mondragón 

Reyes. 

A fojas: 414, 415.- Suprema Corte de justicia de la Nación.- Semanario Judicial de 

la Federación.- Octava Epoca.- Tomo VII.- Enero de 1991.- Pleno, Salas y 

Tribunales Colegiados de Circuito.- México. 

De acuerdo con el texto de la Ley Aduanera, el recurso de revocación 

debe de agotarse previamente a la interposición de cualquier otro medio legal de 
defensa. Por su parte, el Código Fiscal de Ja Federación señala que la 

interposición de dicho recurso es de carácter optativo para el Interesado antes de 

acudir al Tribunal Fiscal de la Federación. 
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Esta discordancia entre la Ley Aduanera y el Código Fiscal de la 

Federación, ha dado lugar a múltiples confusiones para los administrados así 

como diversas interpretaciones por parte de los órganos de justicia, la autoridad 

hacendarla y los diversos tratadistas del Derecho Aduanero. 

De acuerdo con el maestro Carvajal Contreras, esta antinomia entre 

los dos cuerpos de leyes tr'!jo consigo una serie de inconvenientes para los 

administrados, no obstante que a todas luces es claro que la norma que debe 

aplicarse es la del Código Fiscal por ser la de mayor rango jurídico al ser la 

disposición. especial para la aplicación de los recursos administrativos, además 

que los recursos que las leyes establecen como medios de defensa de los 

particulares no deben constituir trampas procesales donde caigan los 
administrados. 48 

Al respecto, dicho autor cita el siguiente precedente del Primer 

Tribunal Colegiado del Primer Circuito en Materia Administrativa: 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS, PROCEDENCIA DE LOS.· No siendo manifiesta !J. 

improcedencia de los recursos, aún siendo opinable la cuestión, las autoridades 

deben entrar al fondo de los asuntos que se les plantean. pues los recursos, 

juicios y medios de defensa en general, han sido creados para otorgar a los 

ciudadanos medios legales de facilitar las defensas de sus derechos, por lo que al 

examinar su procedencia, no deben ser tratados con un rigorismo que los 

convierta en trampas procesales que, en vez de facilitar, obstacui!cen la defensa 

de tales derechos. La intención del legislador no debe estimarse como la de crear 

un laberinto en el que se extravíen los afectados por resoluciones 

administrativas, sino como medios para lograr, en un estado de derecho, la 

solución legal de los conflictos y controversias." 

Amparo Directo 585170.- Productos Etna, S.A.- 19 de julio de 1973.- Unanimidad de 

votos. 
Amparo en Revisión 277/73.- Alberto J. Farjl, S.A.- 10 de jui!o de 1973.­

Unanlmldad de votos. 

48 Carvajal Contreras, Máximo, Derecho Aduanero, Cuarta Edición, Editorial Porrúa, S.A., 
México, 1993, p. 439. 
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Amparo en Revisión 491/73.- Gulllermo Barroso Chávez y Valezzi, S.A.- 4 de 
septiembre de 1973.- Unanimidad de votos. 

Amparo en Revisión 344/73.- Sindicato de Empleados en la Empresa de Frontón, 

Coi1e.xos y Simllares,CROC.· 10 de septiembre de 1973.- Unanil!11dad de votos. 
Amparo Directo 411/73.- Afianzadora Insurgentes, S.A.- 24ae septiembre de 
1973.- Unanimidad de votos. 

Tanto el Tribunal Fiscal de la Federación, en diversos precedentes, 

como la propia Dirección General de Aduanas, mediante un oficio circular de 

fecha 3 de abril de 1985, publicado en el Diario Oficial de la Federación del día 22 

del mismo mes, reconocieron que de acuerdo con el espiritu del Código Tributario 
Federal, el recurso de revocación es de agotamiento opcional para el interesado. 

Por su parte, el Primer Tribunal Colegiado del Primer Circuito en 

Jurisprudencia firme estableció lo siguiente: 

"LEY ADUANERA. RECURSO DE REVOCACION Y EL JUICIO ADMINISTRATfVO DE 

NULIDAD SON OPTATIVOS.· Si bien es cierto que el artículo 142 de la Ley 

Aduanera, establece que contra las resoluciones definitivas, proceden los 

recursos establecidos en el Código Fiscal, los cuáles deben de agotarse 
previamente a cualquier otro medio de defensa, no menos cierto es que, al 

facultar el articulo 125 del Código Fiscal, al interesado, para optar entre el 

recurso de revocación y el juicio de nulidad, habiendo escogido la quejosa esta 

última vía, 1J demanda de nulidad debe admitirse." (216) 

Amparo en Revisión 164/85.- Industrial Papelera Mexicana, S.A. de C.V.- 1° de 

Noviembre de 1985.- Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Zapata Mayorga. 

Primer Tribunal Colegiado, Informe 1985, Tercera Parte, pág. 133. 

Según nuestro punto de vista, la razón lógica por la cual la 

interposición del recurso de revocación se vuelve optativo, es debido a que como 

se Impugnan cuestiones de fondo, éstas pueden ser resueltas por la autoridad que 

las emitió o directamente por el Tribunal Fiscal de la Federación, ya que se va a 

resolver en defln.itlva el asunto, a diferencia de que en el recurso de oposición al 
procedimiento administrativo de ejecución, en el cual se van a tratar cuestiones 
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de forma y no de fondo, seria Inoportuno acudir directamente al Tribunal Fiscal 

de la Federación. Por lo tanto, al resolverse un asunto que versa sobre el punto 

medular o de fondo del asunto, la misma autoridad que emitió el acto impugnado 

puede conocer de él; o en su caso, acudir directamente ante la Sala Regional 
competente del Tribunal Fiscal de la Federación. 

Es decir, el recurso de oposición al procedimiento administrativo de 
ejecución es de agotamiento obligatorio, ya que en él frecuentemente se debaten 

fallas en la vía de hecho, si se cumplieron o no J,1s form.11idades esenciales del 

procedimiento, etc., por lo que resulta más razonable que éstos agravios se 

revisen primero por la propia autoridad encargada de cumplir con este 

procedimiento, para que si encuentra justificada la objeción del recurrente. 

pueda subsanar la falta con mayor eficiencia y así los asuntos solo lleguen a los 

Tribunales en los casos de diferente apreciación de los hechos o del derecho, en 

su caso, con mayor economia procesal y financiera para los gobernados y para el 

Estado, evitando al mismo tiempo la saturación innecesaria de los tribunales. 

Por lo tanto, resulta incomprensible e llóglrn la actuación del 

legislador que ha regulado en forma errónea el recurso de revocación en esta 

materia, ya que en 1982 dictó el precepto en los términos actuales y ante las 

Inconformidades y resoluciones jurisprudenclales como la ya citada, varió la 

norma en el año de 1985 para ordenar que la interposición era optativa. Sin 

embargo, volvió a modificar el articulo 142 para quedar en los términos en que 

estaba en 1982, por lo que nuevamente se creó una grave confusión para el 

contribuyente, convirtiendo al recurso de revocación en materia aduanera en 

una mera trampa procesal. Corrobora lo dicho la Jurisprudencia A-33 de la Sala 

Superior del Tribunal Fiscal de la Federación que dice: 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 13, IS fracción 1 de 

la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación y 261, segundo párrafo, del 

Código Fiscal de la Federación, al resolver los juicios de competencia atrayente 
números 100( 14)/55/91/1352/91, 100( 1-1)/277 /921564/92 y 100(14)/36/92/781/92-

VII resueltos en sesiones del 10 de agosto de 1993, 22 de octubre de 1993 y 3 de 
septiembre de 1993, por unanimidad de 7 votos, por mayoría de 6 votos y 1 en 

contra y por mayoría de 6 votos y Z en contra respectivamente, se fija la 

Jurisprudencia A-33 que es del tenor literal siguiente: 
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"RECURSO DE REVOCACION EN MATl'ltlA ADlJANAL.· PREVIAMENTE A LA 

INTERPOSICION DEL JlllCIO DE NllLIDAll, llEBE AGOTARSE ESTE RECURSO.· De 

conformidad con el articulo 142 de la 11'y A<luanera vigente a partir de 1991, en 

contra de las resoluciones definitivas que dicten las autoridades aduaneras, 

procederán los recursos establecidos en el Código Fiscal de la Federación, 

precisándose que el recurso de revocación deberá agotarse por el interesado 

antes de Interponer juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación; por su parte 

el último párrafo del articulo 3° de la clt::ida ley señala que se entiende por 

autoridades aduaneras las que de acuerdo con el Reglamento Interior de la 

Secretarla de Hacienda y Crédito Público tengan competencia para ejercer las 

facultades que la Ley Aduanera establece: por lo que si en el Reglamento 

Interior de dicha Secretaría se otorgan a una dependencia facultades para 

determinar créditos fiscales en los términos de la muitlcltada Ley Aduanera, para 

impugnar resoluciones en que se hagan tales determinaciones, será obligatorio 

previamente al juicio de nulidad el recurso de revocación, atendiendo a lo 

dispuesto por la fracción 111 del articulo 117 del Código Fiscal de la Federación 

vigente a partir de 1992, en relación con el diverso 142 de la Ley Aduanera antes 

cirndo, ya que se considera que dicha dependencia actúa como autoridad 

aduanera y, por lo tanto, el recurso de revocación es de agotamiento obligatorio, 

antes de promover juicio de nulidad." 

Así lo acordó la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación en sesión del 

dla 3 de marzo de 1994. Firman, el Magistrado Gilberto García Camberos, 

Presidente del Tribunal Fiscal de la Federación y el Licenciado Aveiino C. 

Toscano Toscano, Secretario General de Acuerdos que da fe. 

A fojas: 52, 53.· Revista del Tribunal Fiscal de la Federación.· 3a. Epoca.· Mo VII.· 

~larzo de 1994.· Número 75. 

Dicha antinomia entre ambos criterios ha dado como consecuencia 

que la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya resuelto la denuncia de 

contradicción de tesis sustentadas en juicio de amparo en materia administrativa, 

por diversos Tribunales Colegiados de Circuito. 
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En efecto, el Primer Tribunal Colegiado del l'rimer Circuito al 

resol\'er el amparo directo administrat11•0 128/92, dio lugar a la tesis aislada No. 

32 que dice: 

"CONTE!'ICIOSO ADMINISTR-\TIVO.-ARTICULO 142DE1A l.EY ADUANERÁ, RECURSO 

DE RE\'OCACION, DEBE AGOTARSE ANTES DE OCURRIR AL JUICIO DE NULIDAD EN 

EL- De una correcta interpretación al artículo 142 de la Ley Aduanera, se 

desprende que tratándose de .resoluciones definitivas que dicten las autoridades 

aduaneras. antes de interponer juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 

debe agotarse el recurso de revocación previsto en el precepto mencionado. toda 

vez que la resolución impugnada es la recaída en un procedimiento 

administrativo de investigación y audiencia, que se rige por una ley fiscal 

especial, la cual viene a ser, la ley Aduanera, misma que debe prevalecer sobre 

la ley general, Código Fiscal de Ja Federación. Por consiguiente, si la quejosa 

antes de presentar el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación no 

agot~1 previamente el recurso de rc,·ocación, se actualizan las causales de 

Improcedencia establecidas en el artículo 202, fracciones VI y XII del Código 

Fiscal de la Federación." 

Primer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito.- Amparo Directo Administrativo 

128·92.· Yolanda Hipon Molina.· 28 de mayo de 1992.- Unanimidad de votos.­

Ponente: Magistrado Lic. Ismael Castellanos Rodríguez.- Secretario: Lic. Jorge 

Erik ~lontes Gutlérrez. 

Por su parte, el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito al 

resolver el amparo directo 27 4192, originó la Tesis aislada :-<o. 13/92 cuyo texto es 

el siguiente: 

"R[-Cl"RSO DE REVOC\CION, ES OPTATIVO AGOTARLO ANTES DE ACUDIR AL JUICIO 

AD~ll:\ISTRATIVO DE NULIDAD (LEGISLACION ADUA!'IERA).- Aún cuando el 

artículo 142 de la Ley Aduanera, establece que contra las resoluciones 

definitivas, procede el recurso de revocación establecido en el Código Fiscal de la 

Federación, también lo es que el propio Código en sus artículos 120 y 125 

establece en forma expresa que resulta optativo para el contribuyente, agotar el 

recurso de revocación o promover directamente en contra de dicho acto, Juicio 

ante el Tribunal Fiscal de la Federación, lo que lleva a colegir que no es 



- 113 -

necesario agotar el principio de definitividad antes de acudir al Tribunal Fiscal 

de la Federación, luego, si el contribuyente optó por Interponer el juicio de 

anulación y no el recurso de revocación, su proceder es conforme a derecho, por 

lo que al no haberlo estimado así la ·sala responsable vulneró los preceptos 
úlUmamente citados por falta de aplicación, puesto que debió admitir Ja demanda 
de nulidad" 

Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito.- Amparo Directo 274/92.- Asag 

Arrendadora, S.A. de C.V.- 10 de julio de 1992.- Unanimidad de \'Otos.- Ponente: 

José Enrique Moya Chávez.- Secretario: Francisco Raúl Méndez Vega. 

En el amparo directo 128/92, que dió Jugar a Ja tesis aislada 32, el 

Primer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito sostiene medularmente que del 

articulo 142 de la Ley Aduanera se desprende que tratándose de resoluciones 

definitivas que dicten las autoridades aduaneras, antes de interponer el juicio de 

nulidad ante el Tribunal Fiscal de Ja Federación, debe necesariamente agotarse el 
recurso de revocación. 

Así mismo sefütla que aún y cuando en el último párrafo del 

articulo 11 i del Código Fiscal de Ja Federación se prevé la excepción de que el 

recurso de revocación citado no procede contra las resoluciones que decidan el 

procedimiento administrativo de investigación y audiencia, no es aplicable al 

caso, ya que dicha excepción proviene de una regla de carácter general, es decir, 

del Código Fiscal de Ja Federación. Sigue diciendo que si la ley fiscal especial, la 

Ley Aduanera, prevé un recurso administrativo que se tenga que agotar antes de 

la Interposición del juicio de nulidad y el Código Fiscal de la Federación no lo 

establece, resulta claro que debe prevalecer la ley especial, que en el caso 

concreto es el articulo 142 de la Ley Aduanera, que consigna el agotamiento 

previo de dicho recurso. 

Por su parte, el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito en el 

amparo directo 274/92 aduce en esencia que si bien es verdad que el articulo 142 
de la Ley Aduanera establece que proceden los recursos establecidos por el 

Código Fiscal de la Federación, en contra de las resoluciones que dicten las 

autoridades aduaneras, y que de ello se puede colegir que se deben agotar 

previamente a cualquier otro medio de defensa, el propio Código Fiscal de la 
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Federación establece en forma expresa que el recurso de revornción resulta 

optativo para el contribuyente, es decir, da la posibilidad de hacer valer dicho 

recurso antes <le acudir en juicio al Tribunal Fiscal de la Federación, o acudir 

directamente en juicio ante dicho tribunal. 

Abunda diciendo que no es necesario agotar el principio de 

deflnitividad antes de acudir al Tribunal Fiscal de la Federación, sino que el 

afectado puede indistintame(lte optar por cualesquiera de los procedimientos 

se11alados. 

De lo expuesto por ambos órganos colegiados, se advierte que 

sostienen tesis contradictorias, ya que el Primer Tribunal Colegiado del Octavo 

Circuito sustenta el criterio de que la ley especial (ley Aduanera), prevalece 

sobre la ley general (Código Fiscal de la Federación), ya que tratándose de 

resoluciones definitivas que dicten las autoridades aduaneras, debe agotarse el 

recurso de revoc.1cion previsto en el articulo 142 de la Ley Aduanera, antes de 

interponer juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal Federal. 

Por su parte, el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito 

sostiene que aun y cuando el artículo 142 de la Ley Aduanera establece que 

proceden los recursos establecidos por el Código Fiscal de la Federación y que 

deben agotarse previamente a cualquier otro medio de defensa, el propio Código 

Fiscal de la Federación establece que el recurso de revocación es optativo para el 

contribuyente, por lo que no es necesario agotar el principio de definitividad 

antes de acudir en juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló al 

resolver la contradicción de tesis planteadas, que debía prevalecer el criterio 

sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, es decir, dando al 

recurso de revocación en materia aduanera el cáracter de optativo antes de 

acudir al juicio de nuildad. 

En efecto, señala que del articulo 142 de la Ley Aduanera se 

desprende que en contra de las resoluciones definitivas dictadas por las 

autoridades aduaneras, procederán los recursos establecidos por el Código Fiscal 
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de la Federación, siendo este recurso de agotamiento obligatorio para el 

interesado antes de Interponer juicio ante el Tribunal Fiscal de Ja Federación. 

Sigue diciendo que de los artículos 117, 120 y 125 del Código Fiscal de 
la Federación se desprende que dicho medio legal de defensa resulta optativo 

para el Interesado, es decir, se puede impugnar un acto a través de dicho recurso 
o Interponer directamente juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal Federal. 

Concluye indicando que resulta claru que la ley general prevalece 

sobre la especial, es decir, que el Código Fiscal de Ja Federación impera sobre Ja 

Ley Aduanera, ya que aún y cuando esta última dispone la obligatoriedad del 

recurso de revocación, dicho medio de defensa no. está establecido en Ja ter 

Aduanera, sino en la ley general, el Código Fiscal de la Federación, que es el 

ordenamiento que Jo preve expresamente y determina su procedencia, siendo en 
este caso de naturaleza optativo. 

Por tal motivo, al haberse resuelto por nuestro Máximo Tribunal la 

contradicción de tesis se1l.iladas, dló Jugar a la Jurisprudencia 9/9-1 que a 

continuación me permito transcribir: 

"REVOCAC!ON. ES OPT ATl\'O AGOTAR ESE RECURSO ANTES DE ACUDIR Al JUICIO DE 

NUUDAD (lEGJSLACIO:-: . .\DUANERA).- Tomando en consideración que la ley 

Aduanera, ordenamiento general y propio de Ja materia que regula, esto es la 

aduanera, en su artículo 1-IZ, establece que el Interesado, antes de promover el 

Juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación, debe agotar el recurso de 
revocación, mientras que el Código Fiscal de la Federación, ordenamiento 

especial y propio de la regulación del juicio de nulidad fiscal, faculta al 

interesado para impugnar. si asl lo desea, el acto por medio del recurso de 

revocación o acudir directamente ante el Tribunal Fiscal de Ja Federación a pedir 

su anulación (evento este último que no da motivo a declarar improcedente el 
juicio de nulidad), resulta evidente que, siendo principio general de derecho que 

la ley especial debe prevalecer sobre la ley general y, en el caso, la ley especial o 

específica de regulación del juicio de nulidad fiscal lo es prec.\samente el Código 
Fiscal de Ja Federación, es de concluirse que debe estarse a lo dispuesto en este 

ordenamiento y, por ende, resulta optativo para el interesado agotar el recurso 
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de revocación que prevén los artlculos 117, fracción Ill, del Código Fiscal y 142 
de la Ley Aduanera, antes de promover el julclo de nulidad." 

Contradicción de Tesis.· Varios 49/92.· Entre las sustentadas por el Primer 

Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado· del Quinto 

Circuito.· 14 de febrero de 1994.· Mayoría de 4 votos.· Disidente: José Manuel 

Villagordoa Lozano.· Ponente: Noé Castañón León.· Secretarlo: Jorge Farrera 

Villalobos. 

Texto aprobado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en sesión privada de 2i de junio de 1994.· Unanimidad de votos de los señores 

ministros: Presidente: Atanaslo González Martlnez, Carlos de Silva Nava, José 

Manuel Vlllagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores y Noé Castañón León. 

Es por ello, que de acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Tribunal Supremo en nuestro sistema jurídico, el recurso de revocación 

en materia aduanera es de agotamiento opcional. es decir, el afectado por una 
resolución aduanera puede elegir entre agotar el recurso previsto por el artículo 

l.¡2 de la Ley Aduanera, o en su caso, recurrir dicha resolución directamente 

ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

La citada Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación es obligatoria para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los 

Juzgados de Distrito, y el Tribunal Fiscal de la Federación, de acuerdo con lo 

dispuesto por el articulo 192 de la Ley de Amparo. Por tal razón, el criterio que 

debe Imperar es la citada Jurisprudencia de nuestro Máximo Organo de Justicia, 

sobre los demás razonamientos ya expuestos. 

S.· COMENTARIOS 

Disentimos del criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, ya que aún y cuando consideramos que el recurso de revocación 

debe ser un medio legal de defensa de agotamiento opcional para los 

particulares, las razones expuestas por ese H. Tribunal no son del todo correctas. 
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En efecto, el ·articulo 142 de la Ley Aduanera enfáticamente señala 

que el recurso de revocación deberá agotarse. por el ·Interesado antes de 

ln!erponer juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Por su parte, el artlculo 120 del Código Fiscal de la Federación, 

sellala que la Interposición del recurso de revocación será optativa para el 

Interesado antes de acudir a dicho Tribunal. 

Ahora bien, seilala la Suprema Corte de Justicia, que es evidente que 

la le>' general prevalece sobre la especial, dado que aún y cuando en la Ley 

Aduanera el citado articulo 142 dispone que el interesado antes de Cnterponer 

juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación debe agotar el recurso de 

revocación, lo cieno es que dicho recurso no es establecido por la Ley Aduanera, 

sino por la ley general, es decir, el Código Fiscal de la Federación, ordenamiento 

que si lo prevé expresamente y determina su procedencia. 

Cabe seilalar, que de acuerdo con el articulo lº del Código Flscal de la 

Federación, las personas flslcas y morales están obligadas a contribuir para los 

gastos públicos conforme a las leyes fiscales respectivas y en su defecto serán 

aplicables las disposiciones de dicho Código. Es decir, las disposiciones del 

multlcltado Código Fiscal sólo se aplicarán en defecto de las leyes fiscales 

respectivas. 

De tal manera, la obligación de contribuir para los gastos públicos 

será conforme a las leyes respectl\·as, es decir, de acuerdo con los ordenamientos 

jurídicos que regulen la situación concreta y de hecho de las personas físicas y 

morales. En tal mecllda, resulta Inconcuso que el ordenamiento legal que regula 

el comercio exterior, el despacho aduanero, as( como las actividades .de sus 

agentes, entre ellas las autoridades aduaneras, es la Ley Aduanera, por lo que 

ésta y no otra es la ley fiscal respectiva a que hace mención el citado articulo 1° 

del Código Fiscal de la Federación. 

Por tal motivo, no es dable que sea el Código Fiscal de la Federación 

el que regule el recurso de revocación en materia aduanera, ya que la propia 

Ley Aduanera consagra dicho medio legal de defensa en su articulo 142. Por el 
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contrario, si la Ley Aduanera no contemplara dicha figura jurídlrn, entonces si 

sería procedente aplicar el contenido del Código Tributarlo Federal. 

En efecto, el citado artículo 142 seliala que en contra de las 

resoluciones definitivas que dicten las autoridades aduaneras procederán los 

recursos establecidos por el Código Fiscal de la Federación. Asf mismo, señala que 
el recurso de revocación deberá agotarse por el lntéresado antes de Interponer 

Juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Es por ello, que en el caso que nos ocup¡¡, la ler especial debe 

prevalecer sobre la ley general, es decir, la ley Aduanera debe imperar sobre el 

Código Fiscal de la Federación. ya que este último únicamente será aplicable a 

falta de norma expresa de la Ley Aduanera, pero como ya se dijo, ésta si 

contempla el recurso de revocación a que hemos hecho mención. 

De acuerdo con el criterio sustentado por 1'1 H. Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, el recurso de revocación no es establecido por la Ley 

Aduanera, sino por el Código Fiscal. que según la misma es el ordenamiento que 

lo prevé expresamente y determina contra que procede, considerandolo optativo 

para el Interesado. 

Consideramos que la afirmación hecha por esa H. Juzgadora es 

errónea, ya que como se pudo ver, el recurso de revocación si se encuentra 

establecido en el artículo 142 de la Ley Aduanera. Cabe señalar que aún y cuando 
la Ley Aduanera remite al Código Fiscal de la Federación, no es motivo suficiente 

para considerar que no se encuentra expresamente previsto en Ja citada Ley 
Aduanera. Por lo que respecta a que es el Código Fiscal de la Federación el que 

detrmlna la procedencia de dicho recurso, resulta pertinente señalar que dicha 

afirmación es falsa, ya que Ja Ley Aduanera indica con toda claridad contra que 

procede dicho medio legal de defensa, a saber, en contra de resoluciones 

definitivas dictadas por las autoridades aduaneras. 

Es por ello, que consideramos que las razones tomadas en 

consideración por la Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar que 

el recurso de revocaclon en materia aduanera es opcional para el Interesado, son 
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dPI lodo infundadas, por lo que de acuerdo al texto de la Ley Aduanera, dicho 
recurso es de agotamiento obligatorio. 

Luego, si la Ley Aduanera dispone claramante que el recur~o de 
revocación debe agotarse por el interesado antes de interponer el juicio de 
nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación, en el caso de no hacerlo, se 

eslaria frente a la causal de improcedencia regulada por el articulo 202 fracción 

VI del Código Fiscal de la Federación, así como resultaria contrario al tenor del 

artículo 23 de la Ley Organica del Tribunal fiscal de Ja Federación, precepto que 

regula la competencia de las Salas Regionales de dicho Tribunal, las cuales 

podrán conocer de los juicios que se inicien contra las resoluciones definitivas, 

siendo estas las que no admitan recurso administratirn o cuando la interposición 
de éste sea optaUva para el interesado. 

Por otro lado, haciendo un analisis de la jurisprudencia 9/94 dictada 

por la Suprema Corte de jus1icla de la :->ación, se puede advertir en primer lugar, 

el grave contrasentido exis1ente enlre dicha tesis y los argumentos expresados 

por la Corte para resolver Ja contradicción que le fue planteada. En efecto, en la 

Jurisprudencia referida, se considera que la Ley Aduanera es un ordenamiento 

de carácter general y propio de la materia aduanera; por otro lado, al resolver la 

contradicción señala que es inconcuso que la ley general prevalece sobre la 
especial. En este órden de ideas. al resultar evidente que Ja ley general debe 

prevalecer sobre la ley especial, la Ley Aduanera debe imperar sobre el Código 

Fiscal de la Federación, ya que como se dijo, en la Jurisprudencia citada se le da la 

categoria de ordenamiento general a la ley Aduanera. Por tal motivo, e.xiste una 

grave antinomia entre la Jurisprudencia y la resolución de la contradicción, ya 

que por un lado se le da el carácter de ley general y por otro el de ley especial, 

razón por la cual did1a Jurisprudencia no es del todo acertada. 

Así mismo cabe hacer mención, que en la ya citada Jurisprudencia 

se da solución al problema planteado Ces decir si el recurso de revocación en 

materia aduanera es de agotamiento obligatorio u opcional) tomando en 

consideración que el Código Fiscal de la Federación es el ordenamiento especial y 
propio de la regulación del Juicio de nulidad, ordenamiento que faculta al 

Interesado para Impugnar si así lo desea el acto por medio del recurso de 
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revocación o acudir directamente al Tribunal Fiscal de la Federación a pedir su 
anulación, por lo que resulta optativo dicho medio legal de defonsa. 

Ahora bien, los motivos expuestos por la Corte no son del todo 
eficaces, ya que se da solución al problema planteado con base en 
consideraciones del todo ajenas a la situación real. En efecto, lo que se trata de 
dilucidar es si el recurso de revocación en materia aduanera es obligatorio o no, 
analizando este recurso a la 11.!z de la Ley Aduanera y en su caso del capítulo que 
regula los recursos administrativos en el Código Fiscal de la Federación. Por tal 
motivo consideramos que dar solución al problema planteado con base en 
consideraciones del todo ajenas, como lo es la regulación del juicio de nulidad en 
el Cc?digo Fiscal de la Federación, es poco apropiado, ya que dichos elementos no 
deben ser tomados en consideración para resolver sobre la obligatoriedad o no 
del recurso en comento. Es decir, única y exclusivamente se debe resolver la 
contradicción planteada con base en elementos propios del recurso de 
revocación, pero de ninguna manera es dable introducir cue~tiones ajenas a 
dicho recurso, ya que el juicio contencioso administrativo contemplado por el 
Código Fiscal de la Federación, no regula ni contempla la tramitación, 
procedencia y resolución de ningún tipo de recurso administratil'o, incluyendo 
el recurso de revocación en materia aduanera. 

As! mismo, se señala en la multicitada Jurisprudencia, que siendo 
principio general de derecho que la ley especial debe prevalecer sobre la ley 
general, y que siendo la ley especial de regulación del juicio de nulidad fiscal el 
Código Fiscal de la Federación, es de concluirse que resulta optativo para el 
interesado agotar el recurso de revocación que prevé el articulo 142 de la Ley 
Aduanera. 

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia vuelve a incurrir en una 
grave contrariedad, ya que al dar solución a la contradicción que le fue 
planteada, seilala que la ley general prevalece sobre la especial, y en su 
Jurisprudencia indica que la ley especial debe prevalecer sobre la ley general. 
Por tal motivo, la Jurisprudencia y la solución a la contradicción de tesis son del 
todo incongruentes entre si, por lo que consideramos que dicha Jurisprudencia 
no es del todo apropiada. En lo que si estamos de acuerdo con e.a H. Juzgadora, es 
que la ley especial debe prevalecer sobre la ley general, y como ya se expuso en 
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lineas anteriores, la ley especial viene a ser la Ley Aduanera, ordenamiento 
jurídico que debe prevalecer sobre la ley general, es decir, el Código Fiscal de la 

Federación, ya que la citada Ley Aduanera contempla y regula con precisión el 
recurso de revocación en materia aduar¡era. 

Por todo lo anterior, consideramos que la Jurisprudencia No. 9/94 

aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no es 
congruente, ya que el recurso de revocación en materia aduanera es un medio 

legal de defensa obligatorio para los particulares, por lo que en su caso la tesis 

que debió prevalecer fue la sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del 

Octavo Circuito, cuyo rubro es el siguiente: "CONTENCIOSO ADMINISTRATIYO.­

ARTICUL~ 142 DE LA LE\' ADUANERA, RECURSO DE REVOCACION, DEBE AGOTARSE 
ANTES DE OCURRIR AL JUICIO DE NULIDAD EN EL" . 

Ahora bien, por otro lado, consideramos que el recurso de 
revocación en materia aduanera debe constituir un medio legal de defensa de 

carácter optativo para los particulares, pero por los siguientes razonamientos: 

De acuerdo con nuestro punto de vista, existe la necesidad de 

substituir la exigencia obligatoria para tramitar el recurso de revocación en 

materia aduanera, por la optatlvldad del mismo, debiendo ésta ser la temática a 

seguir en el futuro, en virtud de la serle de desventajas y confusiones que se han 

registrado en perjuicio del particular, debido a la rigidez y frialdad que se refleja 

en el contenido del artículo 142 de la Ley Aduanera que habla de tal 

obligatoriedad. 

Ahora bien, en la exposición de motivos de la ley Aduanera 

presentada ante la H. Camara de Diputados, el Ejecutivo de la Unión señala lo 

siguiente: "También se sistematizan normas que hoy el Código contiene en largos 

párrafos. Así, el articulo 6º de la Iniciativa condensa el principio general del 

trafico de mercanclas que actualmente se establece en los artículos 48, 146, 157, 

165 y otros del Código Aduanero; el 7º enuncia los medios de conducción de las 
mercancías, sin recurrir al tratamiento disperso de los tráficos marítimo, 

terrestre, aéreo y postal; y en el artículo 142 se simplifica notablemente la 

estructura de los recursos administrativos, remitiendo a los previstos en el 

Código Fiscal de la Federación.• 
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Cabe señalar que por lo que respecta a la notable slmpllficaclón de 
los recursos administrativos a que hace mención la cl!ada exposición de motivos, 

es un requisito que no se alcanza ni se satisface, ya que aún y cuando 

efectivamente la Ley Aduanera remlte al Código Fiscal de la Federación, hace 
obllgatorlo el recurso de revocación, situación que no acontece en el citado 

Código y que hace de este recurso aduanero un laberinto procesal. 

Por el contrario, la opción en su agotamiento dará lugar a un 

cambio en la mentalidad de la Administración Pública, al quedar comprometida 

con más firmeza para ceñirse esnictamente a los dictados de ley que recomienda 

agllidad, objetividad y la supresión de formulismos en la resolución de este 

recurso, a sabiendas de que si la autoridad aduanera no cumple con su cometido, 

el particular puede optar por hacer valer el recurso de revocación, o en su caso 

el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación. Es decir, la 
optatividad del recurso de revocación en m.Heria aduanera, farnreceria el 

desarrollo pleno de la impartlción de justicia administrativa. 

La exigencia de agotar el recurso de revocación antes de acudir al 

juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación, sólo se justifica si 

mediante la sustanciación del primero, el particular puede obtener las mismas 

ventajas y resultados que con el segundo, con un mínimo de esfuerzo. situación 

que en pocas ocasiones sucede. Así mismo, se le da a la autoridad la posibilidad de 

corregir y enmendar sus propios actos, ayudándola a conservar una buena 

imágen, todo ello con el afán de fortalecer la confianza que existe entre los 

particulares y la propia autoridad. 

Al respecto, Sergio Martínez Rosaslanda sostiene lo siguiente: 

"No es ocioso recordar que a pesar de la existencia de jurisprudencia 
definida de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación y aún de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, algunos recursos administrativos se 

resuelven en contravención de las tesis jurlsprudenclales, sobrecargando 

innecesariamente a los tribunales y causando molestias no justlflcadas a los 

particulares. 
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Conviene, entonces, encontrar un medio de defensa con plena 
eficacia que salvaguarde los Intereses de los administrados, sin detrimento de la 
facultad de las autoridades administrativa~ para revisar sus actos y confirmarlos, 
modificarlos o revocarlos si no son legales u oportunos. 

La solución al problema planteado, según mi punto de vista, lo 
constituye la sustitución de la exigencia de la obligatoriedad, por el 

establecimiento de la opción como regla general. Deben conservarse como 
recursos obligatorios, los relativos a la Impugnación de resoluciones conexas 
respecto de las cuales se hubiere optado por la via administrativa. La 
justificación de esta última postura se encuentra plenamente demostrada con la 
eficacia de resoluciones conexas en una misma via".49 

Por otro lado, el artículo 26 del Anteproyecto de la ley Federal de 
Justicia Administrativa, elaborado en 1 %4, dispone: "B recurso administrativo 
debe ser optativo para el afectado, toda vez que si no pretende agotarlo puede 
acudir directamente al Tribunal de justicia Administrativa para hacer valer sus 
derechos.'' 

Sobre lo mismo, al referirse a la exposición de motivos de la anterior 
ley, el maestro Don Héctor Fl~ Zamudlo, destaca: "que han propuesto la supresión 
del agotamiento obligatorio de los recursos ante las autoridades administrativas, 
ya que en la mayoría de los casos complican, entorpecen o retardan inútilmente 
la defensa de los particulares, todo ello no sólo con apoyo en la doctrina, sino 

especialmente en obvias razones de equidad y celeridad en Ja gestión y 
conclusión de los negocios administrativos, asl como en la falta de una 
compilación de las leyes administrativas federales, que dificulta a los 
particulares del conocimiento de la existencia y regulación de nun:ierosos 

recursos administrativos. 

En el Segundo Congreso Mexicano de Derecho Procesal, efectuado en 
la Ciudad de Zacatecas los dlas 7 a 11 de agosto de 1 %6, se aprobaron por 
unanimidad los aspectos esenciales de la ponencia presentada por el conocido 
procesallsta Humberto Brlseilo Sierra sobre el proceso administrativo, entre las 

49 Martfnez Rosaslanda, Sergio, Los Recursos Administrativos, Revista del Tribunal Flscal 
de la Federación, Segunda Epoca, Año VII, Número 71, Noviembre de 1985, p. 496. 
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cuales figuró la proposición de que debla crearse un Trlbunal Federal de lo 

Admlnlstratlvo aprovechando en particular la organización del Trlbunal Flscal 

de la Federación, cuya experiencia y resultados no debían olvldarse. 

Dentro de las bases del procedimiento se consigna la qu'e establece 

que no debe exlglrse el agotamlento previo sobre la vía conducente, pero si las 

leyes o reglamentos admlnlstratlvos concedieran estos medlos de lmpugnaclón a 
Jos particulares, el afectado. podrla optar por el julcio admlnlstratlvo o la 

Jnstancla judlclal ordlnarla, y por error o Ignorancia se promovieran ambos, 

debería declararse la nulidad del procedlmlento impugnatlvo ante la 
admlnistraclón actlva."50 

Otro Inconveniente que vale la pena resaltar. es el hecho de que la 
autoridad aduanera, en muchas ocasiones, debido a su ignorancia o negligencia 

profesional, no sabe comprender cual es la naturaleza jurídica de los recursos 

administrativos, las graneles ventajas tanto para la Administración Pública como 

para los gobernados, ya que estos medios de Impugnación procur,m. por un latlo. 

que la propia Admlnlstraclón corrija, modifique, reforme o reconsidere sus 
propios actos o procedimientos viciados e Ilegales, y con ello se subsanen vicios 

fonnales o de fondo, que no dejan de ser atentatorios a la legalidad de la función 
pública. Por otro lado, los partlculares cuentan con un medio tle defensa que 

pueden hacer valer para proteger sus derechos e Intereses patrimoniales y 

personales, por lo que Jos recursos admlnlstratlvos son unos valiosos auxiliares 
de la Jmpartlclón de justicia que permiten dirimir controversias que se suscitan 

entre gobernantes y gobernados. 

A mayor abundamlento, sabemos que las autoridades hacendarias no 

han comprendido los beneficios que pueden alcanzar en favor del Estado con la 

tramitación de Jos recursos administrativos, ya que dlchas autoridades los 
consideran como un trámite más, dentro del procedimiento administrativo, 

dirigido a la emisión de una resolución definitiva o a la confirmación de la 

mlsma, y existe la mentalldad de que al conocer de ese medio de defensa, pueden 

reforzar el sentldo de la resolución Jmpugnada, con ánimo de hacer más 

complejo e Jnclerto el Interés privado, aún estando viciada Ja resolución 

SO Flx Zamudlo, Héctor, Los Recursos Administrar/vos, Revista Trimestre Fiscal, INDETEC, 
Año 6, Número 23, Octubre-Diciembre de 1984 y Enero-Marzo de 1985, pp. 54 y SS. 
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controvertida. Así las cosas, las autoridades hacendarlas se convierten en 
defensores y no revisores de los actos o procedimientos gubernamentales y con 
dicha conducta tergiversan las garanlfus de audiencia, del:!ido proceso y 
legalidad establecidas en el texto Constitucional. Con este panorama se está 
erosionando el principio de definltlvldad del recurso de revocación en materia 
aduanera, y como consecuencia existe un fuerte reclamo por la optativldad de los 
recursos administrativos a cambio de su ineficiencia. 

En tal medida, invariablemente, el recurso de revocación regulado 
por el articulo 1-12 de la Ley Aduanera, debe tener el carácter opcional. Esto le 
permitirá al Interesado elegir entre la vía administrativa o la jurisdiccional, lo 
que llevará, en muchas ocasiones, a una solución más rápida y eficiente de la 
cuestión en controversia. 

Flx Zamudlo, al tocar nuevamente este tema, hace hincapié en la 
tendencia hacia el canicter optativo de los recursos adminlnistratl\'OS. Así, al 

apuntar las excelencias del anteproyecto de la mencionada ley Federal de 
Justicia Administrativa elaborado en 1964 por los Magistrados del Tribunal Fiscal 
de la Federación. Rubén Agulrre Elguezabal, Dolores Heduán Vlrues y Margarita 
lomelí Cerezo, destaca el reconocimiento expreso que en aquella valiosa 
aportación jurídica hacen sus autores, al consignar en el articulo 26, que debe 
ser optativo para el afectado agotar los recursos administrativos o acudir 
directamente al Tribunal Federal de Justicia Administrativa. La afiliación de Flx 
Zamudlo a esta corriente doctrinaria se basa en la circunstancia por el 
comentada de que " ... en nuestro medio las autoridades administrativas no han 
comprendido el beneficio de los recursos administrativos para la misma 
administración, y los consideran en términos generales, como un trámite más 
dentro del procedimiento administrativo dirigido a la emisión del acto p de la 
resolución que deben considerarse como definitivos, por lo que un gran 
porcentaje de las resoluciones que se pronuncian se limitan a confirmar en sus 
términos el acto o la resolución Impugnados .... " Agrega a continuación "que los 
funcionarios emisores, o bien sus superiores jerárquicos, se consideran 
obligados a defender de manera indiscriminada a la admlnlstraclón .. :S 1 

51 Flx Zarnudlo, Héctor, Introducción a Ja justicia Administrativa en el Ordenamiento 
Mexlcano, Primera Edición, El Colegio Nacional, México, 1983, pp. 48 y 49. 



- 126 -

Es por ello que algunos tratadistas de Derecho Público y 

funcionarios judiciales han propugnado por la supresión de los recursos 
administrativos, ello en virtud de la poca utilidad prúctica de los mismos, pues en 

la gran mayoria de los casos, lo único que se obtiene es una demora en el logro de 

los propósitos legales de los gobernados, ya que la autoridad tiene la· costumbre 

de resolver los expedientes fuera de los plazos que la Ley seilala, y cuando no se 

establece término, el plazo resulta ser Indefinido, obligando con ello al 
particular a acudir a la Sal~ Regional competente del Tribunal Fiscal de la 

Federación para demandar la nulidad de la resolución negativa ficta. 

Dicha situación no es ajena al recurso de revocación contemplado 

por la Ley Aduanera, razón por la cual consideramos que la autoridad hacendaria 
resolverá con mayor prontitud y exactitud, cuando en lugar que su silencio 

constituya una resolución negativa ficta, se considere como una resolución 

afirmativa. 

Ahora bien, consideramos que aún y cuando sea la propia autoridad 

administrativa la que se avoque al conocimiento y estudio del recurso de 

revocación, no constituye ningún impedimento leg~1J para que actúe con 

prontitud e imparcialidad, así como funde y motl\·e debidamente sus 

resoluciones. 

A pesar de lo anterior, la autoridad hacendaria en no pocas 

ocasiones adopta criterios totalmente ajenos a la realidad, trayendo como 
consecuencia resoluciones del todo Incomprensibles. La autoridad, lejos de 

aprovechar la oportunidad de enmendar o corregir sus errores. prefiere 
confirmar el acto impugnado, o en su caso dejar de resolverlo, lo que en su 

oprtunidad dará lugar a la demanda de nulidad del acto que resuelve el recurso 

de revocación o de la negativa fleta, cuestiones éstas que dan como lugar una 
situación que se trató desde un prinslplo evitar, la innecesaria saturación del 

Tribunal Fiscal de la Federación con cuestiones que pudieron ser resueltas por 

parte de la propia autoridad, por Jo que resulta evidente que en muchas 

ocasiones los recursos administrativos son medios legales de defensa del todo 

1 neflcaces. 
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En tal medida, si la autoridad al resolver los recursos 
admlnistmtivos se apegara a Derecho y al verdadero espirltu de la Ley, existirían 
grandes ventajas y beneficios con su utilización, pero, como ya se dijo, es poco 
frecuente, por lo que resulta ocioso y gravoso que se obligue a los particulares a 
agotar previamente al juicio de nulidad el recurso de ¡.-evocación en materia 
aduanera. 

Por todo ello, y ante la por.a disponibilidad de las autoridades 
harendarias de cei\lr sus actos a derecho y de no confirmar las resoluciones que 
ellas emiten, resulta del todo necesario que el rerurso de revocación 
contemplado en el artículo 142 de la Ley Aduanera, no se le de el carácter de 
obligatorio sino de optativo. 

Así mismo, consideramos de cardinal importancia suprimir la 
separación absurda que se ha hecho al clasificar al recurso de revocación 
contemplado por el Código Fiscal de la Federación y al recurso de revocación que 
regula la materia aduanera. En efecto, resulta recomendable suprimir dicha 
separación, por la instauración de un sólo recurso de revocación a través del 
cual se puedan impugnar tanto las resoluciones meramente fiscales como las 
aduaneras. evitando que con la diversidad de reglas existentes entre un recurso 
de revocación y otro, se transformen estos medios legales de defensa en trampas 
procesales en perjuicio de los administrados. 

Lo anterior, es una razón doctrinal contemplada por el Derecho 
Administrativo y que el propio legislador debe necesariamente tomar en cuenta. 
Dicha razón propugna por la creación de un sólo recurso administrativo como 
defensa de lo particulares en contra de la actuación de la Administración 
Pública. Es por ello que la Ley que contemple dicho recurso único debe de 
regular el procedimiento administrativo en todos sus aspectos, ésto con el ánimo 
de acabar con la diversidad de criterios en cuanto a formalidades legales, ya que 
cada Ley, Código o Reglamento que instituyen los recursos administrativos trae 
como consecuencia una diversidad de criterios, fórmulas, requisitos, 
procedimientos, etc., convirtiéndolos en meros artificios procedimentales, por el 
gran número de formulismos e Incongruencias en sus denominaciones, que en 
la gran mayoría de los casos, chocan con la naturaleza de su esencia juridica. 
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Tal como hemos seilalado, la separación existente entre ambos 
recursos de revocación, trae como consecuencia una falta de sistematización 
tanto en sus requisitos como procedimientos, lo que reiteramos, constituye una 
trampa para los administrados. Por tal razón, Jorge Escola seilala lo siguiente: 
"Cuando esa unidad, claridad y propiedad no existen, cuando las nomenclaturas. 
son variables y distintas, inmediatamente se plantean dudas, controversias y 

cuestiones de todo orden, que tornan dificultosa la labor de quienes deben 
resolver, aplicando el derecho, y disminuyen la eficacia de la acción de quienes 
deben recurrir a los medios legales para defender sus derechos e lntereses."52 

De igual manera, Nava Negrete expresa lo siguiente: 
" ... multiplicidad, variedad llena de modalidades y vericuetos diferentes, Imponen 
hacerlo dúctil al propósito de obtener justicia de la autoridad adminlstrativa."53 

Por su parte, el maestro Brlseño Sierra se expresa de la siguiente 
manera: "Luego de revisar las concepciones doctrinarlas y las regulaciones 
positivas queda Ja Inquietud respecto a su importancia. Una primera conclusión 
es forzosa, los recursos carecen de sistematización. Por ello es secundario si se 
fija la atención en su utilidad. Más que un remedio o simplemente unn 
poslbllldad de alcanzar en el plano del llamado procedimiento oficioso alguna 
ventaja o economía, se observa una informalidad perjudicial, un caprichoso 
tratamiento que corresponde, punto por punto, a la dañina multiplicidad de 
denominaciones ... 54 

Don Héctor Flx Zamudlo, eminente maestro y constltuclonallsta, 
seilala que: "Si trasladamos nuestra atención al ordenamiento mexicano, podemos 
observar que precisamente por la ausencia de leyes federales o de carácter local 
sobre el procedimiento administrativo, la regulación de los recursos 
administrativos se encuentra dispersa dentro de las múltiples disposiciones 

legales de carácter especializado, lo que ha producido un verdadero desorden 

52 Escola, ~p. 221. 
53 Nava Negrete, Alfonso, Recursos Admlnlsrrarh·os, en Justicia Admlnlsrratlva, Editorial 
Trillas, México, 1987, p. 43. 
54 Drlseilo Sierra, Humberto, Derecho Procesal Fiscal, Segunda Edición, Cardenas Editor y 
Distribuidor, México, 1975, p. 147. 
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tanto en la tramitación de las Impugnaciones internas, como inclusive en la 
misma denominación y configuración de los recursos:·ss 

Por lo tanto, siguiendo el pensamiento de los mencionados juristas, 
consideramos necesario acabar con la división existente entre el recurso de 
revocación contemplado por la Ley Aduanera y el recurso de revocaclón 
regulado por el Código Fiscal de la Federación. De esta manera se ha e.'presado 
Royo VU!anova: " ... en materia de recursos, convendría unificar en nu~stro 
derecho los plazos, 1<1s clases y las denominaciones. pues existe una verdadera 
an.irquia ... Es decir, una verdadera confusión de recursos:•56 

Los recursos administrativos, en casos muy especlales, tienen su 
razón de ser en el hecho de que su interposición, trámite y resolución, sea algo 
práctico, senclllo de comprender por cualquier ciudadano, no gravoso para las 
partes y de rápida soluclón, lo cual no sucede en el presente caso con el recurso 
de re\'Ocación en materia aduanera. 

Dicha razón doctrinal forzosamente debe ser tomada en cuenta en lo 
que respecta al recurso de revocaclón contemplado en la ley Aduanera, ya que 
las reglas propias de este recurso deben de ser las aplicables para el recurso de 
revocación regulado por el Código Fiscal de la Federación. En efecto, solamente 
debe e.xlsllr un sólo recurso de revocaclón, con las mismas reglas, fórmulas y 

procedimientos, sin existir excepciones de ninguna índole. Con esto 
forzosamente se logrará una slmpllficaclón de este recurso administrativo, 
haciendo de él un medio legal de defensa en beneficio no sólo de los particulares 
sino también de la autoridad aduanera, dejando de ser dlcho recurso una trampa 
procesal y dilatoria, para convertirse en un verdadero medio de admlnlstraclón 

de justicia. 

Todo lo anterior, bien puede tomarse en consideración para que se 
unlfiquen los diversos recursos administrativos, que en forma desordenada 
exsi!en en casi todas las leyes de carácter fiscal y administrativo, para darle 

SS flx Zamudlo, Héctor, Jnrroducclón a la Jusllcla Administrativa en e/ Ordenamiento 
M•.dcano, Primera Edición, El Colegio Nacional, México, 1983, p. 47. 
56 Vlllanova Royo, Seglsmundo, El Procedimiento Administrativo como Garantía Jurídica, 
Revista de Estudios Polltlcos No. 48, p. 109. 
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mayor seguridad al gobernado en la defensa de sus derechos e Intereses 
personales y para acabar por completo con la Incertidumbre que crean los 
diversos recursos administrativos. 

Una vez e.'lluesto todo lo anterior, resulta pertinente anailzar cuales 
deben ser los principios rectores del procedimiento en la tramitación del recurso 
de revocación en materia aduanera, y para tal efecto citaremos a uno de los pocos 
autores que han estudiado.esta materia, Jorge Escola, quien enumera los 
siguientes principios: 

A) Sencillez.- Es innegable que los recursos administrativos deben 
clesarrollarse en fonna simple, sencilla, sin necesidad de complicaciones que 
tomen dificultoso su planteamiento y trámite. 

B) Fonnallsmo moderado.- Por lo expuesto, se concluye también que 

los recursos administrativos deben diligenciarse sobre la base de formalismos 
disminuidos a la minlma e.~preslón posible ... 

C) Oficialidad del procedimiento.- SI Jos recursos administrativos son 
actos de control dependientes de instancia privada, es decir, si no pueden 
Iniciarse si falta la acción generadora del administrado que debe deducirlos, ello 
no excluye, sin embargo, que una vez cumplida esa exigencia se aplique con 
pleno vigor el principio de oficialidad, de modo que la autoridad admlnistrath·a 
sea la que a Partir de entonces mueva el procedimiento, hasta obtener la 
resolución que lo cierre en forma definitiva. 

O) Celeridad.- tos recursos administrativos deben resolverse 
rápidamente sin que transcurra un tiempo demasiado prolongado entre su 
planteamiento y su decisión deflnltlva,57 

B recurso de revocación en materia aduanera forzosamente debe 
ceñirse a dichos principios rectores de los recursos administrativos, ello aunado 
a las exigencias de hacer de este recurso un medio legal de defensa con carácter 

57 Escola, !!llúl!u pp. 233 a 235. 
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optativo para Jos interesados, además de la imperiosa necesidad de unificarlo con 

el recurso de revocación contemplado por el Código Tributario Federal. 
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CONCLUSIONES 

l.· Podemos concluir que el actuar de la autoridad debe 

adecuarse siempre a Derecho, ya que no se puede concebir una 

Administración Pública sin un orden jurldlco que la regule y al mismo 

tiempo garantice al gobernado su situación jurídica frente al obrar de 
aquélla. No podemos dejar de admitir que muchas veces la Administración 

Pública no se ciñe a Derecho, por lo que surge la necesld•td de establecer un 

medio adecuado .de control de los actos de la autoridad, siendo el más usual }' 

recomendable el medio de defensa llamado recurso administrativo. 

2.· Los principales sistemas de los ordenamientos extranjeros 

que se contemplan en el marco histórico de evolución de los recursos 
administrativos, se Inspiran en un compromiso entre dos principios 

fundamentales: por un lado, el principio de legalidad de la administración y 

de gar.mti.1 de los administrados, que exige un control jurlsdirrlonal de la 

actividad administrativa, ya que la autoridad judicial es la que ofrece und 

mayor seguridad de Independencia respecto al Poder Ejecutivo: por otro l.ido. 
el principio de la división de poderes el cual, por el contrario, exige que el 

Poder Judicial no interfiera en el ejercicio de la función administrativa pnr 

parte del Poder Ejecutivo. Por lo que respecta a nuestro país, la evolución y 

desarrollo de los recursos administrativos se inicia desde la Coloni.i, 

empezando a tener mayor auge e Importancia a partir de la etapa 

Revolucionarla hasta nuestros dlas. 

3.- El recurso administrativo es el medio legal de defensa más 

com·enlente para el particular, obligando con ello a la Administración .i 
modificar o reestablecer la situación administrativa legal, por lo que podemos 

considerarlo como una defensa legal que tiene el particular afectado para 

impugnar un acto administrativo ante la propia autoridad que lo dictó, el 

superior Jerárquico u otro órgano administrativo, para que lo revoque, anule 
o lo reforme una vez comprobada la Ilegalidad o Inoportunidad del mismo. 

4.· El recurso de revocación es el medio legal de defensa por 

excelencia, ya que por éste se trata de resolver el fondo de la cuestión 

planteada. Es por ello, que de acuerdo con el Código Fiscal de la Federación su 

Interposición es optativa antes de acudir en juicio al Tribunal Fiscal de la 

11' 
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Fec.leraclón, ya que la controversia puede ser resuelta por la autoridad 
administrativa giradora del acto o por la autoridad contenciosa 
administrativa, ya que se va dar solución definitiva a la problemática 

:P_lan teada. 

5.- A través del recurso de oposición al procedimiento 
administrativo de ejecución se trata de resolver las cuestiones de forma, 
razón por la cual su interposición es obligatoria, ya que resultaría 
lnoportuoo y absurdo llamar la atención de los Magistrados c.lel Tribunal 
Fiscal de la Federación para resolver un asunto que no versa sobre la esencia 
o el fondo del mismo. 

G.· En muchas ocasiones, la Ley ha servido como una 
herramienta para Ir complicando la resolución de los problemas 
administrativos. Esto se aprecia con mayor claridad en las constantes 
modificaciones que se han hecho de los criterios que deben normar al 
recurso de revocación en materia aduanera en cuanto a su agotamiento 
obligatorio u opcional, por lo que resulta evidente que dicho recurso carece 
de una correcta sistematización, siendo el núsmo un medio legal de defensa 
complicado y dificil de entender. 

7.- De acuerdo con el articulo 142 de la Ley Aduanera, el recurso 
de revocación es un medio legal de defensa de carácter obllgatorio para los 
Interesados, razón por la cual el contribuyente afectado por una resolución 
aduanera antes de Interponer juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación, debe agotar la Interposición de dicho recurso. Por su parte, el 
Código Fiscal de la Federación contempla al recurso de revocación como un 
medio de defensa opcional para los interesados, por lo que válidamente se 
puede Interponer dicho recurso o directamente acudir en juicio ante el 
Tribunal Fiscal de la Federación. Dicha antinomia entre ambos cuerpos 
normativos fue resuelta por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dándole 
al recurso de revocación contemplado en el articulo 142 de la Ley Aduanera la 
naturaleza de opcional para el Interesado, por lo tanto prevaleciendo el 
criterio del Código Fiscal de la Federación sobre la Ley Aduanera. 

8.· Aún y cuando somos de la opinión que el recurso de 
revocación en materia aduanera (as! como los demás recursos establecidos en 
los diferentes ordenamientos tributarios) debe constituir un mecÍio legal de 
defensa opcional para los afectados por una resolución aduanera, 

'1 
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consideramos que los razonamientos expuestos por Nuestro Máximo Tribunal 
no son correctos, además de resultar contradictorios entre si. En tal medida, 
aún y cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió que el 
recurso en comento es opcional, consideramos que el criterio que debe 
prevalecer es el de catalogarlo como un medio de defensa obligatorio para Jos 
contribuyentes, ello a la luz del articulo 142 de la multlcltada Ley Aduanera. 

9.- Estimamos que.el recurso contemplado por el articulo 142 de 
la Ley Aduanera debe ser de n.uural~.1 opcional para Jos administrados, ya 
que la aucoridad no ha logrado comprender el beneficio de Jos recursos 
aminlstratlvos, haciendo de ellos unas trampas dilatorias del procedimiento, 
encontrándose obligadas a confirmar sus actos aún y cuando sea notable la 
Ilegalidad de los mismos. Por el contr.irio, la opcionalldad en el agotamiento 

de dicho recurso traerla como consecuencia un cambio en la mentalidad de la 
autoridad hacendarla, ya que se vería obligada a resolver con justicia y 

prontitud, ya que de no ser así, el afectado por una resolución aduanera 
podría recurrir directamente dicha resolución Interponiendo juicio ante el 
Tribunal Fiscal de la Federación, donde seguramente ,obtendna un fallo 
apegado a Derecho en un término adecuado. 

10.- Actualmente la estructura funcional que se contempl.i en la 
Ley Aduanera por lo que respecta al recurso de revocación no es la más 
apropiada, porque rompe con la coherencia y con los principios de los 
recursos administrativos. Por tal razón, existe la Imperiosa necesidad de 
unificar los criterios establecidos por el Código Fiscal de la Federación y la 
Ley Aduanera, ya que aún y cuando esta últlma remite al citado Código, se da 
tratamiento distinto a dicho recurso en ambos cuerpos normativos, por lo que 
dicho medio legal de defensa constituye un laberinto procesal para los 
administrados. 
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